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Escribo estas líneas a petición de los directores y lo hago con mucho gusto 

porque es fácil presentar el libro que con su iniciativa y esfuerzo han conseguido que 

vea la luz. 

No es la primera vez que logran estimular a un amplio número de autores para 

que afronten cuestiones relevantes de actualidad y las plasmen en textos cuya reunión 

nos ofrece un examen riguroso del asunto elegido. Asimismo, han vuelto a ser capaces 

de encontrar editores que pongan a disposición de todos los interesados la obra 

colectiva. No es un empeño fácil hoy en día, como saben bien quienes desde las 

Universidades y los centros de investigación tratan de ver impresos los frutos de su 

trabajo, y que lo hayan conseguido significa, de un lado, que la obra merece la pena y, 

del otro que, efectivamente, tienen la virtud de saber hacérselo ver a los responsables 

de las editoriales. Por tanto, me parece obligado dejar constancia del elogio que 

merecen por su sana inquietud, su envidiable dinamismo y su eficaz actividad 

promotora. 
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En esta ocasión, han sido los desafíos del constitucionalismo ante la integración 

europea los que han merecido su atención. Y se han ocupado de ellos jóvenes 

investigadores, entre los que se cuentan los directores, que se forman en Universidades 

españolas e italianas. 

Fácilmente se advierte que no es tarea sencilla adentrarse en esa materia. La 

Unión Europea en que ha fraguado el proceso de integración iniciado a mediados del 

pasado siglo es en sí misma una realidad sumamente compleja. La manera en que los 

Estados se han integrado en ella, la relación en la que se hallan con el ordenamiento y 

las instituciones europeas, el distinto peso de unos y otros miembros, la complicada 

maquinaria de la que se sirve, las diferencias que existen entre las sociedades estatales 

y el diverso grado en que se identifican con el ideal integrador encarnado por la 

Unión, le atribuyen unas características muy singulares. El debate sobre su naturaleza 

y sobre la novedad que representa en el contexto de las organizaciones internacionales 

o en relación con las formas de unión de Estados conocidas con anterioridad pone de 

manifiesto esa complejidad. Y, naturalmente, esto supone, a la hora del análisis de 

cualquiera de estos aspectos, dificultades añadidas a las habituales en todo estudio en 

cuyo objeto los elementos jurídicos se encuentran condicionados por el contexto 

político en que se mueven y por intensos cambios económicos y sociales que les 

afectan. 

Afrontar hoy en día los desafíos del constitucionalismo ante la integración 

europea supone, primero, ser consciente de las tendencias de signo opuesto que se 

agitan en el interior de la Unión en torno a esa integración en estos momentos y de las 

razones a las que obedecen. Exige, en efecto, indagar cuáles son las que abogan por 
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intensificarla y cuáles las que aspiran a limitarla cuando no a reducirla o, incluso, a 

ponerle fin. Y requiere identificar los factores de variada naturaleza que las impulsan 

y los efectos sobre ellos de la crisis económica general en la que nos hallamos 

inmersos. 

También, significa atender a los difíciles procedimientos de decisión de que se 

sirve la Unión Europea, los cuales no siempre le permiten responder con la agilidad 

necesaria a las dificultades a las que se enfrenta. Asimismo, implica advertir las 

insuficiencias que aquejan a los actuales circuitos de representación y a los 

mecanismos de exigencia de responsabilidad política por la actuación de los órganos 

de la Unión. Unos y otros se resienten por diversos factores entre los que se pueden 

contar la muy distinta influencia de unos países frente a los demás y la distancia a la 

que se encuentran las instituciones y, en particular, la Comisión y el Consejo Europeo 

y el Consejo pero también el Parlamento, de los ciudadanos sobre los que recaen los 

efectos de decisiones tomadas en Bruselas o Estrasburgo, ciudadanos que, por otro 

lado, no encuentran medios funcionales para oponerse eficazmente a ellas antes de 

que se adopten o para demandar la responsabilidad política de quienes consideren que 

les han defraudado. 

Igualmente, su posición en el conflictivo por tantas razones escenario 

internacional es fuente de retos de gran magnitud para la Unión Europea que no se 

pueden ignorar. No se trata solamente de que se deba fortalecer su capacidad de 

decisión en ese plano, para lo que antes habrá de identificar con claridad los intereses 

que ha de defender y, después, crear las condiciones precisas para hacerlos valer. 

Sucede, además, que del exterior proceden problemas de extraordinaria gravedad a los 
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que debe hacer frente. Es el caso de las consecuencias derivadas de los enfrentamientos 

armados que existen en muchos lugares del mundo, una de las cuales es la llegada a 

las puertas de la Unión de innumerables personas que aspiran a encontrar en ella 

refugio. Se unen así, en circunstancias dramáticas y condiciones a menudo extremas a 

los que buscan en Europa las oportunidades y el bienestar que no encuentran en sus 

países. Este fenómeno se suma a los movimientos de población provocados por el 

desigual reparto de la riqueza en el mundo que han traído desde hace años y siguen 

trayendo cada vez más oleadas de inmigrantes a sociedades europeas antes étnica y 

socialmente homogéneas y han provocado cambios notables en ellas haciéndolas más 

diversas y plurales aunque, también hayan originado problemas de convivencia 

previamente desconocidos. Y ocurre que hay quienes, pese a vivir y trabajar desde 

hace tiempo en la Unión Europea, no poseen el status de ciudadanía. 

Tampoco se puede ignorar que la grave crisis económica en la que todavía 

permanecemos inmersos y la dirección política trazada por la Unión Europea para 

superarla han producido efectos de notable impacto en los Estados miembros. La 

estabilidad presupuestaria, la reducción del déficit y la austeridad, ejes principales de 

esa orientación asumida por Bruselas, han condicionado, cuando no determinado, la 

acción de los Gobiernos pero, al mismo tiempo, la aplicación de esas directrices ha 

levantado amplias protestas en los Estados más intensamente afectados sin que la 

reactivación de la economía lograda haya sido suficiente para recuperar empleos de 

calidad, reducir las grandes bolsas de desocupados, especialmente jóvenes, y, en 

general, superar las nuevas formas de desigualdad aparecidas en los últimos años. 



XXIX 

Todos estos elementos, en la medida en que convergen sobre el presente y el 

futuro del proceso de integración europea comportan unos perfiles nuevos que 

intensifican las dificultades que tiene por delante y complican la búsqueda de 

soluciones viables. 

***** 

La anterior es una relación incompleta de problemas que aquejan a la Unión 

Europea y que, naturalmente, requieren respuestas desde su propio ordenamiento e 

ilustra sobre la magnitud del esfuerzo que sus instituciones, sus Estados miembros y 

sus ciudadanos tienen ante sí para ofrecerlas. En este punto, el constitucionalismo, 

entendido como el conjunto de ideas que propugnan organizar el poder político con 

arreglo a técnicas jurídicas que lo limiten para asegurar los derechos las personas 

sobre las que se ejerce, debe ofrecer ideas para resolverlos o, si no, para afrontarlos de 

la mejor manera posible o de la menos mala. 

Este libro se aproxima a ese objetivo desde tres perspectivas, cada una de las 

cuales constituye una de sus partes: la primera contempla el Poder, la segunda mira al 

Territorio y la tercera se ocupa de la Ciudadanía. Se trata de un enfoque que 

podríamos considerar típico pues atiende a los tres elementos esenciales de toda forma 

de organización política aunque, en vez de seguir el orden habitual que se suele 

encontrar en los manuales para explicarlos, antepone al poder. Es razonable esa 

opción pues atiende a la realidad de la existencia de la Unión Europea, de su 

ordenamiento jurídico y de sus instituciones y de las relaciones que traban con los 

Estados y con los ciudadanos. La Unión Europea, aunque siga en construcción y 

provoque en su interior dinámicas de sentidos opuestos, no es un desideratum, no es 
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una meta a alcanzar, es una realidad palpable con un grado de integración elevado en 

los niveles jurídico, político, económico y social. De ahí que la primera parte de esta 

obra arranque con los extremos directamente relacionados con la vertiente 

organizativa y funcional propia del poder político europeo. 

Las contribuciones que la forman se encuadran, a su vez, en tres grupos 

dedicados, respectivamente, por las relativas a la forma de gobierno europea y su 

relación con el proceso de integración, por las que versan sobre el gobierno de la 

economía y la sostenibilidad financiera y por las que se ocupan del Estado del 

bienestar. En conjunto, se combina el examen de la organización constitucional de la 

Unión Europea con las consecuencias que para sus procesos de decisión han supuesto 

los llamados efectos secundarios de la crisis económica. Asimismo, se tratan las 

condiciones en que la Unión ha de desarrollar su política exterior y el alcance del 

principio de subsidiariedad. También se consideran los problemas específicos del 

abandono de la Unión por alguno de sus Estados miembros y los de signo opuesto 

asociados a la necesaria protección de las minorías étnicas y nacionales en el curso del 

proceso de su ampliación. Son objeto de consideración, igualmente, los planteados por 

la adopción de políticas estatales incompatibles con los principios políticos europeos 

sustanciales y, además, se reflexiona sobre la medida en que la democracia directa o la 

prohibición del mandato imperativo podrían incidir en la recuperación de la 

legitimación de las instituciones europeas. 

A propósito del gobierno de la economía y de la sostenibilidad financiera, 

vienen a examen la posibilidad de erigir en principio supremo el de la soberanía 

presupuestaria, las consecuencias que la orientación política establecida por la Unión 
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traen en el plano de la organización de la acción administrativa y en el de la gestión de 

los servicios públicos, especialmente desde el punto de vista de la llamada 

colaboración público-privado. Y, también, se incluye aquí, a modo de ejemplo de 

descentralización financiera asimétrica, una exposición del sistema financiación foral. 

En torno al Estado del bienestar, presentado como una dimensión connatural a 

la Unión Europea de la que es especialmente responsable, merecen la atención de los 

autores las perspectivas que para la tutela de los derechos sociales traerá la adhesión 

de la Unión Europea al Convenio Europeo para la Salvaguardia de los Derechos 

Humanos y las Libertades Fundamentales. La propuesta de tomar en serio la Carta 

Social Europea, las consecuencias que para la garantía de los derechos sociales ha 

supuesto la crisis económica, extraídas de la comparación entre las experiencias 

portuguesa e italiana, y los casos particulares del derecho a la salud como componente 

de la ciudadanía europea y de la efectividad de los derechos sociales de los solicitantes 

de asilo, completan este grupo de estudios. 

La segunda parte, dedicada al Territorio, se enfrenta a las cuestiones relativas a 

la ampliación de la Unión con nuevos Estados y a la descentralización territorial del 

poder político de los que la integran. Aquí se abordan asimismo los retos que plantean 

los nacionalismos subestatales y los movimientos independentistas. También se 

reflexiona sobre el papel de las asambleas legislativas territoriales y locales y sobre la 

redefinición de las competencias de las provincias en la Unión Europea. Se incluyen, 

además, estudios particulares sobre una posible federalización de España a la luz del 

modelo alemán y sobre la sexta reforma del Estado en Bélgica. Y, respecto de Italia, se 

considera la posición de las regiones de estatuto especial en las relaciones entre el 
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Estado y la Unión Europea y los efectos de la reducción del número de consejeros 

regionales. 

Respecto de la Ciudadanía y los derechos de la persona, tercera parte de este 

libro, buena parte de las aportaciones versan sobre el diálogo judicial en el espacio 

europeo sobre esos derechos y su tutela multinivel. Otras se dedican al principio de 

proporcionalidad, a la cuestión prejudicial y a aspectos concretos como la libre 

circulación de ciudadanos europeos en la jurisprudencia reciente del Tribunal de 

Justicia, la iniciativa ciudadana, la tutela del medio ambiente, la incidencia del 

Derecho de la Unión Europea en el derecho a la tutela judicial efectiva o la visión 

europea del Derecho de Familia. Un grupo de contribuciones reflexionan sobre el 

coste de la ciudadanía europea y sus diferentes dimensiones (económica, social y 

política) así como sobre las paradojas que muestran, entre ellas la de primar al 

ciudadano de mercado, esto es al económicamente activo, o de vincular la obtención 

de la ciudadanía con las inversiones. Su relación con la identidad europea y el largo 

camino que falta por recorrer hasta que se logre una tutela eficaz de todos los 

derechos en el seno de la Unión figuran también en esta parte que se cierra con una 

reflexión sobre el déficit democrático de la reforma del artículo 135 de nuestra 

Constitución por no haber sido sometida a referéndum. 

***** 

Tal como se aprecia a la vista del anterior resumen y confirmará el repaso del 

índice, en estas páginas se lleva a cabo un amplio análisis de los elementos esenciales 

del ordenamiento de la Unión Europea desde la doble perspectiva de dejar constancia 

de su realidad presente y de plantear críticamente los desarrollos que debería seguir 
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para afrontar eficazmente, desde los principios fundamentales que lo informan, los 

retos que les está planteando el presente inmediato y que, previsiblemente, se 

acentuarán en el futuro. Se trata de respuestas ofrecidas por juristas y, más 

concretamente, constitucionalistas, para contribuir a la configuración institucional de 

la Unión y a la definición de sus políticas en el escenario que ha dejado la crisis. 

Las circunstancias en las que nos encontramos son bien diferentes a las que se 

han dado con anterioridad. Me refiero a que hasta ahora ha sido posible encontrar en 

los principios sobre los que se asienta el constitucionalismo forjado a partir de 1945 la 

fuente y la inspiración para abordar los problemas que surgían en la realidad. Y a que, 

si bien con unos rasgos más orientados a las vertientes liberales que a las de tipo social 

de entre las que conforman el patrimonio constitucional contemporáneo, también las 

Comunidades, primero, y la Unión, después, adoptaron y siguieron los patrones 

impresos en los textos fundamentales de la segunda postguerra. No podía ser de otro 

modo porque ambas son el resultado de la integración de Estados que asumen como 

forma jurídico-política la del Estado social y democrático de Derecho y la 

homogeneidad política y constitucional, además de la económica, son requisitos 

esenciales para que prosperen procesos de esa naturaleza. 

La crisis desatada principalmente a partir de 2008, al tiempo que ha traído 

recesión, elevado desempleo y nuevas cotas de desigualdad, ha acentuado 

intensamente la que afectaba a prácticamente todas las instituciones en las que 

descansan la democracia representativa y el Estado de Derecho, que han sufrido así 

una notable pérdida de legitimación. En efecto, la incapacidad de los gobernantes para 

advertir y prevenir el colapso económico que se estaba gestando, la forma en que lo 
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han afrontado, cargando el peso principal de los sacrificios en las clases medias, en los 

empleados públicos y privados, y reduciendo las prestaciones sociales en perjuicio de 

los menos favorecidos, todo ello en aplicación de las políticas de austeridad diseñadas 

desde la Unión Europea, han generado un amplio malestar que está llegando hasta 

cuestionar algunos de los valores hasta ahora indiscutidos. 

En una coyuntura tan difícil es, pues, decisivo contar con diagnósticos claros y 

también con propuestas que sirvan para recuperar la vitalidad, para relegitimar las 

instituciones de la democracia representativa tanto en los Estados cuanto en la Unión y 

devolverles la capacidad que habían perdido para expresar las inquietudes que 

prevalecen en la sociedad. Al mismo tiempo, es menester explicar que esa operación, 

directamente vinculada a la realización de la libertad política en su más pleno sentido, 

difícilmente se logrará sin preservar las exigencias del Estado social y profundizar en 

su realización. O sea, sin avanzar en la consecución de las cotas de igualdad que 

demandan las sociedades desarrolladas. En fin, la Unión Europea no es una isla 

separada del resto del mundo, ni puede convertirse en una fortaleza de bienestar 

indiferente a lo que sucede fuera pues las fronteras, por mucho esfuerzo que se ponga 

en cerrarlas, no podrán detener los flujos migratorios de quienes aspiran a la vida 

mejor que ven con sus propios ojos a través de los productos culturales que 

producimos y se difunden en el universo de Internet ni cerrar el paso a la amenaza del 

terrorismo yihadista. 

Insisto en que la propia naturaleza de los problemas mencionados indica la 

dificultad de encontrarles respuestas válidas y realistas. No obstante, esa no es razón 

para no buscarlas con denuedo y tampoco justifica, so pretexto de ser eficaz, poner en 
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cuestión y, mucho menos, abandonar los principios y valores sobre los que se viene 

edificando desde hace más de medio siglo la construcción europea, principios y 

valores consustanciales a las Constituciones de los Estados democráticos 

comprometidos en ella y, desde luego, imprescindibles para la búsqueda de la sociedad 

democrática avanzada auspiciada por nuestros constituyentes. 

La lectura de estas páginas sugiere reflexiones que se orientan en el sentido que 

acabo de indicar lo cual es una razón más para celebrar su publicación. 
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con abarrotadas sesiones paralelas en las que se produjeron intensos y enriquecedores 

debates. La verdad es que para mi, como decano de la Facultad de Derecho de ICADE, 

fue una alegría aquél Congreso en el que la ilusión del diálogo intergeneracional se 

daba la mano con la excelencia académica y todo ello en torno a un tema tan actual y 

complicado como los restos que al constitucionalismo está planteando la integración 

europea. 

Tras el Congreso, los investigadores que participaron en él pudieron madurar 

sus propuestas a la luz de las discusiones y aportaciones que se habían producido, y 

tras una reflexión ultimaron sus trabajos enriquecidos que es lo que contiene este 

libro. 

Como se verá, hay una variada temática en torno a la integración europea y los 

no siempre fáciles acomodos en el constitucionalismo. Podría decirse que los 

principales problemas que se plantean están presentes en estas páginas y, sobre todo, 

que son los que preocupan a los jóvenes investigadores de España e Italia que 

participaron en el Congreso. 

La obra se ha dividido en tres grandes partes, siguiendo una clásica visión 

constitucional de poder, territorio y población, donde se estudia la forma de gobierno 

de Europa así como el gobierno de la economía y la crisis del Estado de bienestar; los 

dilemas de la ampliación y el surgimiento de movimientos independentistas; el 

concepto de ciudadanía europea y la tutela de derechos. Además, al frente de cada 

bloque hay un capítulo introductorio a cargo de cada uno de los directores del 

volumen. 
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El lector encontrará una variada temática que seguro que le es de interés. Se 

realizan enfoques novedosos al tiempo que se aplican fundamentos clásicos para dar 

respuesta a situaciones nuevas, a las que el Derecho es siempre permeable. En fin, es 

un libro que es útil, porque da respuestas a problemas existentes y plantea soluciones a 

los retos que nos acucian, por lo que no puedo más que invitar a su lectura  y a bucear 

a través de sus páginas, no sin dar las gracias a sus autores y a los coordinadores por 

las muchas horas de su vida que han dedicado a este tomo. Creo sinceramente que os 

ha valido la pena. 
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Il lettore troverà una molteplicità di argomenti che di sicuro saranno di suo 

interesse. Sono presenti, infatti, approfondimenti originali e allo stesso tempo 

applicazioni di categorie classiche per fornire risposte a situazioni nuove, nei 

confronti delle quali il Diritto si dimostra da sempre aperto e permeabile. In 

conclusione, è un libro utile, perché risponde a problemi concreti e offre soluzioni alle 

sfide che abbiamo di fronte; pertanto non posso che invitarvi alla lettura, navigando 

attraverso le pagine, e al contempo debbo ringraziare tutti gli autori e i coordinatori 

che tante ore hanno dedicato a questa opera. Credo sinceramente che ne sia valsa la 

pena 
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jóvenes miembros del comité organizador, y por supuesto, sus muchas horas 

de trabajo gratis et amore. Ha sido un verdadero placer trabajar con ellos, pues la 

amistad no ha sido excusa de un trabajo impecable. 

Las sugerencias, el trabajo y el estímulo del comité científico 

internacional son un ejemplo de la transformación de nuestra ilusión en esta 

iniciativa que pretende el rigor y la excelencia. Con su trabajo, tras un proceso 

ciego de selección, hemos podido reunir en esta obra a más de 50 jóvenes 

autores, a los que les estamos muy agradecidos por toda su colaboración y 

paciencia. 

Por último, queremos agradecer a los amigos que han suplido nuestras 

faltas tecnológicas, así como en general, a todos los que han compartido 

nuestros desvelos, y nos han prestado su comprensión e incluso colaboración 

con infinitas cuestiones. 

Antonio Pérez Miras 
Germán M. Teruel Lozano 

Edoardo C. Raffiotta
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QUO VADIS EUROPA? 

Luca Di Majo 
Dottore di ricerca in Diritto Costituzionale 

Università di Bologna. 
 

Sommario: 

1.- Premessa. 

2.- Il Lungo cammino “europeizzante”. 

3.- Di quanta Europa abbiamo bisogno? Un diverso (ma fondamentale) 
approccio europeista. 

4.- Quo vadis Europa? 

Riferimenti bibliografici. 
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Abstract in italiano 

Il processo europeo di integrazione si è sviluppato, fin dall'origine, lungo 

l'asse della cooperazione economica. La recente crisi economica ha 
accelerato l’adesione ad un unico modello sociale di mercato secondo 
cui lo sviluppo economico doveva essere garantito attraverso la libertà 

degli scambi, ma soprattutto una sostanziale giustizia sociale 
assicurata dallo Stato. Tuttavia, gli eventi connessi alla drammatica 

situazione economico-politica europea mostrano come l’attuale crisi 
finanziaria abbia assunto una funzione decostruttiva del processo di 
integrazione che richiama una diversa articolazione degli assetti di 

mercato. Una tendenza che ha notevoli ripercussioni sul rapporto tra 

governanti e governati e sulla garanzia di tutela dei diritti fondamentali 

che pure avrebbero dovuto rappresentare il punto di convergenza delle 
tradizioni culturali degli Stati membri attraverso il riconoscimento 

giuridico della Carta di Nizza nel Trattato di Lisbona. Non v’è dubbio 
che la politica economica rimane funzionale alla tutela dei diritti e alla 
promozione dei valori comuni e in cui l’ Unione si riconosce, e non deve 

porsi come impedimento degli stessi. Ora che siamo davanti ad un 

momento storico in cui l'adesione attorno a valori comuni sembra 
sottostare ai rigidi schemi dell’economia e della finanza pubblica, si 
rende quanto mai necessario riconsiderare il futuro dell’europa 
nell’attuale riformato contesto di governance europea. 
 

Resumen en español 

El proceso europeo de integración se ha desarrollado, desde el inicio, 

bajo el eje de la cooperación económica. La reciente crisis económica ha 
acelerado la adhesión a un único modelo social de mercado según el 

cual el desarrollo económico debe ser garantizado a través de las 

libertades de circulación, pero sobre todo por una sustancial justicia 

social asegurada por el Estado. Todavía, los acontecimientos  originados 
por  una dramática situación económica-política europea muestran 

como la actual crisis financiera ha tenido una función de deconstruir el 

proceso de integración que comporta una diferente articulación de los 
elementos del mercado. Una tendencia que ha repercutido 

notablemente sobre las relaciones entre los gobiernos y los ciudadanos, 

 y sobre la tutela de los derechos fundamentales que hubiesen debido 
representar el punto de convergencia de las tradiciones culturales de los 

Estados miembros a través del reconocimiento jurídico de la Carta de 

Niza en el Tratado de Lisboa. No hay duda que la política económica 
todavía es funcional para la tutela de los derechos y para la promoción 

de los valores comunes en que los que la Unión se reconoce, y no debe 

ponerse como impedimento para la garantía de los mismos. Ahora que 

estamos delante de un momento histórico en el que la adhesión a los 
valores comunes parece sujeto a los rígidos esquemas de la economía y 
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de la finanza pública, se hace aún más necesario reconsiderar el futuro 

de Europa en el actual y reformado contexto de governance europea. 

 

Abstract in English 

The process of European integration developed since the beginning 

following economic co-operation. Recently, slump accelerated support to 

a unique social-model market, according to which economic 
development had to be guaranteed after free trade and social justice 

guaranteed by the State.However, the events related to the bad 

economic and political environments show as the present slump has 
taken a deconstructive function of the process of integration referring to 

a different articulation of the market structures. This trend has many 

implications in relationship between rulers and ruled and in protection 
of fundamental rights that should be the convergence point of the 

cultural traditions of the EU States through legal acknowledgement of 

the Charter of Fundamental Rights of the European Union contained in 

the Treaty of Lisbon.There is no doubt that economic politic is essential 
to guarantee fundamental rights and the promotion of common values 

in which European Union believes and it should not act as obstacle to 

themselves.Now we are facing a historical period in which the 
adherence to common values seems to submit to the rigid framework of 

the economy and public finance; it is necessary to reconsider the future 

of Europe in the present and reformed context of European new 
governance. 
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Abstract in italiano 

OLTRE LE “FORME DI GOVERNO”. APPUNTI IN MATERIA DI “ASSETTI 
DI ORGANIZZAZIONE COSTITUZIONALE” DELL’UNIONE EUROPEA 
Nella tradizione dogmatica italiana, l’espressione “forma di governo” 
indica il complesso di norme relative alla allocazione dei poteri fra i 

diversi rami dell’apparato organizzativo statale e, più in generale, i 
rapporti fra tali organi. Può questa nozione essere applicata al contesto 

dell’Unione europea? Può l’Unione europea essere annoverata fra le 

forme di governo parlamentari? Oppure la U.E. sta diventando più 
simile allo schema di un “separation of power system” sul modello della 
democrazia composita statunitense? 

Alla luce del dibattito sul “problema dei concetti” nel diritto 
costituzionale europeo, il paper si propone di seguire un percorso 
diverso rispetto all’impostazione metodologica che fa da sfondo a queste 
domande. Secondo la tesi che si intende sostenere, non 

necessariamente è l’assetto istituzionale della U.E. a dover essere 
ripensato sulla base delle “vecchie” categorie costituzionalistiche di 
origine statuale, ma semmai è l’apparato concettuale degli stati membri 
ad incontrare nel processo di integrazione uno straordinario e decisivo 
fattore di attualizzazione. 
 

Resumen en español 

Más allá DE LA “FORMA DE GOBIERNO”. APUNTES en materia de 
“configuraciones de ORGANIZACIÓN CONSTITUCIONAL” DE LA UNIÓN 
EUROPEA” 

En la tradición dogmática italiana, la expresión “forma de gobierno” 
indica el complejxo de normas en materia de distribución de poderes 

entre órganos constitucionales y, más en general, las relaciones entre 

estos órganos. ¿Es esta noción aplicable al contexto de la Unión 
Europea? ¿Es la U.E. una forma de gobierno parlamentaria? ¿O es más 

similar al modelo de “separation of power system” característico de la 
“democracia compuesta” de los Estados Unidos? 

A la luz del debate sobre el “problema de los conceptos” en la Unión 
Europea, el trabajo trata de invertir el punto de vista metodológico 

desde el que se plantean estas preguntas. En este sentido, no 

necesariamente es el sistema institucional de la Unión europea a deber 
ser repensado a través de las “viejas” categorías constitucionales de 
derivación estatales. Al contrario, es el aparato conceptúale de lo 

estados miembros a encontrar en el proceso de integración un 
extraordinario y decisivo factor de actualización. 

Abstract in English 

BEYOND THE “FORMS OF GOVERNMENT”. NOTE ABOUT THE U.E. 
“DINAMYCS OF CONSTITUTIONAL ORGANIZATION” 
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In the Italian legal tradition, the expression “forms of government” 
(“forme di governo”) refers to the set of rules concerning the distribution 
of power among the branches of government and, more in general, the 
relationships between constitutional bodies. Is this notion applicable 

within the context of European Union? Is E.U. a parliamentary system? 

Or E.U. is more similar at the model of “separation of power system” 
proper to “compound democracy” of United States? 
In the light of the discussion about the “problem of the concepts” in the 

European constitutional law, the paper tries to overturn this 

methodological perspective. In this framework, it is not necessary 
rethink the institutional structure of E.U. on the basis of the “old” 
domestic categories. On the contrary, the conceptual background of the 

member states meets in the integration process an important and 
decisive factor of bringing-up-to date. 
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Resumen en español 

LOS EFECTOS SECUNDARIOS DE LA CRISIS ECONÓMICA SOBRE 

LAS INSTITUCIONES EUROPEAS 
El presente estudio parte de la idea de que las consecuencias de la 

crisis económica van más allá de la mera vertiente financiera y 

presupuestaria, afectando a las bases “constitucionales” de la Unión 
Europea. 

La gestión de la respuesta a la crisis, en efecto, ha tenido algunos 

efectos secundarios de gran calado, que han modificado, al menos de 
facto, el “decision-making process” empleado para aprobar las medidas 
normativas necesarias (a) y el equilibrio inter-institucional dentro de la 

misma Unión (b). 

En el análisis de ambos fenómenos se hace referencia a ejemplos 
específicos para intentar demostrar en qué momentos concretos se ha 

sorteado el proceso decisorio legalmente establecido y cuáles son los 

actores que han visto su papel incrementado o disminuido. 
El examen de estos elementos es el fundamento de unas conclusiones 

relativas a los retos de futuro de la UE, que tendrá que repensar su 

propio marco institucional y legal a la luz de esta reciente experiencia.  
 

 

Abstract in italiano 

GLI EFFETTI COLLATERALI DELLA CRISI ECONOMICA SULLE 

ISTITUZIONI EUROPEE 
Il presente studio parte dalla premessa che le conseguenze della crisis 

economica vanno al di là degli aspetti meramente finanziari e di 

bilancio, poiché incidono sulle basi “costituzionali” dell’Unione europea. 
La gestione della risposta alla crisi, infatti, ha avuto alcuni effetti 

secondari notevoli, che hanno modificato, per lo meno de facto, il 

“decision-making process” usato per approvare le misure normative 
necessarie (a) e l’equilibrio inter-istituzionale all’interno dell’Unione 
medesima (b). 

Nell’analisi di entrambi questi fenomeni, si fa riferimento a esempi 
specifici per cercare di dimostrare in quali occasioni il procedimento 
decisionale è stato bypassato e quali sono gli attori il cui ruolo si è visto 

rafforzato o indebolito.  

L’esame di tali elementi è il fondamento delle conclusioni sulle sfide 
future dell’UE, che dovrà ripensare il proprio quadro istituzionale e 
normativo alla luce di questa recente esperienza. 
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Abstract in English 

THE SIDE EFFECTS OF THE FINANCIAL CRISIS ON EUROPEAN 

INSTITUTIONS 
This study is based on the premise that the consequences of the 

economic crisis go beyond the purely financial and budgetary aspects, 

affecting the “constitutional” roots of the European Union. 
The response to the crisis, in fact, has had some side effects that 

changed, at least de facto, the decision -making process used to pass 

the necessary regulatory measures (a) and affected the balance among 
Institutions of the EU also (b). 

When analyzing both phenomena, the author focuses on specific 

examples in order to explain in which moments the legal decision-

making process was bypassed and which actors have increased or 
decreased their importance within the system. 

These elements are the basis of the conclusions about the future 

challenges of the EU, since it is supposed to reshape its institutional 
and legal framework in the light of this recent experience. 
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El fin de salvar la moneda única (o de evitar que el número de países que la 

usan disminuya), entonces, ha sido la palanca para el incremento exponencial de 

protagonismo del BCE en al menos dos direcciones: a) como prestamista de última (¡o 

única!) instancia para los Bancos de la Eurozona; b) como prestamista indirecto de 

última instancia para los Estados pertenecientes a la Eurozona mediante la reducción 

del precio del dinero y la compra de deuda18. 

El nuevo protagonismo cobrado por el BCE en el ámbito financiero ha 

determinado un giro en su forma de relacionarse con los Estados. Resulta esclarecedor 

al respecto el contenido de la carta que J.C. Trichet y Mario Draghi, presidente saliente 

y entrante del BCE, enviaron al entonces primer ministro italiano en agosto de 2011. Se 

trataba de una comunicación no oficial que empero se filtró a la prensa y fue 

finalmente publicada en uno de los principales periódicos nacionales19. Aun 

reconociendo los esfuerzos que el país había hecho hasta la fecha, se le pedía al 

gobierno que adoptase medidas concretas para alcanzar tres objetivos: crecimiento; 

sostenibilidad de las finanzas públicas; reformas del sector público. Lejos de dar 

indicaciones genéricas, los remitentes daban pautas muy específicas al ejecutivo 

italiano, como las reformas del sistema de negociación colectiva, del sistema de 

pensiones o de los controles sobre el gasto de los entes territoriales. Por no hablar de 

la supresión de las provincias. Además, se recomendaba el empleo de decretos-leyes 

para asegurar respuestas rápidas con posterior convalidación parlamentaria (¡antes de 

septiembre de 2011!) y la aprobación de una reforma constitucional sobre el tema 

fiscal. 

La carta representaba así una especie de camino hacia la salvación de la 

economía nacional, enviada de los titulares de un órgano técnico al presidente del 

gobierno de un Estado miembro de la Eurozona que ni siquiera había solicitado rescate 

o ayuda financiera. Aunque se compartan varias o muchas de las reformas propuestas, 

sigue siendo imposible para un jurista avalar esta actuación del BCE, que en realidad 

tampoco intervino como tal. Está claro que los medios informales son más rápidos y 

                                                             
18

 MENÉNDEZ 2014, p. 129 ss. 
19 Véase el Corriere della sera del 29 de septiembre de 2011. 
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Abstract in italiano 

Secondo una rappresentazione diffusa in dottrina, l’Europa, pur avendo 

abbandonato presto le suggestioni rivoluzionarie del federalismo 
europeo e pur non avendo mai optato per l’adozione di un’autentica 
costituzione normativa, si sarebbe progressivamente dotata di un 

quadro istituzionale sovranazionale che, in una certa misura, attua in 
conformità con i valori fondamentali del federalismo e del 

costituzionalismo liberale: attraverso il prezioso lavoro diplomatico di 

queste innovative istituzioni, il vecchio continente sarebbe riuscito a 
trovare un Sonderweg (letteralmente una via speciale) in cui trovano 

piena realizzazione sia l’obiettivo di controllare il potere politico, sia 
l’obiettivo di far convivere la creazione di un centro decisionale federale 
con la persistente autonomia degli stati nazionali. A giudizio dei 
sostenitori di questa lettura eurottimista, la fortunatissima formula 

istituzionale europea avrebbe anche una serie di ulteriori e 

importantissimi benefici: avendo eliminato decisori di ultima istanza e 
Grundnorm e avendo di fatto neutralizzato il principio di sovranità, essa 

ha abbandonato le autoritarie soluzioni dello ius publicum europaeum 

e, per evitare l’implosione del processo, ha costretto gli attori in gioco ad 
adottare un codice comportamentale essenzialmente basato sul dialogo 

e sulla tolleranza costituzionale. Questa atipicità del processo di 

integrazione avrebbe poi una serie di ricadute ulteriori sul piano della 
tutela dei diritti fondamentali, della stabilità politica, dell’affermazione 
del principio di laicità, della stessa avanzata del processo di 

integrazione e sul benessere dei popoli europei. Con l’intento di 
verificare quanto di questa autorevole ricostruzione sia ancora 
sostenibile nello scenario dell’attuale crisi economica, il presente 
contributo prenderà in considerazione gli eventi accaduti in relazione 

all’adozione della nuova Costituzione ungherese. In particolare, preso 
atto del fatto che questo caso smentisce clamorosamente le promesse 

del nuovo costituzionalismo europeo, si cercherà di sostenere che la 

scelta di perseverare con l’attuale forma politico-istituzionale mette a 
rischio la stabilità politica dell’Europa e può spianare la via ad una 
nuova stagione di degenerazioni populistiche. 
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Resumen en español 

Según una representación muy difundida en doctrina, Europa, incluso 

habiendo abandonado pronto las sugestiones revolucionarias del 
federalismo europeo e incluso sin haber adoptado  una auténtica 

constitución normativa,  se habría dotado progresivamente de un 

cuadro institucional supranacional que, en cierta medida, actúa de 
conformidad con los valores fundamentales del federalismo y del 

constitucionalismo liberal: a través del preciado trabajo diplomático de 

estas instituciones, el viejo continente había sido capaz de encontrar un 
Sonderweg (literalmente una vía especial) en el que se realizan 

plenamente tanto el objetivo de controlar el poder político como el 

objetivo de hacer convivir la creación de un centro decisorio federal con 

la persistente autonomía de los estados nacionales. A juicio de los 
partidarios de esta lectura europtimista, la afortunada fórmula 

institucional europea tendría importantes beneficios: al haberse 

eliminado una instancia decisoria de última instancia y al haberse 
neutralizado el principio de soberanía, también abandona soluciones 

autoritarias del ius publicum europaeum y, para evitar la implosión del 

proceso, ha obligado a los actores en juego a adoptar un código de 
comportamiento esencialmente basado en el diálogo y la tolerancia 

constitucional. Esta atipicidad del proceso de integración influiría 

posteriormente sobre el plano de la tutela de los derechos 
fundamentales, de la estabilidad política, de la afirmación del principio 

de laicidad, sobre el propio avance del proceso de integración y sobre el 

bienestar de los pueblos europeos. Con la intención de verificar cuánto 

de estas reconstrucciones sea aun sostenible en el escenario de la 
actual crisis económica, el presente trabajo tomará en consideración los 

eventos acaecidos en relación a la adopción de la nueva Constitución 

húngara. En particular, tomando en cuenta que este hecho desmiente 
clamorosamente las promesas del nuevo constitucionalismo europeo, se 

tratará de sostener que el intento de perseverar en esta fórmula político-

institucional pone en riesgo la estabilidad política de Europa y puede 
preparar el terreno hacia una nueva estación de degeneración 

populista. 
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Abstract in English 

It has been suggested that, Europe, having abandoned the rather 

revolutionary suggestions of European federalism and having not 
adopted authentic Constitution norms, has progressively provided itself 

with a supranational institutional framework that to a certain extent 

acts in accordance with the fundamental values of federalism and 
Constitutional liberalism. Due to the work of these innovative 

institutions the Old Continent is, then, seen as having decided on a 

Sonderweg, or special way, in which the objectives of political control 
and the creation of a central decision making authority have, 

nevertheless, been reached. According to supporters of this 

Euoroptimistic position, this rather unlikely European institutional 

formula has yet further important benefits. Due to the fact of having 
eliminated final decision making actors and Grundnorm and of 

neutralising the principle of Sovreignty, it will have abandoned the 

authoritarian solution of ius pubblicum europaeum, and in order to 
avoid the implosion of the process, it has obbliged the relevant parties 

to adopt a behaviuoral code that is essentially based on dialogue and 

constitutional tollerance. This atypicalness within the process of 
integration would then have futher consequences within the field of 

human rights, political stabilityand lay principles  as part of a process 

of integration and wellbeing of European people.  In order to verify the 
reliability of this reconstruction within the current economic crisis, the 

events connected to the adoption of the new Hungarian Constitution 

inevitably play an important role. In particular, in consideration of the 

fact that this case categorically refutes the promises of a new European 
constitutuionalism, it seems clear that the choice to persevere with the 

present political and instiutional apparatus is putting at risk European 

political stability and may well lead the way to a new popularistic form 
of political degeneration. 
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Abstract in English 

ECLIPSE OF THE GOLDEN DAWN. THE CONSTITUTIONAL 

CONUNDRUM OF THE CASE AGAINST THE GREEK NEO-NAZIS 
Over the course of the last year Greek judicial authorities have 

launched an investigation into the activities of the far-right Golden 

Dawn party, leading to the imprisonment of several of its elected 
deputies but no outright ban on the party so far. This case is 

unprecedented in Modern Greek history; its nearest equivalent was the 

illegalization of the Greek Communist Party after the civil war (which 
took place, however, under very different circumstances). The impact of 

the financial crisis on Greek society and politics has been amply 

discussed in the media and in academic literature. This paper focuses 

on the particular challenges that Greek authorities faced with regard to 
Golden Dawn, considering that neither the constitution nor the law on 

political parties contain provisions for the closing down of parties. 

Widespread condemnation of Golden Dawn’s hate rhetoric and criminal 
behavior has helped produce large parliamentary majorities in favor of 

lifting the immunity of the party’s deputies. Nevertheless, dissenting 
voices from both left and right have questioned the legality of the 
process, its wider impact on Greek democracy, and the constitutional 

repercussions of a reduced-size parliament having to vote on externally 

imposed austerity measures. 

 

Resumen en español 

EL ECLIPSE DE AMANECER DORADO. EL ENIGMA CONSTITUCIONAL 

DEL CASO CONTRA LOS NEO-NAZIS GRIEGOS 
A lo largo del año pasado las autoridades judiciales griegas pusieron en 

marcha una investigación sobre las actividades del partido de extrema 

derecha Amanecer Dorado, que dio lugar a la detención de varios de sus 
diputados electos, pero sin que el partido en sí fuese ilegalizado hasta la 

fecha. Se trata de un caso sin precedentes en la historia griega 

moderna; su equivalente más cercano fue la ilegalización del Partido 
Comunista después de la guerra civil (que sin embargo se llevó a cabo 

bajo circunstancias muy diferentes). El impacto de la crisis financiera 

en la sociedad y en la política griega ha sido discutido tanto en el 
mundo mediático como en el académico. El presente trabajo se centra 

en los desafíos extraordinarios a los que las autoridades griegas se han 

enfrentado en el caso del Amanecer Dorado, pues ni la Constitución ni 

la Ley de Partidos Políticos regulan la ilegalización de partidos. La 
reprobación generalizada hacia la retórica de odio del partido y su 

conducta criminal ha contribuido a alcanzar amplias mayorías 

parlamentarias a favor de levantar la inmunidad de sus diputados. Sin 
embargo, voces disidentes, tanto de izquierda como de derecha, han 

cuestionado la legalidad del proceso, a la luz del impacto que ha tenido 
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sobre la democracia y de las repercusiones constitucionales que 

conlleva un parlamento de tamaño reducido, obligado a aprobar 

medidas de austeridad impuestas desde el exterior. 

 

Abstract in italiano 

L’ECLISSI DI ALBA DORATA. L’ENIGMA COSTITUZIONALE DELLA 
GIURISPRUDENZA SUI NEONAZISTI GRECI  
L’anno scorso le autorità giudiziarie greche hanno avviato un’indagine 
sulle attività del partito di estrema destra Alba Dorata; tale indagine ha 

portato all’arresto di molti dei suoi deputati, ma non a un divieto 
assoluto, almeno fino ad ora. Questa vicenda non ha precedenti nella 

storia greca moderna; il caso che più le si avvicina fu la proibizione del 

Partito Comunista dopo la guerra civile (che ha avuto luogo, comunque, 
in circostanze molto diverse). L’impatto della crisi finanziaria sulla 

società greca e sulla politica è stato ampiamente discusso in dottrina e 

sui mezzi di comunicazione. Questo lavoro si concentra sulle peculiari 
sfide che le autorità greche hanno affrontato nell’esaminare la condotta 
di Alba Dorata, considerando che né la Costituzione né la Legge sui 

Partiti Politici contengono disposizioni sull’illegalizzazione dei partiti. La 

diffusa disapprovazione per il discorso dell’odio e le condotte criminali 
del partito hanno facilitato la creazione di nette maggioranze 

parlamentari favorevoli a revocare l’immunità dei deputati di Alba 

Dorata. Va detto, tuttavia, che alcune voci fuori dal coro, sia di destra 
che di sinistra, hanno messo in dubbio la legalità del processo, tenendo 

conto del suo impatto sulla democrazia greca e delle conseguenze 

costituzionali di un parlamento di dimensioni ridotte che deve votare le 
misure di austerità imposte dall’esterno. 
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Figure 1: Total vote share of parties of the Greek far right (1994, 1999, 2004, 2009 

and 2014 European elections; 1996, 2000, 2002, 2007, and 2012 national elections) 

 

 

Figure 2: Greek far right vote share by party (elections as in Figure 1 above) 
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Abstract in English 

DIRECT DEMOCRACY AND THE PROHIBITION OF THE BINDING 

MANDATE 
Parties and unions are grounded on the concept of representation. 

However, historically political representation has not always been 

expressed by them. Indeed, the experience of the first parliaments 
shows that the rule was the binding of the mandate. Basically, the 

representative's activity was limited to an oral exposure of the content of 

the cahiers de doléances prepared by the constituency that elected him. 
During the French Revolution the binding mandate was an issue to 

discuss. During the drafting of the Constitution of 1793, Robespierre 

questioned the liability of representatives and public officials towards 

the “sovereign people” with his famous speech “On the constitution and 
representative government”.The Jacobins immediately realized that once 
the political autonomy of the representatives has been guaranteed, the 

accountability of the mandate was lacking and consequently the 
political essence of the connection between the representative and the 

represented should be enhanced. Following Rousseau's theories, 

Robespierre argued that popular sovereignity could not be represented: 
"The domain of the people only lasts a day" and, in any case, "its 

delegates are corruptible". This awareness causes the fall of the illusion 

that the will of the absent (the represented) can find immediate 
expression in those who are present (the representative). This leads to 

the necessary debate on how to maintain communication between 

voters and elected officials. Even more than two hundred years later, 

these criticisms have not lost their relevance and, as then, methods of 
 participation and control of the representatives by the governed must 

still be provided in many legal systems. 

This abstract analyzes the idea proposed by the Five Star Movement, 
that is a political party represented in both the Italian Parliament and 

in the European Parliament. This idea would consider the prohibition of 

the binding mandate as  the key for a possible choice to face the 
irresponsibility of MPs in political life against laxity and corruption. 
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Resumen en español 

LA DEMOCRACIA DIRECTA Y LA PROHIBICIÓN DEL MANDATO 

IMPERATIVO  
Los partidos y los sindicatos están construidos sobre el concepto de 

representación. Sin embargo, históricamente la representación política 

no siempre se ha expresado a través de los partidos políticos. De hecho, 
la experiencia de los primeros parlamentos era la existencia del 

mandato imperativo que vinculaba a aquellos llamados a representar a 

los grupos, comunidades o partes del territorio. Es la Revolución 
Francesa la que introduce la prohibición del mandato imperativo. Sin 

embargo, aún durante los trabajos preparatorios de la Constitución de 

1793, Robespierre planteó la cuestión de la responsabilidad de los 

representantes y funcionarios públicos en contraposición con el "pueblo 
soberano" con su famoso discurso "Sobre la constitución y el gobierno 

representativo". Los jacobinos se dieron cuenta pronto de que una vez 

que la autonomía política de los representantes se ha garantizado, la 
rendición de cuentas del mandato era escaso y en consecuencia, la 

esencia política de la conexión entre representante y representado debía 

ser mejorada. Siguiendo las teorías de Rousseau, Robespierre 
argumentó que la soberanía popular no puede ser representada: "El 

dominio del pueblo sólo dura un día", y en cualquier caso "sus 

delegados son corruptibles". Esta toma de conciencia implica el fin de la 
ilusión de que la voluntad de los ausentes (los representados) podía 

encontrar una expresión inmediata en aquellos que están presentes (los 

representantes). Esto nos lleva al esencial debate sobre cómo mantener 

la conexión entre los votantes y los cargos electos. Incluso después de 
más de doscientos años, estas críticas no han perdido su actualidad y, 

como entonces, se discuten los métodos de participación y control por 

parte de los gobernados sobre los representantes.  
Este trabajo analiza la idea propuesta por el Movimiento Cinco 

Estrellas, que es un peculiar partido político representado tanto en el 

Parlamento Italiano, como en el Parlamento Europeo, y que considera la 
prohibición del mandato imperativo como clave de la irresponsabilidad 

de los diputados en la vida política y por tanto en la lucha contra la 

laxitud y la corrupción.  
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Abstract in italiano 

LA DEMOCRAZIA DIRETTA E IL DIVIETO DEL VINCOLO DI MANDATO. 

Sulla rappresentanza si costruiscono le fondamenta di partiti e 
sindacati. La rappresentanza politica non sempre è stata espressa dai 

partiti, infatti nell’esperienza dei primi parlamenti la regola era quella 

della vincolatività del mandato scritto conferito a chi era chiamato a 
parteciparvi in rappresentanza di ceti, comunità o parti di territorio. È 

con la Rivoluzione Francese, che venne stabilita la regola del divieto di 

mandato imperativo. Tuttavia durante i lavori per la Costituzione del 
1793 Robespierre pose la questione sulla responsabilità dei 

rappresentanti e dei funzionari pubblici nei confronti del “popolo 
sovrano”. I giacobini si resero conto per primi che una volta garantita 
l'autonomia politica dell'organo rappresentativo veniva meno 
l'assolutezza e l'astrattezza del mandato, concentrando l'essenza del 

ruolo politico tra rappresentante e rappresentati. Robespierre, al 

contrario, sosteneva che la sovranità popolare non potesse essere 
rappresentata. “Il dominio del popolo dura un giorno solo” e, in ogni 
caso, “i suoi delegati sono corruttibili”. Questa presa di coscienza 
provoca la caduta dell'illusione “che la volontà dell’assente (il 
rappresentato) possa trovare immediata espressione in chi è invece 

presente (il rappresentante)”.Ciò determina la necessaria riflessione su 
come mantenere costante la comunicazione tra elettori ed eletti, infatti 
seppure a più di duecento anni di distanza, tali critiche non hanno 

perduto la loro attualità e, come allora, si invocano strumenti di 

partecipazione e controllo da parte dei governati nei confronti dei 

governanti. In tale contesto questo abstract propone l'idea di analizzare 
il contributo costruttivo a siffatto dibattito proposto dal Movimento 

Cinque Stelle, peculiare partito politico che esprime rappresentanti sia 

nel Parlamento italiano sia nel Parlamento europeo e che considera il 
divieto di mandato imperativo come perno dell'irresponsabilità politica e 

quindi possibile fautore di lassismo e corruzione. 
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Sumario: 

1. “Nuovi elementi essenziali”, ultimo approdo di un articolato itinerario 

concettuale. 

2. Alle radici della “essenzialità”: “difficile conciliabilità” e “sensibilità 
della materia”. 

3. Da “oggettivo-soggettivo” a “statico-dinamico”: la dottrina 
dell'essenzialità al confine della sedimentazione delle norme sulla 
normazione. 
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Abstract in italiano 

Il concetto di essenzialità, criterio per la tassonomia degli atti giuridici 

europei e schema della divisione dei poteri tra istituzioni della 
costellazione post-nazionale 

Il ventaglio di relazioni tra atti giuridici dell'UE nel dopo-Lisbona pare 

dischiudersi in una foggia incerta, che ben rispecchia l'incerta vicenda 
delle relazioni fra centri di pubblico potere nello spazio europeo. Mercé 

l'esame dell'istituto della delega, sul filo della sua evoluzione storica, se 

ne propone una classificazione imperniata sulla nozione di “nuovi 
elementi essenziali”, che sembra poterne descrivere esaustivamente le 

numerose variabili. Il concetto di essenzialità che da tale nozione si 

evince segue la traiettoria dell'equilibrio istituzionale, di cui volta per 

volta i soggetti della normazione dibattono la formula, e si pone a 
criterio ordinatore di un sistema delle fonti costruito dall'ottica dei 

destinatari e non da quella dei decisori. Inverandosi nel rapporto fra 

continuità logico-semantica tra atti – sicché l'uno possa dirsi esecuzione 
dell'altro – ed invasività percepita dai soggetti medesimi – istituzioni e 

dunque rappresentati – con riguardo alle proprie sfere protette, tale 

concetto si colloca alla sorgente delle norme sulla normazione, che 
generano, con lo scorrere del traffico giuridico, dagli elementi qualificati 

come essenziali. Collocandosi in una temperie culturale rinnovata 

dall'anelito sovranazionale, l'essenzialità rivela l'orizzonte di senso che 
avvince il giurista nella comprensione del sistema delle fonti, dibattuto 

tra il formalismo positivista della Allgemeine Staatslehre e le strutturali 

aperture cui un ordinamento pluralista e policentrico deve la propria 

identità teorica e la propria fattuale sopravvivenza. 
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Resumen en español 

El concepto de esencialidad, clave para la sistematización de los actos 

jurídicos de la Unión a la luz de la “separación de poderes” entre las 
instituciones de la constelación post-nacional 

Tras el Tratado de Lisboa, la taxonomía de los actos jurídicos de la 

Unión se inspira en parámetros distintos; algunos siguen la trayectoria 
del derecho comunitario e internacional, otros se fundamentan en la 

doctrina del derecho constitucional. El análisis de los actos delegados 

(art. 290 TFUE) nos permite investigar el concepto de esencialidad, 
expresado por la noción de nuevos elementos esenciales; es decir, 

aquellas partes de una disciplina concreta que el Tratado reserva al 

acto legislativo. Mediante dicho concepto, el ordenamiento de la Unión 

describe la relación entre continuidad (referida a las posibles 
interpretaciones del acto delegante respecto al acto delegado, para que 

el uno sea ejecución del otro) e invasividad de las normas en cuestión 

(referida a la percepciòn de los destinatarios – las instituciones, ergo los 
ciudadanos europeos a través de los principios representativos – con 

respecto a dichas normas). “Nuevos elementos esenciales” son aquellas 
normas que, por su naturaleza y por los ámbitos materiales que 
regulan, los agentes de la producciòn jurìdica perciben como “sensibles” 
en relación a la distancia hermenéutica entre la norma de ejecución y la 

de delegación. En el supuesto de que el acto delegado regule unos 
puntos demasiado “sensibles” respecto al margen entre los significados 
atribuidos a las normas respectivas, éste sería ilegítimo. Para fortalecer 

su legitimidad, estos puntos deben de ser regulados en una etapa de 

dicha producciòn que ofrezca màs garantìas de inclusiòn de los 
distintos intereses en juego. Aunque se trata de una evaluación 

subjetiva, su “objetividad” está en el espacio de mutual libertad que las 
instituciones reconocen la una a la otra, de manera que cada una de 
estas pueda aportar sus argumentos según las reglas específicas de 

cada etapa y defender sus puntos “esenciales” conforme a sus propias 
finalidades polìticas. Una vez que ciertos puntos de una determinada 
disciplina hayan sido aceptados como esenciales en virtud del recíproco 

consenso de las instituciones, esta cualidad queda establecida en una 

meta-norma, que se dirige a los agentes de la producción jurídica. En 
ciertos casos, el cumplimiento de la meta-norma podría también 

realizarse por una acción jurisdiccional planteada por determinados 

particulares. Al surgir de una meta-norma, el vicio de ultra vires se 

convirte en violación de ley, es decir, de la meta-norma correspondiente, 
que procede de los elementos esenciales. Este concepto delimita por 

tanto el horizonte confuso que en la diatriba inter-institucional separa 

los argumentos políticos de aquellos jurídicos, que sólo pueden ser 
rechazados al precio de la substancial no-aplicación del “derecho” 
previgente. Ya que el sistema de las fuentes que se origine de este 

concepto tiene en primaria consideración la perspectiva de los 
destinatarios de la norma, la esencialidad permite descubrir un 
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perjuicio implícito, aunque común, en favor de un modelo monista, 

estado-céntrico de la producción jurídica, que – a pesar de su 

anacronismo hasta en derecho estatal – tal vez influencie bajo el perfìl 
gnoseológico la capacidad de análisis del jurista contemporáneo frente a 

un ordenamiento poli-céntrico. 
 

Abstract in English 

The Concept of Essentiality: a criterion for the systematic 

understanding of the EU legal acts in the light of a “separation of 
powers” among the institutions of the post-national Constellation 
A refreshed taxonomy of EU legal acts has been provided for in the 

Treaty of Lisbon, albeit of an ambivalent nature. A few terms of 

constitutional ancestry have survived the “de-constitutionalisation” 
pursued in the aftermaths of the French-Dutch no to the Constitutional 
Treaty. By means of a thorough analysis of the delegated acts (Art. 290 

TFEU) a systematic understanding of the EU legal acts is attempted in 

the light of the EU law evolution. The locution “new essential elements” 
emerges as the expression of the concept of “essentiality”. In this paper, 
it will be argued that such concept is based on the relationship between 

logical-semantic continuity from the basic to the delegated act and 
perceived invasivity of the to-be-adopted discipline vis-à-vis the 

institutions (i.e. the European citizens, by virtue of the representative 

principles) that will have to abide by it. All actors of the lawmaking are 
allowed to bring their own arguments for the individuation of the 

essential elements and objectivity is guaranteed by the plurality of 

orderly voices competing in each stage of the law production. In this 

vein, essentiality is the source of meta-norms and the criterion for a 
comprehensive understanding of the EU legal acts as a system. Being 

debated in the multilateral legislative bargaining as a part of the 

substantive discipline, essentiality polices the blurred line between 
political arguments that the institutions bring to the debate and 

juridificated ones, which have been recognised as such – in case, by 

means of appropriate codification – consist in established practices and 
can only be overturned at the price of a substantial non-application of 

the relevant “law”. As the system it draws is construed from the angle of 
the rule-followers, essentiality also helps uncover the implicit bias in 
favour of a State-based understanding of the lawmaking – inspired to 

formalistic legal positivism – whose theoretical and de facto postulates 

are severely questioned even in domestic constitutional law. 
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Resumen en español 

LAS MINORÍAS ÉTNICAS Y NACIONALES EN EL PROCESO DE 

AMPLIACIÓN Y CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA 
El proceso de ampliación de la Unión Europea hacia la Europa del Este 

ha sido largo y costoso. Muchos han sido los retos a los que ha sido 

necesario enfrentarse. Entre ellos, se encuentra la difícil cuestión de las 
minorías étnicas y nacionales de los Estados que se han incorporado o 

están en vías de incorporación al entramado institucional y 

geoestratégico de la Unión. Se trata de un asunto fundamental no sólo 
para los países recién incorporados o todavía candidatos de la Europa 

Central y Oriental (ECO), sino también para el conjunto de los Estados 

miembros. 

Las características de la ECO, con sociedades multiétnicas y 
plurinacionales junto con una galopante crisis económica, han hecho 

que el proceso de cambio político fuera mucho más complejo que el que 

tuvo lugar en el Sur de Europa. Su enorme esfuerzo por incorporar los 
modelos de democracia liberal vigentes en la Europa denominada 

“occidental”, con el fin de acelerar su proceso de integración en las 
instituciones europeas, no ha dado los frutos esperados al no ser 
tratados en igualdad de condiciones.  En este sentido, un análisis 

detallado confirma que la primera fase de adhesiones estuvo reservada 

a aquellos países que presentaban un menor número de problemas 
relacionados con minorías nacionales en sus fronteras; aquéllos que, en 

apariencia, han alcanzado unos mayores niveles de desarrollo 

económico y una mayor homogeneidad étnico-nacional con relación al 

resto. 
Por ello, en pleno proceso de constitucionalización europea, los nuevos 

retos de la Unión no serán únicamente los que marcarán las directrices 

de la estrategia de Lisboa. Será necesario que, en su transcurso, se den 
pasos de gigante –reales y constatables- para hacer viable la Europa de 

las Regiones. Sólo en este sentido, podremos afirmar que la Unión vela 

por una defensa real de los derechos de las minorías presentes en sus 
territorios. Veamos si su análisis, a través de la evolución que se ha 

producido en las décadas más recientes, nos puede ayudar a detectar 

las claves de este proceso. 
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Abstract in italiano 

LE MINORANZE ETNICHE E NAZIONALI NEL PROCESSO DI 

ALLARGAMENTO E COSTITUZIONALIZZAZIONE DELL’UNIONE 
EUROPEA 

L’allargamento dell’Unione Europea verso gli Stati dell’Est può 
considerarsi lungo e faticoso. Sono state molte le sfide da affrontare. Tra 
queste, si segnala la difficile condizione delle minoranze etniche e 

nazionali di questi Stati che già fanno parte o sono in procinto di 

entrare nella struttura istituzionale e geo-strategica dell’Unione. Si 
tratta di una questione cruciale sia per i Paesi di recente ingresso, sia 

per quelle zone “candidate” dell’Europa centrale e orientale (ECO), sia 
per l’intero gruppo degli Stati membri. 

Le caratteristiche degli Stati afferenti all’ECO, con società multietniche 
e plurinazionali, in virtù dell’incalzante crisi economica, hanno generato 
un processo di cambiamento politico molto più complicato di quello 

avvenuto nel sud d’Europa. L’enorme sforzo di questi ordinamenti 
nell’assorbire i modelli di democrazia liberale provenienti dai territori 
“occidentali”, al fine di accelerare il processo di integrazione con le 

istituzioni europee, non ha generato i risultati attesi e non ha 
consentito una parità di trattamento. A tal proposito, un analisi 

dettagliata conferma che la prima fase  di adesione all’UE è stata 
consentita solo per quei Paesi che riscontravano un minor numero di 
problematiche circa la condizione delle minoranze etniche presenti sul 

proprio territorio; questi sono coloro i quali hanno raggiunto, 

apparentemente, un maggiore livello di sviluppo economico ed una 

migliore omogeneità etnico-nazionale, rispetto alle altre realtà. 
Per questo motivo, in questo panorama di costituzionalizzazione 

dell’Europa, le nuove sfide dell’Unione Europea non saranno solo quelle 
indicate dalla strategia di Lisbona. Sarà necessario, all’interno di questo 
contesto, intraprendere passi da gigante - reali e tangibili -  perché sia 

possibile una Europa delle Regioni. Solo in questo modo, possiamo 

affermare che l’Unione europea agisce realmente in difesa dei diritti 
delle minoranze presenti sul suo territorio. Questa analisi, che descrive 

l’evoluzione degli ultimi decenni, può essere d’ausilio per comprendere 
le caratteristiche principali di questo processo. 
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Abstract in English 

THE NATIONAL AND ETHNIC MINORITIES IN THE EUROPEAN UNION 

ENLARGEMENT AND CONSTITUTIONALIZATION PROCESS 
The enlargement process of the European Union towards Eastern 

Europe has been long and difficult. There have been many challenges 

that we need to confront. Among which we can find the difficult 
question of ethnic and national minorities. Especially in States that 

have been or are in the process of incorporation into the EU 

institutional framework and geo-strategic space. This matter is very 
important not only for new member States and Central and East 

European candidate countries, but also for the whole EU Member 

States.  

The characteristics of this candidate countries, with multi-ethnic and 
multinational societies -with a galloping financial crisis- have made that 

the process of political change was much more complex to that it took 

place in the South of Europe. They have made an enormous effort to 
incorporate existing models of liberal democracy in the so-called 

"Western" Europe to accelerate its process of integration into the 

European institutions. However, it has not given the expected results 
because they have not been treated on equal terms.  In this sense, a 

detailed analysis confirms that the first phase of adhesions was 

reserved for those countries that had fewer problems related to national 

minorities within its borders. Apparently, those that have achieved 
higher levels of economic development and greater ethno-national 

homogeneity, in relation to the rest. 

Therefore, in the process of European constitutionalization, not only the 
new challenges of the Union will define the guidelines for the Lisbon 

strategy. Throughout this period, It will be necessary to carry out giant, 

real and verifiable advances to make viable the Europe of the regions. 
Only in this sense, we can confirm that the EU ensures a real defense of 

minority rights in their territories. Let's see if this analysis, through the 

evolution occurred in recent decades, it can help us to find the keys to 
this process. 

  



143 

1. Introducción 

Para la Unión Europea del Siglo XXI, la cuestión de las minorías tiene un 

carácter decisivo en el conjunto de sus Estados miembros. Esencialmente para su 

legitimidad y para la pervivencia y plena garantía de la democracia multicultural del 

viejo continente. Por ello, en esta investigación trataremos de ir más allá de las clásicas 

respuestas que plantea el desafío de las minorías al discurso de la legitimidad 

democrática y de inventar nuevos conceptos y activar aquellos que todavía no hemos 

tomado en serio en el proceso de construcción europea. Especialmente, aquéllos que 

hemos de considerar centrales, como son el pluralismo, la solidaridad y la igualdad. 

Valores intrínsecos de nuestro Estado de Derecho, del cual se hacen eco todas las 

Constituciones democráticas en el seno de la Unión (DE LUCAS MARTÍN, 1999: 13-22). 

En este sentido, tal vez pueda resultar obvio -desde un punto de vista 

comunitario e ideológico- que la protección de los derechos de las minorías revista 

cada vez mayor importancia. No obstante, desde un punto de vista legal y 

jurisprudencial, este tema se encuentra más a niveles nominales que reales en las 

políticas europeas. Su regulación no va más allá de declaraciones de intenciones, 

muchas veces forzadas por el contexto internacional y, en el caso de Europa, como 

respuesta y en la búsqueda de soluciones conjuntas a las guerras que han devastado la 

antigua Yugoslavia. 

Este hecho ha sido especialmente evidente durante el proceso de ampliación 

de la Unión Europea hacia la Europa del Este. Motivado por la presencia de numerosas 

minorías étnicas y nacionales en aquellos Estados que se han incorporado al 

entramado institucional y geoestratégico de la Unión o están en vías de hacerlo. Se 

trata de un asunto trascendental tanto para los países recién incorporados o todavía 

candidatos de la Europa Central y Oriental (ECO), como para el conjunto de los Estados 

miembros. No sólo por las características intrínsecas de estos candidatos, configurados 

por amplias sociedades multiétnicas y plurinacionales, que plantean -de forma 

paralela- la necesidad de dar cabida a las regiones en la construcción europea; sino 

también por el impacto de una reciente y galopante crisis económica en la UE, que han 

hecho que el proceso de cambio político fuera mucho más complejo que el que tuvo 
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antiguas repúblicas soviéticas-, consolidando la seguridad, la estabilidad y el bienestar 

común. Sobre esta base, desarrolla inicialmente los objetivos estratégicos establecidos 

en la Estrategia Europea de Seguridad. Se plasma por primera vez en la Comunicación 

de la Comisión para una Europa más amplia, [COM (2003) 104 final] de 11 marzo de 

2003. A ésta le siguió un Documento Estratégico específico sobre Política Europea de 

Vecindad [COM (2004) 373 final], publicado un año después, el 12 de mayo de 200410. 

En cuanto a la segunda medida, a finales de los años noventa, el Consejo 

adopta dos Reglamentos que fijan el conjunto de aportaciones técnicas y financieras 

de la UE, con el fin de lograr el objetivo general de desarrollo y consolidación de la 

democracia, del Estado de Derecho y de las libertades fundamentales en terceros 

países a través de acciones de cooperación para el desarrollo11. Entre las actuaciones 

relacionadas con los derechos de las minorías étnicas y nacionales susceptibles de 

recibir financiación, han destacado aquellas destinadas al apoyo de las minorías 

étnicas, religiosas o lingüísticas, o a las poblaciones indígenas, las dirigidas a la 

superación de las divisiones entre grupos o etnias, o la resolución pacífica de 

controversias y la conciliación de intereses entre grupos diferenciados. 

Estas medidas se han complementado con la creación de nuevas figuras o 

representantes institucionales, que sirven de nexo de unión entre todos ellos. También 

con actuaciones específicas entre las instituciones y los representantes de los 

                                                             
10

 En él se plasman las líneas de actuación a seguir, a través de los planes de acción bilateral, que 
establecen una agenda de reformas políticas y económicas, con prioridades a corto y medio plazo, para 
lograr un mayor acercamiento a países europeos vecinos. En concreto con Argelia, Armenia, Azerbaiyán, 
Bielorrusia, Egipto, Georgia, Israel, Jordania, Líbano, Libia, Moldavia, Marruecos, Territorio palestino 
ocupado, Siria, Túnez y Ucrania, entre otros. Para más información consultar la página web de la Unión 
Europea sobre la PEV: http://ec.europa.eu/world/enp/policy_es.htm 
11 Éstos son el Reglamento (CEE) nº 975/1999 del Consejo, de 29 de abril de 1999, por el que se fijan los 
requisitos para la aplicación de las acciones comunitarias de cooperación al desarrollo que contribuyan a 
alcanzar el objetivo general de desarrollar y consolidar la democracia y el Estado de Derecho, así como 
el de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales [DOCE L 120/1 de 8.05.1999)], 
modificado por el Reglamento (CEE) nº 1882/2003 y por el Reglamento (CEE) nº 2240/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 2004; y el Reglamento (CEE) nº 976/1999 del 
Consejo, de 29 de abril de 1999, por el que se fijan los requisitos para la aplicación de las acciones 
comunitarias distintas de las de cooperación al desarrollo que, dentro de la política de cooperación 
comunitaria, contribuyan a alcanzar el objetivo general de desarrollar y consolidar la democracia y el 
Estado de Derecho; así como el de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
terceros países [DOCE L 120/8 de 8.05.1999)]; modificado por el Reglamento (CEE) nº 907/2003 y por el 
Reglamento nº 2242/2004.  

http://ec.europa.eu/world/enp/policy_es.htm


http://www.ajbh.hu/en/web/ajbh-en/main_page
http://ec.europa.eu/europeaid/node/22






http://www.google.es/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Wolfgang+Wei%C3%9F%22&source=gbs_metadata_r&cad=2
http://www.google.es/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=bibliogroup:%22Queen's+papers+on+europeanisation%22&source=gbs_metadata_r&cad=2
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Resumen en español 

EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD EN LA ACCIÓN EXTERIOR DE LA 

UE 
A la hora de actuar en ámbitos pertenecientes a competencias no 

exclusivas, la Unión Europea está obligada a justificar la insuficiencia 

de la acción estatal, la mayor eficacia de la acción común y la 
dimensión o efectos de la acción pretendida a escala de la Unión, 

mostrando así el respeto por el principio de subsidiariedad, tal y como 

exige el art. 5.3 TUE.  
Mientras la justificación de este principio se observa sistemáticamente 

en todos y cada uno de los actos legislativos que, en ámbitos de 

competencia compartida, adoptan las instituciones de la UE en el plano 

interno, no es posible sostener la misma afirmación por lo que respecta 
a las actuaciones de alcance internacional de la Unión. En efecto, las 

decisiones del Consejo por las que se autoriza la firma y conclusión, en 

nombre de la UE, de un acuerdo internacional con un tercer Estado u 
Organización internacional no suelen justificar el cumplimiento del 

principio de subsidiariedad en los casos en que tales decisiones 

implican el ejercicio de una competencia externa concurrente. La 
confusión entre existencia y naturaleza de las competencias externas 

implícitas, generada por la jurisprudencia inicial del TJUE en el asunto 

AETR; la interpretación del criterio de necesidad que sustenta la 
doctrina derivada de su también famoso Dictamen 1/76 y  el recurso 

habitual a la figura de los acuerdos mixtos en ámbitos de competencia 

no exclusiva podrían hallarse en el origen de esta injustificada 

diferencia de tratamiento entre la acción interna y la acción externa de 
la Unión.  

La presente comunicación pretende examinar en profundidad lo que 

parece constituir una patología, no resuelta hasta el momento, de las 
relaciones exteriores de la UE, a través del análisis de las reglas del 

Derecho Originario aplicables, de la jurisprudencia del TJUE en la 

materia y, por supuesto, de algunos ejemplos de la práctica 
convencional de la Unión en diversos ámbitos políticos. 

Abstract in italiano 

IL PRINCIPIO DI SUSSIDIARIETÀ NELL’AZIONE ESTERNA DELL'UE 

Quando opera in aree di competenza non esclusiva, l'UE è tenuta a 

giustificare l’insufficienza dell’azione statale, la maggiore efficacia 
dell’azione comune e le dimensioni o gli effetti dell'azione in questione a 
livello europeo, mostrando così il rispetto del principio di sussidiarietà, 

come previsto dall'art. 5.3 TUE.  
Mentre la logica di questo principio è costantemente osservata 

nell’adozione di tutti e ciascuno degli atti legislativi che, in settori di 
competenza condivisa, le istituzioni dell'UE adottano sul piano interno, 
non è possibile sostenere lo stesso per quanto riguarda la azioni di 

portata internazionale dell'Unione. Infatti, le decisioni del Consiglio con 
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cui si autorizza la firma e la conclusione, a nome dell'Unione europea, 

di un accordo internazionale con uno Stato terzo o un’ organizzazione 
internazionale di solito non rispettano il principio di sussidiarietà, nei 
casi in cui tali decisioni implichino l'esercizio di competenza 

concorrente estera. La confusione tra l'esistenza e la natura dei poteri 

impliciti esteri generati dalla giurisprudenza iniziale della Corte di 

giustizia nella causa AETS; l'interpretazione del criterio della necessità 
che sostiene la dottrina derivata dal suo altrettanto famoso parere 1/76 

e l’abituale ricorso alla figura degli accordi misti nei settori di 
competenza non esclusiva potrebbe essere all'origine di questa 
differenza di trattamento ingiustificata tra azione interna ed estera 

dell'Unione.  

Questo lavoro si propone di esaminare in modo approfondito quella che 
sembra essere una patologia, finora irrisolta,delle relazioni estere 

dell'UE, attraverso l'analisi del diritto primario applicabile, della 

giurisprudenza della Corte di giustizia in materia e, naturalmente, di 
alcuni esempi della pratica convenzionale dell'UE in molti settori 

politici. 

Abstract in English 

THE SUBSIDIARITY PRINCIPLE IN EU EXTERNAL ACTION  

The European Union may only intervene, in fields of non-exclusive 
competence, when the objectives of its action cannot be sufficiently 

achieved by Member States, but can rather be better achieved at Union 

level, by reason of the scale or effects of the envisaged action, thus 
showing the respect for the principle of subsidiarity, as required by art. 

5.3 TEU. 

While compliance with this principle is expressly justified in each and 

every legislative act adopted by EU institutions in areas of shared 
competence, it is not possible to hold the same assertion with regard to 

EU external action. Council decisions authorizing the signature and 

conclusion, on behalf of the EU, of an international agreement with a 
third country or international organization do not normally justify the 

respect for the principle of subsidiarity in cases in which those 

decisions constitute the exercise of shared external competences. 
Confusion between existence and nature of implied external 

competences, brought about by the initial ECJ case-law in ERTA; the 

interpretation of the necessity criterion at the basis of its Opinion 1/76, 
and the usual recourse to mixed agreements in fields of non-exclusive 

competence might be the source of this undue difference of treatment 

between internal and external EU action.  

This paper aims to examine this apparent pathological condition of the 
external relations of the EU, through the analysis of pertinent rules of 

primary law, ECJ case-law on this subject, as well as some examples 

taken from the treaty practice of the EU in different policy fields.  
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actuación institucional o si, de lo contrario, dicho principio no ha de aplicarse en virtud 

de alguna particularidad propia de la actuación internacional de la UE. 

A estos efectos, resultará necesario examinar los posibles obstáculos a la 

aplicación del principio de subsidiariedad a la acción exterior de la UE, en especial a 

una de las manifestaciones de su personalidad jurídica internacional consistente en la 

conclusión de acuerdos internacionales con Estados terceros o con otras 

Organizaciones Internacionales. Tales obstáculos podrían derivarse bien de la propia 

configuración del principio de subsidiariedad y su regulación en el Derecho Originario 

(2), bien de las particularidades que caracterizan al ejercicio de las competencias 

externas de la UE (3). Finalmente, presentaremos unas reflexiones finales en las que 

podamos concluir si este principio debe ser o no fiscalizado cuando la Unión hace uso 

de sus competencias en el plano internacional (4). 

2. La configuración del principio de subsidiariedad y su posible aplicación a la acción 

exterior de la UE  

La relevancia de la subsidiariedad como principio regulador del ejercicio de 

competencias por parte de la UE no necesita ser subrayada. Esta noción, implícita en el 

proceso de integración europea desde sus orígenes2, fue consagrada en el Derecho 

Originario con la reforma de Maastricht y se presenta como el parámetro a tener en 

cuenta cada vez que la Unión se plantea ejercer sus competencias normativas de 

carácter no exclusivo3. Si bien lo habitual es identificar su dimensión negativa que 

obliga al poder supranacional a no intervenir allí donde la actuación estatal sea 

suficiente, tan importante resulta su dimensión positiva, por la que es obligado recurrir 

a la acción de la UE cuando los Estados miembros no sean capaces por sí solos de 

lograr la realización de los objetivos comunes4. La regulación del principio de 

                                                             
2 LOUIS, 2009: 518, 520. Para un estudio de los antecedentes, presentación histórica y significado del 
principio de subsidiariedad, nos remitimos, entre otros muchos, a LOUIS, 2009 y BRIBOSIA, 1992. 
3 Sin alterar, por tanto, la atribución de competencias. En la versión anterior del Protocolo sobre la 
aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, se especificaba que "el principio de 
subsidiariedad no pone en tela de juicio las competencias conferidas a la Comunidad Europea por el 
Tratado, conforme las ha interpretado el Tribunal de Justicia". 
4 BRIBOSIA, 1992: 166. Respecto de la acción exterior, véase BOURGEOIS, 1997: 89. 
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introducido por el Tratado de Ámsterdam, recayó en los aspectos procedimentales19, 

en el control de su respeto a través, fundamentalmente, del nuevo mecanismo de 

alerta temprana que permite a los Parlamentos nacionales ocuparse de la fiscalización 

política del respeto de la subsidiariedad. 

Si los Parlamentos nacionales no siempre participan en el procedimiento de 

celebración de acuerdos internacionales en el plano estatal, entendemos que no 

habría razón para permitirles participar cuando sea la Unión quien celebre acuerdos 

internacionales (en contra, KADDOUS, 2010: 75). El control democrático de la acción 

internacional de la UE será asegurado, en este caso, por el Parlamento Europeo, cuya 

aprobación o consulta será exigida antes de la conclusión de acuerdos por parte de la 

Unión20. Si la Unión vulnera el principio de subsidiariedad mediante la legislación 

propuesta, serán los Parlamentos nacionales los que se verán perjudicados 

directamente por cuanto que a éstos pertenecería la función legislativa en caso de 

corresponder el ejercicio de la competencia compartida a los Estados miembros. Por el 

contrario, la conducción de la acción exterior y, en particular, la celebración de 

acuerdos internacionales es una tarea constitucionalmente atribuida en esencia a los 

Ejecutivos, en la que la participación de los Parlamentos sólo se da en determinados 

tratados para cuya ratificación internacional es necesaria su previa autorización21. Por 

todo ello, resulta coherente que el mecanismo de alerta temprana se limite, en su 

aplicación, a los proyectos de actos legislativos sin extenderse al procedimiento de 

                                                             
19

 Véase LOUIS, 2009: 525, 532. 
20 Art. 218.6 TFUE. 
21 La inclusión de referencias expresas únicamente a los proyectos de actos legislativos por parte del 
Protocolo nº 2 no sólo supone obviar la acción exterior de la UE, sino también la adopción de actos no 
legislativos con base en competencias de ejecución de la Comisión o del Consejo. No parece, sin 
embargo, que pueda justificarse el no respeto del principio de subsidiariedad en la adopción de este tipo 
de actos, si bien habría sido positivo un mayor grado de claridad por parte del Derecho Originario. Véase 
al respecto HINOJOSA MARTÍNEZ, 2004: 807, nota 53. No obstante, cabría tener en cuenta también que, 
tanto en el caso de los actos delegados como en los actos de ejecución que puede adoptar, por regla 
general, la Comisión, son el Parlamento Europeo y el Consejo los que realizan dicha atribución de 
poderes en el acto legislativo de base. Será este último, por tanto, el que demuestre la necesidad de que 
la modificación de elementos no esenciales del acto no pase por el mismo procedimiento legislativo o 
justifique ya la necesidad de condiciones uniformes de ejecución. 
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celebración de acuerdos internacionales22. Eso no significa, sin embargo, que el control 

judicial a posteriori del principio de subsidiariedad no pueda llevarse a cabo por parte 

del TJUE, a través de un recurso de anulación de la decisión del Consejo relativa a la 

celebración del acuerdo internacional. 

Por estas razones, podrá afirmarse que no hay obstáculo en el Derecho 

Originario para exigir que el ejercicio de competencias externas no exclusivas por parte 

de la UE sea conforme con el principio de subsidiariedad23. Resulta necesario 

determinar entonces si las dificultades o impedimentos proceden de las características 

propias del ejercicio, por parte de la UE, de sus competencias externas. 

3.- Las particularidades del ejercicio de competencias externas de la UE y sus efectos 

sobre la aplicación del principio de subsidiariedad 

Si la aplicación del principio de subsidiariedad, en virtud de la regulación que 

los Tratados contienen respecto del mismo, parece resultar exigible en relación con el 

ejercicio de competencias externas, es necesario analizar si los impedimentos para su 

exigencia proceden de las características propias de la acción exterior de la UE. 

Uno de los requisitos para la aplicación del principio de subsidiariedad es que 

nos hallemos ante competencias no exclusivas de la Unión, como exige expresamente 

el art. 5.3 TUE. Por ello, es necesario confirmar que las competencias externas de la UE 

pueden ser compartidas o concurrentes con los poderes convencionales de los Estados 

miembros. A nuestro entender, las competencias externas de la Unión pueden ser 

clasificadas, en función de su naturaleza, en competencias exclusivas y no exclusivas24. 

A su vez, la exclusividad exige distinguir entre la exclusividad originaria, derivada de la 

propia naturaleza de la materia25, y la exclusividad derivada de la preemption, 

                                                             
22 En este sentido, véase DÍEZ-HOCHLEITNER, 2003: 75, quien valora positivamente que el mecanismo de 
alerta temprana no abarque los acuerdos internacionales, cuya celebración exige de procedimientos 
más ágiles. 
23 Véase, en este sentido, BRIBOSIA, 1992: nota 81 en p. 182, donde argumenta que debe evaluarse el 
ejercicio de competencias externas implícitas a la luz de la subsidiariedad. 
24 GARCÍA ANDRADE, 2014. Nuestra clasificación obedece a las peculiaridades de las competencias 
externas, las cuales justifican el planteamiento de ciertas sub-categorías respecto de la ordinaria 
categorización de las competencias internas en exclusivas, compartidas y de apoyo, que se deriva de los 
art. 2 y ss. TFUE. 
25 Es el caso de los ámbitos recogidos en el art. 3.1 TFUE. 
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consecuencia, por tanto, de la ocupación de terreno realizada por la Unión. Esta última 

requiere diferenciar entre la exclusividad AETR, fundamentada en la posible 

"afectación" de normas comunes internas adoptadas previamente por la UE y que 

excluye toda acción estatal futura en el ámbito en cuestión26, y la exclusividad derivada 

del ejercicio de la competencia externa, basada también en el principio de cooperación 

leal pero que únicamente despoja a los Estados de sus poderes en la medida ocupada 

por la Unión en el plano internacional. Por su parte, las competencias externas no 

exclusivas podrán ser concurrentes o paralelas, descartando el Tratado los efectos de 

preemption de la actuación de la UE en éstas últimas. 

En los casos en que la competencia externa de la Unión es exclusiva por 

naturaleza, resulta evidente que el ejercicio de la misma no dependerá de ninguna 

apreciación jurídica por parte de las instituciones europeas, debiendo únicamente 

acordar la oportunidad política de la acción. Lo mismo ocurre, en nuestra opinión, 

cuando nos hallamos ante una exclusividad AETR. Entendemos que esta categoría 

competencial constituye una exclusividad a priori, puesto que, antes de ejercer la 

competencia externa, la UE ya es consciente de su naturaleza exclusiva27. Por ello, el 

análisis de la subsidiariedad no resulta exigible28. Lo único que deberá justificar la 

Unión es la oportunidad política de su actuación, cuestión que no corresponde al 

jurista valorar. 

Sin embargo, en los supuestos de competencias externas no exclusivas, parece 

claro que el ejercicio de dicha competencia deberá justificarse en el marco de la 

subsidiariedad, tal y como sucede en el caso de las competencias internas de carácter 

                                                             
26 Exclusividad consagrada en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 31 de marzo de 1971, asunto 
22/70, Comisión c. Consejo (AETR), Rec. 1971, p. 263, apdo. 17, y asentada en jurisprudencia posterior, 
destacando, en particular, el Dictamen del Tribunal de Justicia 1/03, de 7 de febrero de 2006, Rec. 2006, 
p. I-1145. 
27

 Cierto es que también cabe argumentar que se trata de una exclusividad por ejercicio, ya que es el 
ejercicio exhaustivo de la competencia interna el que provoca la exclusividad de la competencia externa. 
No obstante, creemos más conveniente valorar su naturaleza en el plano externo. 
28 Sorprende constatar cómo la Comisión no suele justificar el cumplimiento del principio de 
subsidiariedad a la hora de ejercer competencias externas no exclusivas, pero sí se refiere en ocasiones 
a dicho principio para descartarlo cuando se trata de ejercer competencias exclusivas. Véase, por 
ejemplo, las propuestas de Decisión de celebración de los Protocolos de Palermo contra el tráfico de 
migrantes y la trata de seres humanos, COM (2005) 503, de 17.10.2005, p. 4. 
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compartido29. Así, la Unión tendrá que justificar que el acuerdo internacional es 

necesario y que puede alcanzar mejor el objetivo previsto que la acción bilateral de los 

Estados miembros (en este sentido, BOURGEOIS, 1997: 89; DASHWOOD, 1997: 96; HELIKOSKI, 

2001: 40-41). La justificación procederá, además, tanto en el caso de competencias 

externas concurrentes como paralelas, siempre que estas últimas impliquen también 

el ejercicio de una competencia normativa por parte de la UE. Si se limitan a apoyar o 

complementar la acción estatal, podría argumentarse la no aplicación del principio de 

subsidiariedad como ocurriría también en el plano interno respecto de las 

competencias de apoyo30. ¿Qué motivación puede entonces explicar que las 

instituciones de la UE no realicen dicha apreciación al ejercer competencias externas? 

En este sentido, procede analizar sucesivamente diversos argumentos que podrían ser 

presentados en contra de la aplicación del principio de subsidiariedad a la acción 

exterior de la UE, si bien cada uno de ellos puede ser también descartado. 

3.1.- La confusión entre existencia y naturaleza de las competencias externas 

implícitas 

En primer lugar, deberemos detenernos en examinar si la confusión entre la 

existencia y la naturaleza de las competencias externas implícitas se encuentra en el 

origen de esta aparentemente injustificada diferencia de tratamiento entre el ejercicio 

de las competencias internas y externas de la Unión. Dicha confusión, generada por la 

jurisprudencia inicial del TJUE en el asunto AETR y sustentada durante cierto tiempo 

por parte de la doctrina científica, hizo pensar que la entonces Comunidad Europea 

sólo gozaba de competencias externas de carácter exclusivo31. En efecto, parecía 

deducirse del asunto AETR que las competencias externas implícitas sólo podían ser 

exclusivas, dado que se generaba la impresión de que la afectación de normas internas 

                                                             
29 Cierto es que la jurisprudencia del TJUE no exige una mención expresa al principio de subsidiariedad 
en los actos adoptados por las instituciones, pero sí requiere que se deduzca de su texto que se han 
cumplido los criterios que lo conforman. En este sentido, DÍEZ DE VELASCO & SOBRINO HEREDIA, 2003: 586. 
Véanse la Sentencia del TJCE de 9 de octubre de 2001, asunto C-377/98, Países Bajos c. Parlamento 
Europeo y Consejo, Rec. 2001, p. I-7079, apdo. 33; Sentencia del TJCE de 13 de mayo de 1997, asunto C-
233/94, Alemania c. Parlamento Europeo y Consejo, Rec. 1997, p. I-2405, apdo. 28.  
30 Pues el apoyo o complemento supranacional de las actuaciones estatales siempre cumpliría con el 
principio de subsidiariedad: BRIBOSIA, 1992. 
31 Sentencia del Tribunal de Justicia de 31 de marzo de 1971, asunto 22/70, apdos. 16-17 y 30-31. 
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"if an international agreement is envisaged, it needs to be shown that neither 

autonomous EC action nor bilateral Member State action will fullfill the relevant 

objectifs" (2011: 84), admitiendo así la obligación de justificar ambos parámetros: la 

necesidad y la subsidiariedad. Por nuestra parte, suscribimos esta última 

consideración, dado que el carácter indispensable del ejercicio de la competencia 

externa implícita respecto del ejercicio de una competencia interna de la UE no supone 

necesariamente que la acción de los Estados miembros no sea suficiente41. 

3.3.- El excesivo recurso a la figura de los acuerdos mixtos 

Un último argumento susceptible de ser empleado para negar la aplicabilidad 

del principio de subsidiariedad a la acción exterior de la UE podría provenir de la 

creencia en la obligatoriedad de los acuerdos mixtos en ámbitos en que la 

competencia externa de la UE no es exclusiva. Ciertamente, los Estados miembros 

suelen abusar del recurso a este tipo de acuerdos en que son Partes conjuntamente 

con la UE frente a uno o varios Estados terceros (ROSAS, 1998: 147), una práctica que 

parece haber sido bendecida por la jurisprudencia favorable del TJUE al respecto42. 

Cuando la Unión celebra un acuerdo junto a sus Estados miembros, esto es, un 

acuerdo mixto, resulta evidente que el cumplimiento de los requisitos de la 

subsidiariedad no será exigible. Al participar en un acuerdo mixto, la Unión sólo ejerce 

sus competencias externas de carácter exclusivo, mientras que los Estados miembros, 

en tanto que Partes autónomas en el acuerdo, ejercitan sus propios poderes en 

relación con las restantes materias cubiertas por el acuerdo, incluyendo aquellas no 

exclusivas de la Unión (GARCÍA ANDRADE, 2014; HELIKOSKI, 2007: 46-47). Una de las 

razones por las que éstos insisten en participar es precisamente evitar que la actuación 

internacional de la UE tenga efectos de preemption sobre los poderes estatales. 

Dado que los acuerdos mixtos limitan, por tanto, el ejercicio de los poderes de 

la Unión y teniendo en cuenta las complicaciones que se derivan de ellos, resulta 

                                                             
41 Aunque la Profª. CREMONA no comparta nuestra visión del criterio de necesidad reforzado derivado del 
Dictamen 1/76 como criterio de ejercicio de competencias externas implícitas de carácter concurrente. 
42 Véanse nuestras críticas en GARCÍA ANDRADE (2014). Asimismo, MARTINACHE (1998: 65) considera que la 
inspiración de la subsidiariedad puede también explicar la jurisprudencia del TJ en favor de los acuerdos 
mixtos. 
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importante exigir que el recurso a esta figura se limite únicamente a aquellos casos en 

que sea jurídicamente obligatorio. Sin embargo, como hemos visto, la UE puede 

ejercer también sus competencias externas no exclusivas en solitario sin que la figura 

del acuerdo mixto resulte obligatoria o jurídicamente necesaria (HELIKOSKI, 2007: 42; 

EECKHOUT, 2011: 216-217)43. Las competencias concurrentes pueden ser ejercidas por la 

Unión, en línea con lo defendido en páginas anteriores: si se trata de una competencia 

expresa, la Unión habrá de probar que su ejercicio cumple con los requisitos del 

principio de subsidiariedad, mientras que, si nos hallamos ante una competencia 

externa implícita, será necesario justificar la necesidad de la acción exterior de la 

Unión tanto en relación con el ejercicio de sus competencias internas como en relación 

con la acción estatal. 

La práctica internacional de la UE permite observar, en efecto, que es posible 

celebrar acuerdos internacionales con países terceros por los que la Unión ejerce en 

solitario sus competencias externas de carácter no exclusivo. Es el caso, por ejemplo, 

de la totalidad de los acuerdos celebrados por la UE con terceros países sobre 

readmisión de inmigrantes en situación irregular44, de ciertos acuerdos concluidos en 

materia de medio ambiente45, o en el ámbito de la cooperación judicial y policial 

                                                             
43 De hecho, la insistencia de los Estados miembros en concluir acuerdos mixtos por la simple razón de 
que la UE carece de competencia exclusiva explica por qué hallamos pocos acuerdos celebrados en 
solitario por la UE en ámbitos de competencia no exclusiva. 
44

 Véanse, por ejemplo, la Decisión del Consejo nº 2014/252, de 14 de abril, relativa a la celebración del 
Acuerdo entre la Unión Europea y la República de Turquía sobre readmisión de residentes ilegales, DO L 
134 de 7.5.2014, p. 1; Decisión del Consejo nº 2011/118, de 18 de enero, relativa a la celebración del 
Acuerdo entre la Unión Europea y Georgia sobre la readmisión de residentes en situación ilegal, DO L 52 
de 25.2.2011, p. 45 o la Decisión del Consejo nº 2010/649, de 7 de octubre, relativa a la celebración del 
Acuerdo entre la Comunidad Europea y la República Islámica de Pakistán sobre la readmisión de 
personas que residan sin autorización, DO L 287 de 4.11.2010, p. 50. La competencia externa en materia 
de readmisión, de carácter implícito hasta la reforma de Lisboa, se fundamenta ahora en el art. 79.3 
TFUE.  
45 Véase, por ejemplo, la Decisión del Consejo nº 96/191, de 26 de febrero de 1996, relativa a la 
celebración del Convenio para la protección de los Alpes (Convenio de los Alpes), DO L 61, de 
12.03.1996, p. 31; la Decisión del Consejo nº 2005/923, de 2 de diciembre, relativa a la firma en nombre 
de la Comunidad Europea del Protocolo sobre la protección de los suelos, del Protocolo sobre la energía 
y del Protocolo sobre el turismo, del Convenio de los Alpes, DO L 337, de 22.12.2005, p. 27 o la Decisión 
del Consejo nº 2000/706, de 7 de noviembre, sobre la conclusión en nombre de la Comunidad del 
Convenio sobre la protección del Rin, DO L 289, de 16.11.2000, p. 30. Las competencias externas en 
materia de medio ambiente derivan de los art. 191 y 192 TFUE. A pesar de tratarse de una competencia 
concurrente, en la mayor parte de los casos, los acuerdos medioambientales son acuerdos mixtos.  
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penal46, materias de competencia concurrente. También los acuerdos que celebra la 

UE sobre cooperación al desarrollo, ámbito de competencia paralela, demuestran 

dicha posibilidad de ejercicio en solitario47. De ello se deriva que la UE deberá justificar 

que su actuación cumple con las exigencias que el principio de subsidiariedad impone 

cada vez que ejerza, en solitario, sus competencias externas no exclusivas, exigencia 

que, sin embargo, no respeta en la práctica48. 

Así estamos en condiciones de concluir que ninguna de las particularidades que 

rodean al ejercicio de las competencias externas de la UE en relación con sus 

competencias internas permite considerar que la acción exterior deba escapar al 

control de este principio clave del sistema competencial de la UE. 

4.- Conclusiones. 

Desde su consagración oficial en el Tratado de Maastricht, la subsidiariedad se 

configura como un principio rector del ejercicio de competencias no exclusivas 

atribuidas a la Unión y se erige, por tanto, en un principio clave del reparto de poder 

entre ésta y sus Estados miembros. Por consiguiente, resulta difícil justificar su no 

aplicación a la acción exterior de la UE, manifestación de su personalidad jurídica 

                                                             
46 Véase el ejemplo citado al inicio: la Decisión del Consejo nº 2012/472, de 26 de abril de 2012, relativa 
a la celebración del Acuerdo entre los Estados Unidos de América y la Unión Europea sobre la utilización 
y la transferencia de los registros de nombres de los pasajeros al Departamento de Seguridad del 
Territorio Nacional de los Estados Unidos, y el correspondiente Acuerdo, DO L 215 de 11.8.2012, p. 4. 
47

 Véase, por ejemplo, la Decisión del Consejo nº 2001/332, de 26 de febrero, relativa a la celebración 
del Acuerdo de cooperación entre la Comunidad Europea y la República Popular de Bangladesh sobre 
colaboración y desarrollo, DO L 118, de 27.04.2001, p. 47. La competencia externa de la UE en materia 
de cooperación al desarrollo deriva del art. 209 TFUE.  
48

 Ahora bien, resulta interesante hacer notar que al menos la configuración política de la acción exterior 
de la UE en los ámbitos de Justicia e Interior parece tener en cuenta las consideraciones que subyacen al 
principio de subsidiariedad. Así, el Consejo especifica que, a la hora de establecer las prioridades de la 
actuación exterior de la Unión en el espacio de libertad, seguridad y justicia, resulta necesario que la 
acción europea ofrezca un valor añadido respecto de la actuación de los Estados miembros, concepto 
que es puesto directamente en relación con el principio de subsidiariedad (Consejo, "Prioridades y 
objetivos de la Unión Europea para las relaciones exteriores en el ámbito de la justicia y los asuntos de 
interior", doc. nº 7653/00, de 6.06.2000, p. 6, presentado al Consejo Europeo de Feira, junio 2000). 
Dentro de este ámbito político, se emplea también el concepto de valor añadido de la acción 
supranacional como un criterio a tener en cuenta a la hora de determinar los terceros países con los que 
celebrar un acuerdo de readmisión. Véanse las Conclusiones del Consejo "Criterios para la 
determinación de los países terceros con los que deben negociarse nuevos acuerdos de readmisión", 
doc. nº 7990/02, 16.04.2002, p. 3. Al usarlo como criterio de selección de países con quienes firmar un 
acuerdo de readmisión, el valor añadido puede equipararse a la justificación del principio de 
subsidiariedad en el momento de ejercer esta competencia externa en cada caso concreto.  
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internacional cuya relevancia política se viene situando al mismo nivel que su acción 

legislativa.  

Del análisis acometido en este trabajo, se infiere que nos hallamos ante una 

incorrecta actuación institucional, pues, por una parte, la esencia del principio de 

subsidiariedad y su regulación en el Derecho Originario no permiten excluir de su 

alcance al ejercicio de competencias normativas externas. Si bien el Protocolo anejo a 

los Tratados sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad 

se centra en la fiscalización de los proyectos de actos legislativos, hemos podido 

comprobar que ello se debe al acento puesto por el Protocolo en especificar los 

mecanismos de control de la subsidiariedad y, especialmente, a la participación en 

ellos de los Parlamentos nacionales, a los cuales no resulta necesario asociar a la 

fiscalización de la celebración de acuerdos internacionales por parte de la UE. La 

regulación de la subsidiariedad contenida en el art. 5.3 TUE es lo suficientemente 

general como para entender comprendida en su ámbito de aplicación a la acción 

exterior de la Unión.  

Por otra parte, el estudio de ciertas particularidades que caracterizan al 

ejercicio de las competencias externas de la UE por oposición a sus competencias 

internas tampoco hace posible concluir que se justifique la no aplicación del principio 

de subsidiariedad a la actuación convencional de la Unión. Así, en primer lugar, cabe 

afirmar que las competencias externas de la UE, tanto expresas como implícitas, 

pueden ser de carácter exclusivo o no exclusivo, debiendo especificarse, a la hora de 

ejercer estas últimas, que la acción estatal resulta insuficiente y que la acción 

supranacional será más eficaz para la realización de los objetivos perseguidos en virtud 

de la dimensión europea de la actuación o de sus efectos. En segundo lugar, si bien la 

necesidad se configura como un criterio central tanto en la aplicación de la doctrina de 

las competencias externas implícitas como en la justificación de la subsidiariedad, los 

parámetros de la comparación de dicho criterio difieren. Si para la primera la 

necesidad ha de probarse en relación con la acción interna de la Unión, la necesidad en 

el marco de la segunda opone la acción supranacional a la acción estatal, por lo que 

resulta obligado probar que se cumplen ambos criterios cumulativamente antes de 
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Abstract in italiano 

Per lungo tempo il principio di condizionalità ha regolato i rapporti con 

gli Stati terzi nell’ambito della politica di cooperazione allo sviluppo o in 
relazione al processo di adesione all’Unione. Oggi il principio, 
emancipandosi dalla sua origine internazionalistica, regola anche i 

rapporti interni all’Eurozona (secondo una prassi sperimentata dal Fmi) 
e sta diventando la ‘stella polare’ della nuova governance europea. A 

partire dalla crisi dei debiti sovrani la concessione di un sostegno 

finanziario agli Stati dell’Eurozona è stata, infatti, condizionata 
all’implementazione di un piano negoziato, incentrato sulla ‘coppia 
magica’ austerità e riforme strutturali. Codificato con il MES (e, ancor 
prima, con la modifica dell’art. 136 del TFUE), la valenza strutturale del 
principio di stretta condizionalità è stata legittimata dalla 
giurisprudenza della Corte di Giustizia e del Bundesverfassungsgericht. 
Al contrario, altri tribunali costituzionali hanno provato a difendere il 

nucleo sociale dei propri ordinamenti invocando come “contro-limite” il 
principio “europeo” di proporzionalità. A subire una profonda 
distorsione è, in ogni caso, la solidarietà tra gli Stati membri. Dietro la 

formula apparentemente neutra della condizionalità si cela, infatti, 
un’idea di integrazione sovranazionale assai distante da quella 

originaria dell’“Unione sempre più stretta dei popoli europei”. Una 
solidarietà declinata nella logica dello scambio asimmetrico tra aiuti e 
riforme strutturali che rischia di mettere in ombra la partecipazione ad 

un destino comune. La pretesa di rinsaldare l’unità europea attraverso 
rigidi meccanismi di solidarietà condizionata all’austerità e alle riforme 
strutturali si è rilevata, peraltro, illusoria. La nuova governance 
economica europea ha infatti ampliato a dismisura le asimmetrie 

politico-costituzionali ed economiche sociali tra Stati creditori e Stati 

debitori. 

 

Resumen en español 

Durante mucho tiempo el principio de condicionalidad ha regulado las 
relaciones con terceros países en el campo de la política de cooperación 

al desarrollo, o en relación con el proceso de adhesión a la Unión. Hoy 

en día el principio, independizado de su origen internacionalista, 

también regula las relaciones dentro de la eurozona (según una práctica 
experimentada por el FMI), convirtiéndose en la “estrella polar” de la 
nueva gobernanza Europea. Desde la crisis de deuda soberana la 

concesión de ayuda financiera a Estados de la eurozona ha estado, en 
la práctica condicionda a la existencia de acuerdos centrado en la 

“fórmula mágica” de austeridad y reformas estructurales. Codificados 
con el MES (y antes de eso, mediante la modificación del artículo 136 
del TFUE), la importancia estructural del principio de condicionalidad 

estricta fue legitimada por la jurisprudencia del propio TJUE  la del 
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Bundesverfassungsgericht. Por el contrario, otros tribunales 

constitucionales han tratado de defender su sistema social invocando 

como contra-límite el principio “europeo” de proporcionalidad. Detrás de 
la aparente neutralidad de la forma de la condicionalidad reside, 

realmente, una idea de solidaridad bien diferente de la que ha guiado en 

su origen “la unión más estrecha de los pueblos europeos”. Una 
solidaridad desarrollada en la lógica de un intercambio asimétrico entre 
la ayuda y las reformas estructurales que amenaza con eclipsar la 

participación en un fin común. También es ilusorio pretender reforzar la 

unidad europea a través de mecanismos de solidaridad condicionados a 
duras medidas de austeridad y reformas estructurales. La nueva 

gobernanza económica europea ha ampliado dramáticamente las 

asimetrías político- constitucionales y socio-económicos entre Estados 
acreedores y deudores. 

 

Abstract in English 

Until now the “principle of conditionality” had ruled, mainly, the 
Union’s relations with third countries, under the policy of development 
and cooperation or in relation to the accession process to the European 

Union. Today, in the midst of the economic crisis, the principle of 
conditionality guides, also, the relations within the Union, in the 

framework of the new European economic governance. From the early 

stages of the “sovereign debt crisis”, the granting of financial support for 
‘peripheral countries’ was conditioned to the adoption of a plan focused 
on austerity and structural reforms. The principle of “strict 
conditionality” was ‘codified’ in the amended art. 136 TFEU and in the 
Treaty establishing the ESM.  The case law of the European Court of 

Justice and of the Bundesverfassungsgericht confirmed the structural 

importance of the principle, while other constitutional courts try to 

defend the social core of their legal systems, by invoking the European 
principle of proportionality. Behind the apparently neutral formula of 

conditionality lies, in fact, an idea of solidarity well different from that 

which has so far led the “ever closer union among the Peoples of 
Europe”: a solidarity declined in the logic of an asymmetrical exchange 

between financial aid and structural reforms. The pretense to 

strengthen European unity through rigid mechanisms of solidarity 
conditioned by austerity and structural reforms has been, however, 

illusory. On the contrary, the new European economic governance has 

expanded dramatically the constitutional, social and economic 
asymmetries between the creditor countries and debtor countries. 
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Abstract in italiano 

L’intervento intende indagare sulla possibile appartenenza del principio 

della “sovranità del bilancio” al novero dei c.d. “principi costituzionali 
supremi”. Evidenziata l’ambiguità e il comune rinvio a valutazioni 
“sostanziali” dei due concetti, si provvede alla loro ridefinizione 
stipulativa: per ‘principio supremo’ si intenderanno (solo) quelle norme 
sottratte alla possibilità di essere costituzionalmente riviste; per 

‘sovranità di bilancio’ sembrerebbe opportuno riferirsi ad una potestà 
non assoluta, bensì limitata nella materia de qua. L’analisi delle recenti 
decisioni del Bundesverfassungsgericht, se da una parte conferma la 
connessione tra la sovranità di bilancio e i principi supremi democratico 

e sociale, dall’altra parte evidenzia come individuare il “nucleo” di 
questa materia sottratto alla legittima possibilità di revisione 
costituzionale si scontra con la difficoltà di trovare chiari standard 

applicativi per le formule valutative economiche enunciate dalla 

giurisprudenza. Di tali difficoltà il saggio indaga le cause e indica alcune 
possibili soluzioni, idonee a conciliare il controllo di costituzionalità con 

gli spazi discrezionali del legislatore. 

Resumen en español 

Nuestro trabajo profundiza sobre la posible inclusión del principio de la 

soberanía presupuestaria dentro de los llamados “principios 
constitucionales supremos”. Evidenciada la ambigüedad y el común 

reenvío a valoraciones “sustanciales” de ambos conceptos, se procede a 
su redefinición estipulativa: por “principio supremo” se entienden 
(únicamente) aquellas normas que no pueden ser constitucionalmente 

revisadas; con el concepto de “soberanía presupuestaria” se hace 
referencia a una potestad no absoluta, limitada a la materia de que se 

trata. El análisis de las recientes decisiones del 
Bundesverfassungsgericht evidencia, de una parte, la conexión entre la 

soberanía presupuestaria y los principios supremos democráticos y 

sociales y, de otra, cómo la individualización del “núcleo” de esta 
materia que no puede ser revisado constitucionalmente choca con la 

dificultad de encontrar estándares de aplicación claros para las 

fórmulas de evaluación económica utilizadas por la jurisprudencia. Esta 
dificultad es el origen de nuestro trabajo que trata de averiguar las 

causas y proponer soluciones que puedan conciliar el control de 

constitucionalidad con los espacios de discrecionalidad del legislador. 

Abstract in English 

The project investigates the possible membership of the principle of 
"sovereignty of the budget" to the category of so-called "Supreme 

constitutional principles". Highlighted the ambiguity and the common 

reference to the assessments "material" of the two concepts, it is 
necessary to define them stipulative: for 'supreme principle' will be 
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considered (only) those provisions excluded from the possibility of 

constitutional change; for 'fiscal sovereignty' would seem appropriate to 

refer to a power not absolute, but limited in the subject in question. An 
analysis of recent decisions of the Bundesverfassungsgericht, on one 

hand confirms the connection between the "sovereignty of the budget" 

and the supreme democratic and social principles, but on the other side 

it shows how to identify the "core" of the matter removed from the 
legitimate possibility of constitutional revision clashes with the difficulty 

of finding clear application standards for economic evaluation formulas 

set out in the case law. 
The essay investigates the causes of these difficulties and it indicates 

some possible solutions, which may reconcile the judgment of the 

constitutionality with the discretional spaces of the legislature. 
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Abstract in italiano 

Il contributo intende indagare l’attuale disciplina dei servizi pubblici 
locali, con particolare riguardo alla complessa vicenda della gestione dei 
servizi di smaltimento e di rimozione dei rifiuti. Verrà, quindi, seguita la 

complessa vicenda legislativa e giurisprudenziale che interessa la 

materia dei servizi pubblici e, in species, quella dei servizi pubblici locali 
attraverso il filo rosso rappresentato dalle coppie dicotomiche 

privato/pubblico, pubblico/comune, cittadino/utente, Stato/mercato. 

L’esame dell’evoluzione legislativa sarà, infatti, la sede per l’analisi delle 
diverse opzioni sottese alla regolazione giuridica del rapporto fra diritti, 
Stato e mercato e della distanza fra il dettato costituzionale e le regole 

dell’integrazione europea. Il focus sulla gestione dei servizi di 

smaltimento e rimozione dei rifiuti urbani servirà, poi, ad indagare 
quella che da subito può essere definita una zona d’ombra, sottratta 
alla piena applicazione dei principi europei di concorrenza e di efficienza 

dei servizi. Si tenterà, quindi, di declinare il principio di sussidiarietà 
nei termini di una gestione partecipata più conforme al dettato 

costituzionale. 
 

 

Resumen en español 

El trabajo tiene como objetivo investigar el marco actual de los servicios 

públicos locales, con especial atención a los servicios de tratamiento de 

residuos urbanos. El análisis se introduce a través del contraste de los 
significados de público/privado, público/común, ciudadano/usuario y 

Estado/mercado. Se investigará la relación entre los derechos, el Estado  

y el mercado, en el contexto de la Constitución italiana y las reglas de 
integración europea. El enfoque en la gestión de los servicios y el 

servicio de tratamiento de residuos urbanos será la vía para analizar un 

área de servicio público en el cual los principios europeos de 

competencia y eficiencia no se han aplicado plenamente. Finalmente, se 
tratará de rechazar el principio de subsidiariedad en términos de una 

gestión participativa más compatible con la Constitución italiana. 
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Abstract in English 

The work aims to investigate the current framework of local public 

services, with particular regard to the service of urban waste treatment. 
We will begin the analysis through the opposite meanings of 

private/public, public/common citizen/user, State/market. We will 

investigate the relationship between rights, state and market and the 
distance between the italian Constitution and the rules of European 

integration. The focus on the service management and the service of 

urban waste treatment will be the way to analyze a area of public 
service in wich the european principle of competition and efficiency 

have not fully implemented. In the end, we will try to decline the 

principle of subsidiarity in terms of a participatory management more 

compatible with the Italian Constitution. 
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Abstract in italiano 

L’IMPULSO DELL’UNIONE EUROPEA NELLA RIORGANIZZAZIONE 
DELL’AGIRE AMMINISTRATIVO NAZIONALE: GLI STRUMENTI DI 
COLLABORAZIONE TRA PUBBLICO E PRIVATO. 

Negli ultimi decenni si è assistito ad una crescente intromissione delle 

politiche comunitarie nella definizione degli ordinamenti nazionali e tra 
gli interventi maggiormente significativi vi sono indubbiamente quelli 

che vincolano l’agire amministrativo di ciascun Stato membro. 

Al proposito, risultano di particolare interesse le norme contenute nel 
TFUE che fissano alcuni principi fondamentali in tema di 

“amministrazione”, riconoscendo il diritto dei cittadini ad una buona 
amministrazione e ad una gestione aperta, indipendente e efficace. 

Tuttavia, gli interventi pubblici nella garanzia e attuazione dei diritti si 
sono dimostrati insufficienti e si è, pertanto, avvertita da più parti 

l’esigenza di individuare forme di intervento dei privati nell’esecuzione 

delle funzioni pubbliche, principalmente al fine di attrarvi relativi 
capitali e competenze, la cui traduzione nella categoria della 

collaborazione pubblico privata ha ricevuto un impulso fondamentale 

da parte dell’Unione Europea. 
Partendo proprio dal ruolo protagonista che l’Unione Europea ha 
ricoperto in materia amministrativa, nel presente contributo si intende, 

altresì, fornire alcune brevi osservazioni sul quadro normativo e di 
principio in tema di collaborazione pubblico privata, nonché sulle sue 

traduzioni applicative negli ordinamenti nazionali di Italia e Spagna. 

 

Resumen en español 

EL IMPULSO DE LA UNIÓN EUROPEA EN LA REORGANIZACIÓN DE 

LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS NACIONALES: LAS FORMULAS 

DE COLABORACIÓN ENTRE LOS SECTORES PÚBLICO Y PRIVADO.  
En las últimas décadas se ha producido una invasión cada vez mayor 

de políticas de la UE en la definición de las leyes nacionales y, entre las 

intervenciones más importantes, sin duda estàn las que afectan a la 
actuación administrativa de cada Estado miembro. 

En este sentido, de particular interés son las normas contenidas en el 

TFUE, que establecen algunos principios básicos relativos a la 
“administración” y que reconocen el derecho del público a una buena 
administración y una gestión abierta, independiente y eficaz. 

Sin embargo, las acciones de los gobiernos en la aplicación de los 

derechos y garantías han demostrado ser insuficientes y, por lo tanto, 
se consideró necesario identificar algunas formas de participación de 

los operadores privados en la ejecución de las funciones públicas, 

principalmente con el fin de atraer tanto su capital como sus 
habilidades especificas, cuya traducción en la colaboración público-

privada ha recibido un importante impulso por la Unión Europea. 
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A partir del papel de liderazgo de la Unión Europea en materia 

administrativa, en este trabajo se haràn algunas breves observaciones 

sobre el marco regulatorio y los principios de la colaboración entre el 
sector público y el privado, así como sobre su traducciòn en el 

ordenamiento nacional de Italia y España. 

 

Abstract in English 

ABOUT THE EUROPEAN UNION STIMULUS ON THE 

REORGANIZATION OF NATIONAL MANAGEMENTS: FOCUS ON THE 

TOOLS OF COLLABORATION BETWEEN PUBLIC AND PRIVATE 
SECTORS. 

In recent decades there has been a growing encroachment of EU 

policies in the definition of national laws and, among the most 
important interventions, there are certainly those that affect the 

administrative action of the Member States. 

In this regard, of particular interest are the rules contained in the 
TFUE, which define some basic principles for the “administration” topic 
and recognize citizens’ right to a good management and to an open, 
independent and effective administration. 

However, existing forms of government intervention in the 
implementation of rights proved inadequate and, therefore, it is felt by 

many the need to find some forms of participation of private operators 

in the execution of public functions, mainly to attract their capital and 
skills, whose translation into public-private partnerships received a 

major boost by the European Union. 

Setting out from the leadership role of the EU in administrative matters, 
in this paper is intended to provide some brief comments on regulatory 

framework and principles concerning the cooperation between the 

public and private sectors, as well as on their implementation into 
Italian and Spanish national laws. 
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EL SISTEMA DE FINANCIACIÓN FORAL COMO UN 
EJEMPLO DE DESCENTRALIZACIÓN FINANCIERA 
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EUROPEA 
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Resumen en español 

EL SISTEMA DE FINANCIACIÓN FORAL COMO UN EJEMPLO DE 

DESCENTRALIZACIÓN FINANCIERA ASIMÉTRICA VIABLE EN EL 
AMBITO DE LA UNION EUROPEA 

La consecución de una auténtica armonización fiscal en los 27 países 

de la Unión Europea es un proceso difícil, puesto que en este ámbito los 
Estados miembros siguen manteniendo en gran medida sus 

competencias. Además, la organización de los gobiernos, incluyendo sus 

relaciones fiscales y sus acuerdos constitucionales e institucionales, 
varía considerablemente de un país a otro. El factor más importante 

que determina la distribución de las competencias  legislativas en 

materia tributaria entre los diferentes niveles de gobierno es que el 

modelo de Estado sea federal, centralizado o regional. 
Actualmente, el sistema tributario español es un sistema 

descentralizado asimétrico en el que la Comunidad Foral de Navarra y 

la Comunidad Autónoma del País Vasco tienen competencia normativa 
tributaria en virtud de los sistemas de Convenio y Concierto Económico 

amparados en la Disposición Adicional 1ª de la Constitución Española. 

Internamente, ambos sistemas son criticados desde posicionamientos 
políticos contrarios a ellos, a los que entre otras cuestiones acusan de 

ser incompatibles con el derecho de la Unión, pese a que los Tribunales 

de la Unión ya han declarado la viabilidad de la conformidad de estos 
sistemas con el derecho de la Unión, entre los que destacamos la 

sentencia de 11 de septiembre de 2008 del Tribunal de Justicia que 

resuelve el caso de las ayudas de estado de los Territorios Históricos de 

Araba, Bizkaia y Gipuzkoa. 
Desde un punto de vista estrictamente técnico, dichas acusaciones 

carecen de fundamento, puesto que tal y como se tratará de demostrar, 

el respeto a los sistemas de Convenio y Concierto no solo encuentran su 
acomodo en el TUE, sino que ambos sistemas están sujetos desde el 

punto de vista del Derecho interno a las normas de armonización fiscal 

europeas. Además, se pondrá el ejemplo de un relevante proceso 
europeo de armonización fiscal europeo en el que las instituciones 

forales están participado activamente: la Directiva BICCIS. 
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Abstract in italiano 

IL SISTEMA DI FINANZIAMENTO FORALE COME ESEMPIO DI 

DECENTRAMENTO FINANZIARIO ASIMMETRICO PERCORRIBILE 
NELL’UNIONE EUROPEA 

Il raggiungimento di una vera e propria armonizzazione fiscale nei 27 

paesi dell'Unione europea è un processo difficile, dato che in questo 
settore gli Stati membri conservano importanti competenze. Inoltre, 

l'organizzazione dei governi, compresi i loro rapporti fiscali e gli accordi 

costituzionali e istituzionali, varia considerevolmente da paese a paese. 
Il fattore più importante per determinare la distribuzione dei poteri 

legislativi in materia fiscale tra i diversi livelli di governo è capire se il 

modello di stato sia federale, centralizzato o regionale. 

Attualmente, il sistema fiscale spagnolo è un sistema decentrato 
asimmetrico in cui la Comunità Forale di Navarra e quella dei Paesi 

Baschi godono di una particolare competenza legislativa tributaria in 

virtù dei sistemi di Convenzione e Concerto Economico di cui alla Prima 
Disposizione aggiuntiva della Costituzione spagnola. Internamente, 

entrambi i sistemi sono criticati da posizioni politiche contrarie ad essi, 

e vengono accusati tra l’altro di essere incompatibili con il diritto 
dell’Unione europea, nonostante i giudici europei abbiano già dichiarato 
la compatibilità di tali sistemi di con il diritto dell'Unione, per esempio 

con la sentenza dell’11 settembre 2008 della Corte di Giustizia che 
risolve il caso degli aiuti di stato nei Territori Storici di Araba, Bizkaia e 

Gipuzkoa. 

Da un punto di vista strettamente tecnico, queste accuse sono 

infondate, poiché, come si cercherà di dimostrare, il rispetto dei sistemi 
di Convenzione e Concerto non solo sono compatibili con il TUE, ma tra 

l’altro gli stessi sono soggetti, dal punto di vista del diritto interno, alle 
norme europee di armonizzazione fiscale. Inoltre, si analizzerà l'esempio 
di un importante processo europeo di armonizzazione fiscale al quale le 

istituzioni forali stanno partecipando attivamente: la direttiva CCCTB. 
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Abstract in English 

THE BASQUE AND NAVARRE ECONOMIC AGREEMENT SISTEMS AS 

AN EXAMPLE OF ASYMMETRIC FINANCIAL DECENTRALIZATION 
VIABLE IN THE EUROPEAN UNION SCOPE 

The achievement of an actual financial harmonization in the 27 

countries in the European Union is a difficult process, since, to a big 
extent, States keep their capacities in this scope. Furthermore, the 

organization of governments, including financial relationships and 

constitutional and institutional agreements, vary considerably from one 
country to another. The most important factor shaping the distribution 

of legislative capacities in tax issues among different levels of 

government is the model of State, being this federal, centralized or 

regional. 
Nowadays, the Spanish tax system is a decentralized asymmetric 

system, where the Foral Community of Navarra and the Autonomous 

Community of Euskadi have normative capacity in tax issues, under the 
Economic Agreements exercising the 1st Additional Regulation in the 

Spanish Constitution. Both systems are internally criticized from rival 

political stances, accusing both systems of being contrary to the 
European Union regulation, despite of European Courts having already 

declared the viability of the compliance of those systems with the 

European Law. We emphasize on the sentence of the 11 of September 
2008 of the Court of Law resolving the case about State financial 

assistances to the historic territories of Araba, Bizkaia and Gipuzkoa. 

From an essentially technical point of view, these charges have no 

grounds, since, as we are about to demonstrate, the respect to the 
Convention and Concert / Arrangement systems not only finds its place 

in the European Court of Law, but both systems are subject to 

European financial harmonization regulations within the internal 
Spanish Law. In addition, an example of the outstanding issue of 

financial European harmonization will be explained: the CCCTB 

Directive, where Foral Institutions have actively participated. 
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Resumen en español 

LA APORTACIÓN DE LA UE A LA RECONFIGURACIÓN TÉCNICA DEL 

ESTADO SOCIAL 
De las diversas proyecciones que presenta el debate sobre el futuro del 

Estado Social, esta comunicación se centra en la necesaria evolución de 

las técnicas e instrumentos jurídicos en que aquel se articula en la 
práctica. La categoría de los derechos sociales es quizá el instrumento 

jurídico más representativo de ello. Sin embargo, tradicionalmente ha 

sido objeto de un debate dogmático jamás cerrado sobre su naturaleza y 
nivel de garantía respecto a las demás categorías presentes en las 

cartas de derechos. Frente a ello, se propone una nueva perspectiva de 

análisis que atiende a las técnicas, los procedimientos, las formas de 

gestión de los servicios públicos y prestaciones sociales y la definición 
de nuevas condiciones de ejercicio de derechos sociales concretos. Para 

ello se toman como referencia las orientaciones de la política europea de 

empleo en relación con los derechos socio-laborales; lo que permite 
inducir interesantes conclusiones sobre las nuevas tendencias de 

articulación práctica del Estado Social y sus derechos. 

 

 

Abstract in italiano 

IL CONTRIBUTO DELL’UE ALLA RICONFIGURAZIONE TECNICA DELLO 
STATO SOCIALE 

Tra le diverse proiezioni sollevate dal dibattito sul futuro dello Stato 
Sociale, questo intervento si incentra sulla dovuta evoluzione delle 

tecniche e degli strumenti giuridici con i quali si attua nella pratica. La 

categoria dei diritti sociali è probabilmente lo strumento giuridico più 
rappresentativo di ciò. Tuttavia, è stato oggetto tradizionalmente di un 

dibattito dogmatico e concettuale mai chiuso sulla loro natura e il livello 

di garanzie rispetto alle altre categorie presenti nelle carte dei diritti. 

Qui invece, si propone un nuovo approccio d’analisi che si sofferma 
sulle tecniche, le procedure, le forme di gestione dei servizi pubblici e 

delle prestazioni sociali, nonchè sulla definizione di nuove condizioni 

d’esercizio dei diritti sociali specifici. Perciò si prendono come 
riferimento gli orientamenti della politica europea per l’impiego in 
relazione con i diritti socio-lavorativi, i quali permettono di indurre 

conclusioni interessanti sulle nuove tendenze per lo svolgimento pratico 
dello Stato Sociale ed i suoi diritti. 

 

 



277 

Abstract in English 

EU CONTRIBUTION TO WELFARE STATE TECHNICAL 

RECONFIGURATION 
Among the different views having the debate on the future of Welfare 

State, this paper focuses on the necessary evolution of the technique 

and legal instruments needed to apply it in a practical way. Social 
rights are likely the most representative of those legal instruments. 

However, there has been a never ended dogmatic discussion about their 

nature and the level of protection and guarantee regarding the other 
categories of rights in the charters. By contrast, a new analysis 

approach is suggested. It deals with techniques, procedures, innovative 

ways of management for public services and social benefits, and the 

definition of new conditions for exercise social rights. Taken the 
guidelines of the European employment policy in relation to social and 

labor rights as a frame of reference, it’s possible to infer interesting 
conclusions about the new trends of implementation of Welfare State 
and its rights. 
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jurisdiccional, ésta quedó en gran medida frustrada con la STC 247/2007, sobre la 

naturaleza y régimen de garantía de los derechos estatutarios, a los que negó el 

carácter de fundamentales y de derechos subjetivos (FJ 15)1. 

Dado que los Estados nacionales no sólo han venido protagonizando un 

proceso descentralizador a nivel infraestatal, sino que al mismo tiempo la globalización 

les ha llevado a participar en procesos de integración supranacional con cesión de 

competencias principalmente económicas, pero de innegable trascendencia social; 

resulta obligado plantearse la aportación de la Unión Europea (UE) a la articulación 

práctica y efectiva del Estado Social a través de técnicas o instrumentos jurídicos 

innovadores respecto a los institutos clásicos. A ese respecto, la influencia de la UE 

puede concretarse en dos vías de acción que serán aquí objeto de atención. Por un 

parte, se ha optado por consolidar su proyección social recurriendo también al 

instrumento tradicional de la carta de derechos (incluidos los de carácter social) 

mediante su incorporación al Derecho originario a través del Tratado de Lisboa de 

2007. Sin embargo, por otra parte, e incluso con anterioridad a dicha iniciativa, cabe 

advertir en la acción social de la UE la introducción de tendencias innovadoras en el 

terreno de la articulación práctica de los derechos sociales, proponiendo nuevas 

condiciones de ejercicio o promoviendo nuevas formas de gestión de prestaciones 

sociales y servicios públicos. Es esta segunda línea de acción la que se ubica en los 

terrenos sugeridos por el Prof. CASCAJO para reconducir el debate sobre la evolución del 

Estado Social y los derechos sociales; razón por la cual merecerá aquí mayor atención. 

2.- La aportación de la Unión Europea I. La vía tradicional: la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea. 

De acuerdo con lo expuesto, no corresponde aquí un estudio detallado de la 

Carta de Derechos Fundamentales de la UE (CDFUE) incorporada al Tratado de Lisboa 

ex art. 6.1 TUE. Más bien se trata de referir brevemente cómo, a pesar del avance que 

ello supone, el instrumento jurídico utilizado sugiere en gran medida los mismos 

                                                             
1 A pesar de ello, ha sido inevitable la reapertura del debate conceptual de escasos resultados prácticos, 
mientras que permanecen sin precisar de forma pacífica cuestiones determinantes de la efectividad del 
Estado Social en el ámbito autonómico, como el sistema de distribución de competencias y el régimen 
de financiación de las políticas públicas carácter social (vid. MEDINA GUERRERO, 2008). 
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Abstract in italiano 

UNA RESPONSABILIZZAZIONE SOCIALE PER L’EUROPA 

Il lavoro si propone di affrontare due questioni, tra loro connesse: a) se 
si stia effettivamente costruendo un modello sociale europeo; b) se il 

cittadino ne sia partecipe contribuendo, attraverso il voto, a definirlo o 

se possa, tramite l’iniziativa popolare, stimolarne lo sviluppo. I nuovi 
vincoli ai bilanci nazionali e la regolamentazione dei programmi di 

risanamento finanziario per i singoli Stati, introdotti nell’Eurozona per 
fronteggiare la crisi ma destinati a disciplinare le politiche economiche 
del futuro, si inseriscono in un contesto, quello del diritto dell’Unione, 
che persegue anche obiettivi di politica sociale (artt. 4, 5 e 9 TFUE), 

affidando agli Stati il compito della concreta erogazione delle 

prestazioni. Coniugare vincoli di bilancio ed offerta di prestazioni sociali 
è oggi un problema dei singoli Paesi membri che hanno sofferto gli 

evidenti riflessi delle misure europee sulla sostenibilità dei sistemi di 

Welfare. Perché si possa parlare di un ordinamento europeo coerente 
con i suoi stessi principi, occorre una responsabilizzazione sociale 
dell’Europa, che può esprimersi in forme diverse. Viene qui presa in 
considerazione l’idea della definizione, in sede sovranazionale, di 
standard minimi per prestazioni sociali  (Livelli Essenziali di Assistenza 

condivisi a livello europeo, cui dovrebbe essere attribuita una precisa 

funzione di garanzia) e quella dell’indicazione agli Stati membri di 
istituire una riserva di bilancio per le garanzie sociali, nell’ottica del 
corretto bilanciamento tra garanzie sociali e regolarità dei conti. 

Affinché si realizzi una dimensione sociale europea occorre che il popolo 

svolga un ruolo propulsivo: s’impone un’ulteriore riflessione sulla 
rappresentanza democratica (soprattutto sulla partecipazione dei 

parlamentari europei alla definizione degli indirizzi politici generali 

dell’Unione e dei programmi di risanamento che interessano i singoli 
Stati) e un’attenta valutazione delle virtualità dell’iniziativa diretta dei 
cittadini per stimolare l’intervento sociale, oggi possibile attraverso la 

procedura definita dal Reg. 211/2011. 

Resumen en español 

RESPONSABILIDAD SOCIAL PARA EUROPA 
El autor desarrolla su análisis formulando dos preguntas: ¿existe una 

“dimensión social europea”? ¿Puede el ciudadano comunitario 

participar, a través del voto o de la iniciativa legislativa, en su proceso 
de formación? A partir de 2008, la UE no se ha limitado a gestionar 

únicamente los efectos de la crisis financiera, ya que las medidas 

producto de la nueva colaboración en materia de politica económica 
entre los Países de la Eurozona han creado un sistema de normas que 

regularán las políticas del futuro; por otro lado, el ordenamiento de la 

UE no deja de proteger también los derechos sociales como garantía del 

bienestar de la población europea (art. 4, 5, 9 TFUE). La cuestión que 
nos interesa es que la UE, aunque se hace promovedora del desarrollo 
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de la protección social, a su vez, ha tomado decisiones económicas 

suscetibles de perjudicar la capacidad de los Estados de emplear los 

recursos públicos que sean necesarios para ofrecer prestaciones 
sociales. Para asegurar coherencia con los principios expresados en los 

Tratados la UE debería sentir una responsabilidad social, que llevaría a 

la introducción de mecanismos de control sobre el impacto social de sus 

medidas económicas: se tomará en consideración la idea de definir 
niveles mínimos de atención social europeos y la propuesta de pedir a 

los Estados que, junto a la introducción del vínculo del equilibrio del 

balance público, instituyan una reserva financiera para la oferta de 
garantías sociales. Los ciudadanos europeos pueden (¡deberían!) jugar 

un papel proactivo; el Parlamento, representante de la ciudadanía 

europea, no participa en muchas de las decisiones importantes en 
materia económica, por lo que se debería tomar en serio la idea de 

estimular el desarrollo de mecanismos de garantía social a través de la 

iniciativa legislativa directa de los ciudadanos según lo previsto en el 
Reg. 211/2011. 

Abstract in English 

A SOCIAL RESPONSABILIZATION FOR EUROPEAN UNION 

The aim of this paper is to answer two interconnected questions: a) is 

Europe building an “european social model”? b) are the citizens 
contributing to the development of this model,  through their vote or the 

direct popular initiative? The new national budget constraints and the 

regulation of financial recovery programs for member States, introduced 

in the Eurozone to face the financial crisis but now set to regulate the 
economic policy of the future,  lie within a legal framework that is 

intended also to protect the social rights (art. 4, 5, 9 TFEU), where 

member States are given the duty to provide social services. Member 
States face the challenge of ensuring welfare benefits within the tight 

budget constraints, reflecting the European measures on Welfare 

systems sustainability. To be coherent with the european protection of 
social rights, the Union should undergo a process of 'social 

responsabilization'; it may takes different forms. The paper considers 

the  idea of setting at European level some minimum standards for 
social benefits and the proposal to impose to the States the creation of a 

financial reserve for social guarantees (as in the Brazilian Case), in 

order to have the right balance between the social guarantees and 

balanced budgets. In the light of this european involvement, citizens 
shall play an active role: if the parliamentary representation is not 

enough, because of the (marginal) role that parliament has in the Union 

general economic policy and in the definition of financial programs for 
member States, one should consider the direct citizens’ initiative, in 
accordance to the Regulation 211/2011 procedure, as a way to 

stimulate european social intervention.  
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Abstract in italiano 

LE PROSPETTIVE DI TUTELA DEI DIRITTI SOCIALI 

NELL’ORDINAMENTO EUROUNITARIO IN PREVISIONE 
DELL’ADESIONE DELL’UE ALLA CEDU. 

Il saggio indaga le prospettive di tutela dei diritti sociali nel contesto 

sovranazionale in previsione dell’adesione dell’UE alla CEDU. Sebbene 
la CEDU si incentri prevalentemente sulla tutela dei diritti civili e 

politici, la Corte EDU ha sviluppato una significativa giurisprudenza sui 

diritti sociali.  All’interno della categoria dei diritti sociali, l’analisi è 
circoscritta al diritto alla contrattazione collettiva e al diritto di sciopero, 

i quali mostrano come si stia delineando in via giurisprudenziale un 

“doppio livello” di protezione, sovranazionale e convenzionale. La Corte 
di Giustizia, infatti, a partire dalle sentenze Viking e Laval, ha operato 
bilanciamenti tra diritti sociali e libertà economiche che si sono tradotti 

nell’accoglimento delle ragioni del mercato piuttosto che delle istanze 
sociali. La prospettiva dell’adesione dell’UE alla CEDU, con la 
conseguente riconsiderazione in ambito sovranazionale del valore della 

CEDU e della giurisprudenza di Strasburgo in tema di diritti sociali, 

potrebbe contribuire ad invertire i termini del rapporto tra Europa 
economica e Europa sociale. Potrebbe, in altri termini, orientare il 

bilanciamento condotto dalla Corte di Giustizia tra libertà economiche 

ed istanze sociali in favore di opzioni ricostruttive più attente alla tutela 
dei diritti sociali. Ciò, del resto, troverebbe supporto nel complessivo 

impianto normativo delineato dal Trattato di Lisbona, che ha introdotto 

significative novità sotto il profilo della valorizzazione degli aspetti 

sociali del processo di integrazione europea. 

 

Resumen en español 

LAS PERSPECTIVAS DE TUTELA DE LOS DERECHOS SOCIALES EN 
EL ORDENAMIENTO EURO-UNITARIO EN PREVISIÓN DE LA 

ADHESIÓN DE EUROPA AL CEDH 

El trabajo indaga en las perspectivas de tutela de los derechos sociales 
en el contexto supranacional en previsión de la adhesión de la Unión 

Europea al CEDH. Aunque el CEDH se concentra preferentemente en la 

tutela de los derechos civiles y políticos, el TEDH ha desarrollado una 

significativa jurisprudencia sobre los derechos sociales. En el marco de 
la categoría de los derechos sociales, el análisis se circunscribe al 

derecho a la negociación colectiva y al derecho a la huelga, los cuales 

ponen de manifiesto cómo se está delineando en vía jurisprudencial un 
“doble nivel” de protección, supranancional y convencional. El Tribunal 
de Justicia, de hecho, a partir de la sentencia Viking e Laval, ha 

actuado a través de la ponderación entre derechos sociales y libertades 
económicas, lo que se ha traducido en la asunción de las razones de 

mercado más que en las instancias sociales. La perspectiva de la 
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adhesión de la Unión Europea al CEDH, con la consiguiente 

reconsideración en el ámbito supranacional del valor del CEDH y de la 

jurisprudencia de Estrasburgo en materia de derechos sociales, podría 
contribuir a delimitar los términos de la relación entre la Europa 

económica y la Europa social. Podría, en otros términos, orientar la 

ponderación conducida por el Tribunal de Justicia entre libertades 

económicas e instancias sociales a favor de opciones reconstructivas 
más atentas a la tutela de los derechos sociales. Esto, por lo demás, 

encontraría apoyo en el complejo normativo delineado por el Tratado de 

Lisboa, que ha introducido novedades significativas en la perspectiva de 
la valoración de los aspectos sociales del proceso de integración 

europea. 

 

Abstract in English 

THE PERSPECTIVES FOR THE PROTECTION OF SOCIAL RIGHTS INTO 

THE EU LEGAL SYSTEM IN VIEW OF THE EU ACCESSION TO THE 
ECHR. 

The essay examines the perspectives for the protection of social rights 

in the supranational legal system in view of the EU accession to the 

ECHR. Although the ECHR focuses primarily on the protection of civil 
and political rights, the ECtHR has developed a significant 

jurisprudence on social rights. Within the category of social rights, the 

analysis will focus on the right to collective bargaining and the right to 
strike, which show a "double standard" of protection, supranational and 

conventional. Since the judgments Viking and Laval, the ECJ has given 

priority to the economic freedoms rather than the social issue. The 
perspective of the EU accession to the ECHR and the consequent 

reassessment - within supranational system - of the value of the ECHR 

and the Strasbourg jurisprudence in the field of social rights, will 

possibly help to reverse the terms of the relationship between economic 
Europe and social Europe. In other words, it will possibly readdress the 

balance between economic freedoms and social issues developed by the 

ECJ. In addition, this perspective would find support in the overall legal 
framework set by the Lisbon Treaty, which introduced significant 

changes in terms of the enhancement of the social aspects of the 

European integration process. 
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Abstract in italiano 

LA CARTA SOCIALE PRESA SUL SERIO 

La Carta sociale europea (CSE), adottata dal Consiglio d’Europa nel 
1961 e riveduta nel 1996, è solitamente considerata la “sorella povera” 
della Convenzione europea dei diritti dell’uomo (CEDU), soprattutto in 
ragione del più debole sistema di controllo in essa previsto. In realtà, 
spesso si dimentica che solo una visione integrata dei due testi 

convenzionali è in grado di riflettere fedelmente il principio di 

“indivisibilità” dei diritti fondamentali. In tal senso, la previsione nel 
Trattato di Lisbona dell’adesione dell’UE alla seconda, ma non anche 
alla prima, conferma la distanza ancora esistente sulla strada 

dell’integrazione europea fra libertà economiche e giustizia sociale, ed 
appare affetta dal medesimo “strabismo” costituzionale. Eppure, 
l’organo istituito per vigilare sul rispetto da parte degli Stati degli 
obblighi assunti con la ratifica della CSE (il Comitato europeo dei diritti 

sociali) è stato fra i più attivi a livello europeo nella tutela dei diritti c.d. 
sociali, rappresentando ancora oggi l’unica istanza europea 
specializzata in materia. 

Il presente contributo, attraverso un’illustrazione dei vantaggi offerti dal 
doppio sistema di controllo disposto dalla CSE e una comparazione fra 

le decisioni del Comitato e la giurisprudenza delle Corti europee in tre 

vicende altamente significative (le misure anticrisi imposte dalla Troika 

alla Grecia, il noto caso Laval e la protezione degli immigranti irregolari), 
intende offrire argomenti per una rivitalizzazione di tale strumento 

convenzionale nella prospettiva di una sempre maggiore 

“costituzionalizzazione” dell’ordinamento UE. 

 

Resumen en español 

LA CARTA SOCIAL EUROPEA EN SERIO 
La Carta Social Europea (CSE), adoptada por el Consejo de Europa en 

1961 y revisada en 1996, se considera normalmente “la hermana pobre” 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), sobre todo, 
porque el sistema de control previsto en ella es más débil. En efecto, 

con frecuencia se olvida que solamente una visión integrada por ambos 

textos convencionales puede reflejar fielmente el principio de 

“indivisibilidad” de los derechos fundamentales. En este sentido, la 
previsión en el Tratado de Lisboa de la adhesion de la UE a la segunda, 

pero no a la primera, confirma la distancia que aún existe en el camino 

de la integración europea entre libertad económica y justicia social, y 
parece afectada por el mismo “estrabismo” constitucional. Y sin 
embargo, el órgano establecido para vigilar el respeto, por parte de los 

estados, a las obligaciones asumidas con la ratificación de la Carta (el 
Comité Europeo de Derechos Sociales), ha sido uno de los más activos a 
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nivel europeo en la tutela de los derechos sociales, representando hasta 

el día de hoy la única instancia europea especializada en materia. 

El presente estudio, a través de una ilustración de las ventajas 
ofrecidas por el doble sistema de control dispuesto por la CSE y una 

comparación entre la decisión del Comité y la jurisprudenza de las 

Cortes Europeas en tres casos altamente significativos (las medidas 

anticrisis impuestas por la Troika a Grecia, el conocido caso Laval y la 
protección de los emigrantes irregulares), quiere ofrecer argumentos 

para una revitalización de tal instrumento convencional en la 

prospectiva de una mayor “constitucionalización” del ordenamiento UE. 

 

Abstract in English 

TAKING THE EUROPEAN SOCIAL CHARTER SERIOUSLY 
The European Social Charter (ESC), adopted by the Council of Europe 

in 1961 and revised in 1996, is usually considered the “poor step-sister” 
of the European Convention on Human Rights (ECHR), also because of 

the weaker control system provided therein. It is however 
unquestionable, though often disregarded, that only an integrated 

understanding of the two treaties may fully comply with the principle of 

human rights’ “indivisibility”. From this standpoint, EU accession to the 
ECHR (art. 6(2) TUE), but not even to the ESC, looks like an implicit 

restatement in the integration process of the existing divide between 

economic freedoms and social justice, reflecting a sort of “constitutional 
squint”. Yet, the ESC’s guardian – the European Committee of Social 

Rights – has been amongst the European bodies the most activist in 

protecting “social” rights over the past decades, standing nowadays as 
the only European (quasi-)judicial branch specialized in the matter. 

Through a description of the concrete advantages arising from the 

double control system provided for in the ESC and by a comparison 

between the Committee’s decisions and the European Courts’ rulings on 
three hard cases (the austerity measures imposed to Greece by Troika, 

the Laval saga and the protection of unlawful immigrants), the paper 

aims at positively contributing with reasons and arguments to a 
relaunch of the Charter system, especially in a EU “constitutionalizing” 
perspective. 
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Abstract in italiano 

LA PROTEZIONE DEI DIRITTI SOCIALI ATTRAVERSO IL PRISMA 

DELLA CRISI. RIFLESSIONI SUL CASO PORTOGHESE E SPUNTI DI 

COMPARAZIONE CON QUELLO ITALIANO 
In una situazione di crisi economica che può essere ormai definita 

“sistemica” e non meramente “ciclica”, la protezione dei diritti sociali, 
più che la tutela di altri diritti, sembra essere in crisi. 
Si osserva una situazione politica ed economica in cui molti stati 

europei, al fine ottenere sostegno finanziario dall’Europa devono 
rispettare rigidi parametri imposti, che sacrificano o limitano il livello di 
protezione di molti diritti sociali secondo dinamiche che non sempre 

paiono conformi alle previsioni costituzionali nazionali. La situazione 

impone di considerare sia la natura dei diritti sociali (eventualmente 
ripensando le categorie dogmatiche tradizionali), sia la natura del 

bilanciamento fra la tutela dei diritti sociali e le esigenze di 

contenimento della spesa pubblica e i vincoli finanziari. Entrambe sono 

problematiche dal tono costituzionale evidente, ma possono dirsi 
omogenee e sempre bilanciabili? La questione è certamente complessa: 

in dottrina coesistono differenti posizioni e in giurisprudenza si accoglie 

una sorta di “graduazione” nella protezione dei diritti sociali, 
consentendo restrizioni in ragione delle necessità economico-finanziarie 

contingenti. In questo contesto, pertanto, appare determinate analizzare 

il ruolo esercitato dai giudici costituzionali, nel bilanciare le necessità 
economico finanziarie con la protezione del “nucleo essenziale” dei diritti 
sociali. Si concentrerà l’attenzione sulla giurisprudenza del Tribunale 
costituzionale Portoghese degli ultimi anni. Giurisprudenza che, in 
ragione della specificità delle misure imposte dalla Troika e delle 

tecniche decisionali adottate, pare un caso emblematico. Non 

mancheranno, comunque riferimenti di comparazione con la 

“giurisprudenza della crisi” della Corte costituzionale italiana. Le 
posizioni assunte dal Tribunale costituzionale portoghese sono degne di 

nota non solo per le implicazioni ordinamentali, e non solo perché 

portano a riflettere sulla nota problematica del rispetto del rapporto fra 
tutela dei diritti e rispetto delle esigenze di finanza pubblica, nonché sul 

rapporto fra ordinamenti interni e Unione Europea, ma anche perché 

mostrano l’interesse e la sensibilità dei giudici costituzionali verso la 
c.d. “esistenza libera e dignitosa”. La sfida di questo paper sarà anche 

approfondire questo aspetto, cercando di evidenziare se il rispetto del 

principio di dignità umana possa essere considerato un criterio 
interpretativo utile (se non necessario) per definire i c.d. “hard cases”, in 
cui il rispetto di esigenze economico-finanziarie si appalesi in contrasto 

con la necessità di proteggere il nucleo essenziale dei diritti sociali 

previsti in Costituzione. 
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Abstract in English 

PROTECTION OF SOCIAL RIGHTS THROUGH THE PRISM OF CRISIS. 

REFLECTIONS ON THE CASE OF PORTUGAL AND ELEMENTS OF 
COMPARISON WITH THE ITALIAN ONE. 

In a situation of economic crisis that can be defined “systemic” and not 
merely “cyclical”, social rights’ protection, more than other rights’ 
protection, seems to be in danger. We have to face a political and 

economical situation in which European States, according to European 

financial recovery measures, have taken measures that sacrifice or 
restrict the level of protection of social rights in a way that may not be 

in line with national constitutional provision.  This situation imposes to 

the questioning both of the nature itself of social rights – even 

rethinking  the traditional dogmatic categories - and of the nature of the 
balancing between social rights protection and the containment of 

public spending and economic constraint. Both are constitutional 

issues, but are they perfectly homogeneous and comparable, or not? 
The question is very thorny: among the scholars are coexisting different 

views and the constitutional jurisprudence appears to endorse a sort of 

“gradualness” in protection of social rights, allowing restriction because 
of economic and financial needs. In this framework it appears to be 

crucial to analyze the role played by judges, who are required to balance 

economic and financial needs with the protection of the “essential 
constitutional content” of a social right. 

I will focus on the recent case law of the Portuguese Constitutional 

Tribunal. Case law that, because of the specificity of the austerity 

measures imposed by the Troika and of the interpretive techniques 
adopted, appears to be an emblematic case.  

There will be also some comparative references to the “case law of the 
crisis” of the Italian Constitutional Court. The statements of the 
Portuguese Constitutional Tribunal are key not only for the national 

implications, and not only because they lead us to reflect on the note 

issue of the respect of the relationship between rights' protection and 
the respect for the needs of public finance, as well as on the 

relationship between national legal systems and the European Union, 

but also because they show clearly the interest and the sensitivness of 
constitutional judges for the right to live with dignity. The challenge of 

the paper is also to delve into the issues aforementioned, trying to 

investigate if the respect of the principle of human dignity can be 

considered an interpretive criteria useful (and even necessary) to 
adjudicate “hard-cases”, in which economic and financial needs appear 
to be in contrast with the necessity to protect the essential core of social 

rights provided by the Constitution. 
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Abstract in English 

EUROPEAN CITIZENSHIP AND SOCIAL RIGHTS: AN ASSESSMENT 

THROUGH HEALTH PROTECTION 
This paper seeks to analyse the mutual impact of the European 

citizenship and social rights through health protection. For this 

purpose, the first part focuses on the development of the citizenship 
concept as introduced by the Treaty of Maastricht. By virtue of the 

allocation of competences between the EU and Member States, the 

second part examines the multilevel health protection verifying its 
domestic as well as supranational dimension. The last part is focused 

on the application of the fundamental (or social?) right to health in 

comparison with the interpretation of the other provisions contained 

into Title IV of the EU Charter of fundamental rights. Finally, we will try 
to provide some indications on the current status of social rights 

protection taking into account the economic crisis that still affects some 

Member States. 

 

 

Abstract in italiano 

LA CITTADINANZA EUROPEA E I DIRITTI SOCIALI: UN’ANALISI 
ATTRAVERSO IL DIRITTO ALLA SALUTE 
Il contributo mira ad analizzare il reciproco impatto della cittadinanza 

europea e dei diritti sociali attraverso la protezione della salute. A tale 

scopo, la prima parte dell’intervento si concentra sulla nascita e lo 
sviluppo del concetto di cittadinanza, così come introdotto dal Trattato 

di Maastricht. In virtù del riparto di competenze tra l’Unione Europea e 
gli Stati membri, la seconda parte esamina la tutela multilivello del 
diritto alla salute verificandone la sostanziale bipartizione tra la 

dimensione interna e quella sovranazionale. L’ultima parte si concentra 
invece sull’applicazione del diritto fondamentale (o sociale?) alla salute 
con riferimento all’interpretazione delle disposizioni contenute nel Titolo 
IV della Carta dei diritti fondamentali dell’UE. Infine, si tenterà di 
fornire alcune indicazioni sullo stadio attuale di protezione dei diritti 

sociali tenendo in considerazione la crisi economica che ancora affligge 
alcuni Stati membri. 

  



385 

Resumen en español 

LA CIUDADANÍA EUROPEA Y LOS DERECHOS SOCIALES: UN 

ANÁLISIS A TRAVÉS DEL DERECHO A LA SALUD 
Nuestro trabajo analiza el impacto recíproco de la ciudadanía europea y 

los derechos sociales a través de la protección de la salud. A tal fin, la 

primera parte de nuestra contribución se centra en el nacimiento y 
desarrollo del concepto de ciudadanía, tal como fue introducido por el 

Tratado de Maastricht. En virtud del reparto de competencias entre la 

Unión Europea y los estados miembros, la segunda parte examina la 
tutela multinivel del Derecho a la salud, comprobándose el sustancial 

reparto entre la dimensión interna y la supranacional. La última parte 

se ocupa de la aplicación del Derecho fundamental (¿o social?) a la 

salud, haciendo referencia a la interpretación de las disposiciones 
contenidas en el Título IV de la Carta de los Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea. En definitiva, se pretende reflejar algunas ideas 

sobre el estadio actual de protección de los derechos sociales, teniendo 
en cuenta la crisis económica que azota a algunos estados miembros.  

  























396 

 





398 

Abstract in italiano 

In questo contributo, l’Autore analizza il mandato dell’Ufficio Europeo di 
sostegno per l’asilo (Easo) al fine di verificare se le attività poste in 
essere sono volte alla garanzia dell’effettivo esercizio dei diritti sociali dei 
richiedenti asilo.  

In primo luogo la ricerca si sofferma sull’esame delle principali azioni di 
sostegno e sulla funzione informativa e consultiva dell’Easo.  

In seguito, si concentra l’attenzione sul controllo degli interventi 
dell’Easo sotto il profilo dei principi di indipendenza e qualità scientifica 
e tecnica.  

Infine, si prendono in esame le future strategie di lavoro e si formulano 

alcune proposte dirette al rafforzamento della funzione di cooperazione 

pratica del’Ufficio e del ruolo di promozione lato sensu dei diritti sociali 
dei richiedenti asilo. 
 

Resumen en español 

En este trabajo, el autor examina el mandato de la Oficina Europea de 
Apoyo al Asilo (OEAA) con el fin de determinar si las actividades 

llevadas a cabo están dirigidas a garantizar el ejercicio efectivo de los 

derechos sociales de los solicitantes asilo. 
En primer lugar, se estudian las principales actividades de apoyo de la 

Oficina y sus funciones de consulta y de asesoría.  

A continuación, la atención se centra en los mecanismos para controlar 
la independencia y la calidad científica y técnica de las actividades de la 

OEAA.  

Por último, se examinan las estrategias futuras de trabajo de la Oficina 
y se formulan propuestas destinadas a reforzar la cooperación práctica 

de la OEAA y la promoción, lato sensu, de los derechos sociales de los 

solicitantes de asilo. 
 

Abstract in English 

In this contribution, the Author analyses the EASO’s (European Asylum 
Support Office) mandate in order to verify whether the carried out 

activities are aimed at guarantee the effectiveness of asylum seekers 
social rights.  

Firstly, the research focuses on the examination of the main support 

actions and both informative advisory tasks of EASO.  
Secondly, the attention turns to a reconstruction of the control 

instruments to which Easo is subject in terms of independence and 

technical-scientific quality.  
In conclusion, the Author examines Easo’s future strategies and offers 
solutions to strengthen the role of practical cooperation of Easo and its 

role, lato sensu, as social rights promoter of asylum seekers.  
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Resumen en español 

Los viejos Estados-Nación europeos y sus sistemas constitucionales se 

enfrentan a un doble reto de envergadura. El proceso de integración 
europea se ha solapado con reivindicaciones nacionalistas a nivel 

subestatal, algunas de larga duración. Estos dos procesos conducen a 

un doble vaciado de soberanía de los centros tradicionales de poder: 
hacia arriba -esto es, a las instituciones europeas, y hacia abajo -o sea, 

a entidades subestatales (con o sin pulsiones identitarias y dentro de 

sus diversas denominaciones y formas jurídicas). La contradicción 
latente ha tratado de neutralizarse con la llamada Europa de las 

Regiones sin grandes resultados en su relación con los nacionalismos. 

Esta ponencia gira, por tanto, en torno a dos partes. En primer lugar 

contextualizaremos los nacionalismos que nos ocupan desde una doble 
perspectiva: como fenómeno sociohistórico y como fenómeno jurídico 

internacional, donde puede entrar en conflicto con los textos 

constitucionales y entran en liza algunas cuestiones de derechos 
humanos (véase, la autodeterminación). En segundo lugar, 

analizaremos su encaje y su relación con la Europa de las Regiones. En 

definitiva, desde una óptica interdisciplinar proponemos una reflexión 
que, por caso práctico, nos explica por qué un referéndum no parece 

posible en España y sí es posible en Escocia al no tener el Reino Unido 

de Gran Bretaña esos límites constitucionales. También ofrecemos 
algunas claves sobre la frecuente politización de esta cuestión, 

incluyendo los intereses económicos de las regiones en su relación con 

la Unión Europea y la controvertida responsabilidad de los Estados: son 

los Estados Miembros quienes afrontan eventuales sanciones, por 
ejemplo, de la Comisión o sentencias desfavorables del Tribunal de 

Justicia inclusive cuando se deben a decisiones tomadas a nivel 

regional. En conclusión, la multitud de aristas del tema merece una 
exposición que sistematice las problemáticas en juego y evite su 

frecuente politización. 
 

 

Abstract in italiano 

Gli Stati nazione in Europa affrontano attualmente una duplice sfida. 

L’integrazione europea si è sovrapposta ai movimenti nazionalisti 
substatali, alcuni con una lunga storia. I due processi hanno contributo 
a svuotare la sovranità dei centri tradizionali di potere; verso l’alto, cioè, 
verso le istituzioni dell’UE, ed verso il basso –enti substatali qualunque 

sia la loro natura giuridica e il loro nome. L’Europa delle regioni voleva 
neutralizzare questa contraddizione latente, senza esito nei suo 

rapporto con i nazionalismi. La presente relazione contestualizza i 

nazionalismi in Europa, analizza l’evoluzione della loro strategia e se c’è 
la sufficiente flessibilità preso i sistemi costituzionali europei per 
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svilupare l’autodeterminazione interna senza rotture. Perchè è stato 

possibile un referendum in Scozia e non in Catalogna? Se cresce 

l’autonomia delle regioni, perché gli Stati membri dell’UE sono 
responsibili di fronte all Tribunale di Giustizia dell’UE a causa di 
decisioni adottate a un livello regionale? In una prospettiva 

interdisciplinare, vogliamo dare elementi di valutazione in questo 

dibattito per evitar l’eccessiva politicizzazione dei problemi. 
 

Abstract in English 

Traditional European Nation-States and their constitutional systems 
face a double challenge. The process of european integration has 

overlapped with sub-state nationalist movements, some of which have a 

long history. These two processes have doubly emptied the sovereignty 

of the usual centres of power: from above, that is towards the european 
institutions; and from below, to sub-state entities regardless of their 

legal status and designation. The latent contradiction was intended to 

be neutralised with the so-called Europe of the Regions, without 
success in its relation with nationalisms. This communication 

contextualises nationalisms from an international point of view in order 

to analyse their different and evolving strategies within the EU. Why a 
referendum in Scotland is possible but not in Catalunya? Why States 

continue to be held responsible in front of the European Court of 

Justice to respond from problematic decisions taken at a regional level? 
Are the European constitutional systems sufficiently flexible to develop 

internal self-determination processes?  From an interdisciplinary 

perpective, we offer some key points to avoid the usual politicization of 

this matter in order to complete the constitutional debate and provide 
with a broader view.  
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Introducción 

Los viejos Estados-Nación europeos y sus sistemas constitucionales se 

enfrentan a un doble reto de envergadura. El proceso de integración europea se ha 

solapado con reivindicaciones nacionalistas a nivel subestatal, algunas de larga 

duración. Estos dos procesos conducen a un doble vaciado de soberanía de los centros 

tradicionales de poder: hacia arriba -esto es, a las instituciones europeas, y hacia abajo 

-o sea, a entidades subestatales (con o sin pulsiones identitarias y dentro de sus 

diversas denominaciones y formas jurídicas). La contradicción latente ha tratado de 

neutralizarse con la llamada Europa de las Regiones sin grandes resultados en su 

relación con los nacionalismos. Nos planteamos hasta qué punto siguen vigentes los 

Estados-Nación tradicionales que han protagonizado la integración europea y sus 

sistemas constitucionales y, en qué medida, por su parte, los nacionalismos han 

evolucionado y han adaptado sus estrategias a una Europa de las Regiones. 

1.- La autodeterminación como fenómeno socio-histórico y jurídico-internacional 

Detrás de nuestra problemática se encuentra el derecho de 

autodeterminación, cuyo manejo también es importante para los constitucionalistas 

que desean acercarse a los retos que plantean los nacionalismos en Europa. El 

concepto nace con la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América 

el 4 de julio de 1776 y se desarrolló jurídicamente en el siglo XIX bajo la forma del 

principio de las nacionalidades. La materialización práctica de este principio fue 

creando un marco legal para su aplicación: la legitimidad estatal bebería de la 

homogeneidad nacional, con la típica insistencia decimonónica en el medio natural o 

en aspectos raciales, lingüísticos y religiosos. 

Conviene recordar que cualquier constructo legal está íntimamente 

relacionado con la realidad material o contexto en el que se produce y, por tanto, 

merece este tema alguna aclaración en términos socio-históricos. En lo sucesivo nos 

referiremos a los nuevos nacionalismos para identificar a los movimientos subestatales 

que se auto-definen como naciones sin Estado por contraposición a los Estados-Nación 

de viejo cuño dentro de los cuales se encuentran. Puede afirmarse, en rigor, que desde 
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colonialismo interno tuvo grandes limitaciones: no todas las regiones con pulsiones 

nacionalistas eran necesariamente pobres por distribución de recursos, protección 

social o industria, de tal modo que en esos casos el carácter periférico no era un 

elemento definidor suficiente. La conclusión, novedosa en términos de teoría política, 

hacía indisociables nacionalismo y socialismo. De hecho, en este ambiente muchos 

partidos estatales de corte socialdemócrata añadieron a su discurso el autonomismo o 

federalismo, reflejándolo elocuentemente en las estructurales federales internas de 

estos partidos (RUDOLPH Y THOMPSON, 1992)10. 

Solamente pasados los años sesenta y tras haber experimentado sus afinidades 

anticoloniales, los nuevos nacionalismos centraron más sus esfuerzos en su engarce 

con la Comunidad Europea. La evolución de los nacionalismos hacia una línea 

entusiastamente europeísta respondió a dos razones fundamentales: en primer lugar, 

Europa equivalía (entonces) a obtener recursos, lo que se confirmó posteriormente 

con la Europa de las Regiones y el Comité de las Regiones (CdR) y, en segundo lugar, 

Europa significaba vaciar de soberanía los centros tradicionales de poder. Se pueden 

citar numerosos antecedentes a la Europa de las Regiones, algunos muy remotos como 

el Congreso de las Comunidades y Regiones Europeas (París -1949), o la FUEV (Unión 

Federalista de los Grupos Étnicos Europeos) que fue la responsable de la mencionada 

Carta de Brest, y posteriormente la Oficina de las Naciones Europeas No 

Representadas en Bruselas. El federalismo europeo sería en lo sucesivo motivo de 

esperanza para los diferentes partidos nacionalistas de Europa occidental, siempre que 

la federalización fuera bidireccional en un eje vertical, tanto hacia arriba como hacia 

abajo. 

Coincidiendo con la institucionalización del Parlamento Europeo (PE) de cara a 

sus primeras elecciones directas, asistimos al último hito importante previo al CdR: la 

fundación de la Alianza Libre Europea (ALE), tras las Declaraciones de Bastia (1979) y 

                                                                                                                                                                                   
Esquerra Catalana dels Treballadors).  El de Carreras es un buen resumen de este primer renacer post-
bélico de los nacionalimos europeos, inicialmente gracias a la descolonización, y que incluye estos 
detalles. 
10 El PSOE español es un buen ejemplo (con precedentes en el autonomismo de la II República), y ocurrió 
otro tanto en Italia (con el precedente de Gramsci y Salvemini en apoyo del sur italiano), y en Reino 
Unido con un Partido Laborista a favor de la autonomía escocesa. 
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Abstract in italiano 

LE ISTANZE INDIPENDENTISTE NELL’UNIONE EUROPEA 

Nei mesi scorsi l’Unione europea ha assistito alla riproposizione di 
istanze autonomistiche più o meno forti in alcuni suoi Stati membri. 

A prescindere però dall’esito delle iniziative indipendentistiche, la loro 
manifestazione induce a riflettere sull’impatto che la disgregazione di 
uno Stato membro produrrebbe rispetto all’Unione europea. 

Posto che i Trattati istitutivi dell’UE garantiscono agli Stati membri la 
piena autonomia nelle scelte concernenti la loro forma di stato e di 
governo, è evidente che un fenomeno secessionista non riguarderebbe 

solo l’organizzazione territoriale degli Stati membri, ma gli Stati membri 
stessi che, per effetto della perdita di una parte del loro territorio, 

dovrebbero ridefinire anche alcuni aspetti relativi alla loro membership 
dell’Unione. 

Fra le molteplici questioni problematiche che ne deriverebbero, due 

costituiranno qui oggetto di riflessione: la ridefinizione dei rapporti fra 
l’Unione europea e i (nuovi?) Paesi che dovessero sorgere per effetto 
della disgregazione di un suo Stato membro e la necessità di assicurare 

a tutte le componenti dell’Unione e, soprattutto, ai suoi cittadini, una 
pari rappresentanza. 

In riferimento alla prima questione, l’attenzione si soffermerà in 
particolare sulle due alternative attualmente prospettate in dottrina e 
riconducibili agli artt. 48 e 49 TUE, mettendone in luce i profili di forza 

e quelli di criticità. In riferimento alla seconda, si cercherà di 

sottolineare, pur nella consapevolezza della delicatezza degli equilibri 

coinvolti, l’esigenza di rivedere alcuni di quei meccanismi 
rappresentativi degli Stati membri che potrebbero incentivare talune 

realtà territoriali europee, già spinte da motivi autoctoni, a perseverare 

nella ricerca dell’indipendenza anche nella prospettiva di ottenere un 
maggiore ”peso” in Europa. 
 

Resumen en español 

LAS PETICIONES INDIPENDENTISTAS EN LA UNION EUROPEA  
En los últimos meses la Union Europea ha revivido peticiones 

atonomistas más o menos fuertes en algunos de sus Estados miembros. 

Al margen del éxito o no de las iniciativas independentistas, sus 
manifestaciones llevan a reflexionar sobre el impacto que la 

disgregación de un Estado miembro tendría para la Unión Europea. 

Puesto que los Tratados de la UE garantizan a los Estados miembros la 
autonomía total en la elección de sus formas de estado y de gobierno, 

está claro que un fenómeno secesionista no únicamente afectaría a la 

organización territorial de los Estados miembros, sino también a 

algunos aspectos relativos a su pertenencia a la Unión por el hecho de 
haber perdido una parte de su territorio.  



451 

Entre la multitud de cuestiones que se derivarían, dos constituyen aquí 

objeto de reflexión: la redefinición de las relaciones entre la Unión 

Europea y los (nuevos?) Países que aparecerían por el efecto de la 
disgregación de un Estado miembro y dos, la necesidad de asegurar a 

todos los componentes de la Unión, y sobre todo a sus ciudadanos, una 

representación equitativa. 

Respecto a la primera cuestión, la atención se focaliza en particular en 
dos alternativas actualmente analizadas en Doctrina y concretamente 

los artículos 48 y 49 TUE, destacando los puntos de fuerza y criticidad.  

En relación a la segunda cuestión, se intentará destacar, incluso siendo 
conscientes de los distintos equilibrios a realizar, la exigencia de revisar 

algunos de los mecanismos de representación de los Estados miembros 

que podrían incentivar a algunas de las realidades territoriales 
europeas, ya alentadas por motivos autóctonos, a continuar en la 

búsqueda de la independencia incluso con la prospectiva de obtener un 

mayor ‘peso’ en Europa. 
 

Abstract in English 

INDEPENDENCE CLAIMS IN THE EUROPEAN UNION 

Over the last months the European Union has had to deal with a new 
wave of independence claims in some of its Member States. 

Regardless the exit of the independence initiatives, their proposition 

itself leads to some considerations about the impact that the break-up 
of one member State should cause against the European Union. 

Provided that European Treaties leave up to the Member States all the 

decisions related to their internal organization and system of 

government, it is obvious that a secessionist phenomenon wouldn’t 
pertain only the territorial organization of the Member States, but the 

Member States themselves which, in case of loss of one part of their 

territory, should redefine some aspects of the Union membership. 
This paper will deal with two of the issues arising from such situation: 

the redefinition of the relations between the EU and the Countries 

deriving from the break-up of a Member State and the need to ensure to 
all the components of the Union, specially to its citizens, an equal 

representation. 

With regard to the first issue, the paper will focus on the two 
possibilities actually proposed by the doctrine, founded respectively on 

art. 48 and on art. 49 TUE, underlining the strengths and the 

weaknesses of both. 

With regard to the second issue, although considering the fragility of the 
balances involved, the paper will uphold the necessity of partially 

reconsidering the current representation mechanisms that could boost 

the independence claims of some territorial entities, already moved by 
“native” reasons, with the aim to gain a greater “weight” in Europe. 
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Abstract in italiano 

IL RECESSO DEGLI STATI DALL’UNIONE: POSSIBILITÀ EFFETTIVA O 
PREVISIONE MERAMENTE…ANSIOLITICA? 
Il contributo intende riflettere sul c.d. “diritto” di dissociarsi dall’Unione, 
attraverso la sua contestualizzazione nell’ambito delle argomentazioni 
teorico-generali concernenti la forma dell’U.E. 
Ne risultano analizzati: 1) la possibilità – ora riconosciuta agli Stati 

aderenti  ex art. 50 T.U.E. – di fuoriuscire dall’Unione; 2) il complesso di 
elementi istituzionali da cui è lecito desumere la predisposizione 
dell’U.E. ad evolvere in senso federale; 3) le conseguenze riverberate 
dall’attuale stadio evolutivo dell’Unione nei confronti del concreto 
esercizio dell’“opting-out” da parte di un Paese membro. 

Lo scritto esamina la compatibilità del “diritto” in questione con la 
tendenziale devoluzione di sempre più pervasivi ambiti decisionali in 

favore del livello di governo sovranazionale, per comprendere – anche 

alla luce di pregresse esperienze occorse in ordinamenti similari – entro 
quali margini lo Stato aderente all’U.E. possa effettivamente dissociarsi 
da quest’ultima ovvero se tale possibilità – pure formalmente 

riconosciuta – sia destinata a rimanere sostanzialmente inattuabile e 
confinata all’astrattezza. 
 

Resumen en español 

LA SEPARACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN 
EUROPEA: OPORTUNIDAD EFECTIVA O PODER SIMPLEMENTE… 
ANSIOLÍTICO? 

El escrito tiene por objeto reflejar sobre el así llamado “Derecho” de 
desasociarse de la Unión por medio de su contextualización en el 

ámbito de las argumentaciones teórico-generales que pertenecen a la 

forma del UE.  

Resultan analizados: 1) la relación entre la posibilidad que ofrece ahora 
a los Estados Partes, ex art. 50 T.U.E. de salir de la Unión; 2) la 

totalidad de los elementos institucionales de los que es lícito deducir la 

propención de la U.E. para evolucionar en la direcciòn del Federalismo; 
3) las consecuencias derivadas de la actual etapa evolutiva de la Unión 

en relación con el ejercicio real del “opting-out” por un País Miembro. 

En el documento se examina la compadibilidad del “Derecho” en 
cuestión con la tendencia cada vez más generalizada hacia la 

descentralización de la elaboracián de politicas en favor del nivel 

sobrenacional de gobierno, para entender – hasta a la luz de 
experiencias anteriores que se produjeron en los sistemas jurídicos 

similares – entre cuales márgenes el Estado miembro de la U.E. puede 

disociarse realmente contra ella o si esa posibilidad – aunque 

formalmente reconocida – sea destinada a permanecer  sustancialmente 
irrealizable y confinada a lo abstracto. 
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Abstract in English 

THE SEPARATION OF THE MEMBER STATES FROM THE EUROPEAN 

UNION: EFFECTIVE OPPORTUNITY OR MERELY … ANXIOLYTIC 
POWER? 

The work casts insights on the right for Member States of the European 

Union to dissociate from the Union itself, in the realm of the overall 
debate concerning the general and theoretical reasoning about its 

current structure. The main topics endeavor to analyze: 1) the faculty of 

contracting out of the E.U., as of art. 50 T.E.U.; 2) the combination of 
peculiarities of the institutional and regulatory framework which lead to 

deduce that there is a concrete supranational tendency toward 

federalism; 3) the reflections produced by the current evolutionary 

outcomes of the institutional European framework on the possibility of 
the Member States to engage in the process of separation. The essay 

also examines the compatibility of this assumed right to disjoin from 

the E.U. with the increasing tendency to devolve towards European 
institutions more and more pervasive decision-making powers, with the 

aim of understanding – also in the light of antecedent experiences 

already pertained to former political orders – to what extent can single 
States undergo dissociation and how can it be effectively accounted for 

and truly recognized, rather than becoming a merely abstract 

hypothesis. 

  



































https://www.econbiz.de/Search/Results?lookfor=%22Revue+du+march%C3%A9+commun+et+de+l%27Union+Europ%C3%A9enne%22&type=PublishedIn&limit=20
https://www.econbiz.de/Search/Results?lookfor=%22Revue+du+march%C3%A9+commun+et+de+l%27Union+Europ%C3%A9enne%22&type=PublishedIn&limit=20
http://www.iusimpresa.com/reperibilita.php?id_rivista=14




http://www.affarinternazionali.it/articolo.asp?ID=1458
http://www.affarinternazionali.it/articolo.asp?ID=1458
http://www.apertacontrada.it/2014/03/22/lunione-europea-federazione-o-confederazione/
http://www.apertacontrada.it/2014/03/22/lunione-europea-federazione-o-confederazione/




492 

Abstract in italiano 

Il presente contributo si propone di analizzare, a seguito dell’entrata in 
vigore del Trattato di Lisbona, il ruolo delle assemblee legislative 
regionali e locali nel decision making process europeo e, in particolare, 

rispetto alla fase ascendente, il controllo del rispetto del principio di 

sussidiarietà. L’indagine, sviluppata in chiave comparata, tramite 
l’analisi di tre ordinamenti (Germania, Austria, Belgio) consentirà di 
sviluppare alcune suggestioni per il potenziamento del coinvolgimento 

dei Consigli regionali italiani nella formazione del diritto europeo. 
 

Resumen en español 

LA UNIÓN EUROPEA Y EL PAPEL DE LAS REGIONALES Y ASAMBLEAS 

LEGISLATIVAS LOCALES DE DERECHO: UNA PERSPECTIVA 
COMPARADA 

Esta contribución se propone analizar, luego de la entrada en vigor del 

Tratado de Lisboa, las funciones de las Asambleas legislativas 
regionales y locales en el decision making process europeo, y en 

particular, respecto a la fase ascendente, el control del respeto del 

principio de subsidiariedad. La encuesta, que se desarrolló en llave 

comparada mediante el análisis de tres ordenamientos (Alemania, 
Austria y Bélgica), permitirá desarrollar algunas sugerencias para el 

fortalecimiento de la participación de los Consejos regionales italianos 

en la formación del derecho europeo. 
 

Abstract in English 

EUROPEAN UNION AND THE REGIONAL LEGISLATIVE ASSEMBLIES: 

A COMPARATIVE PERSPECTIVE 
The paper aims to analyze, following the entry into force of the Lisbon 

Treaty, the role of regional legislative assemblies in the European 

decision making process and, in particular, the subsidiarity monitoring 
system. The survey, developed in a comparative perspective through the 

analysis of three legal systems (Germany, Austria, Belgium), will 

develop some suggestions for strengthening the involvement of the 
Italian Regional Councils in the EU law-making process. 
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Resumen en español 

La crisis económica actual ha dado como consecuencia la modificación, 

de modo innovador, del régimen regulador de los diversos niveles de la 
Administración  Pública en casi toda Europa. Sin embargo, la Unión 

Europea ha incidido en estos cambios de modo notable, pero no ha sido 

un éxito dado al tener organizaciones distintas en cada Estado. Las 
medidas buscan la simplificación de la Administración y la re-

centralización competencial. 
 

 

Abstract in italiano 

L'attuale crisi economica ha dato come conseguenze la modifica del 

regime regolatore dei diversi livelli della Pubblica Amministrazione in 

quasi tutti i paesi dell'Europa. Tuttavia, l'Unione Europea ha inciso 
notabilmente in questi cambiamenti, però non è stato un sucesso dato 

che ogni paese ha una organizzazione diversa. Le misure addotte 

cercano la semplificazione della Pubblica Amministrazione ed il re-
centramento delle competence. 
 

 

Abstract in English 

The current economic crisis has resulted in the modification, in an 
innovative way, of the arrangements for the various levels of public 

administration in Europe. However, the European Union has 

stressedthese changes markedly, but has not been given to have 

different organizations in each statesuccessfully. The measures seek to 
simplify the administration and re-centralization of powers. 
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1.- Introducción. 

Los momentos de crisis suelen ser ocasiones que aprovecha el poder político 

para realizar cambios que solucionen los problemas que han contribuido a 

desencadenarla. En la actualidad, una vista al panorama europeo nos hace ver que 

muchos de los Estados de la Unión se han visto obligados a realizar actuaciones 

legislativas en orden a obtener una clara simplificación de las estructuras 

administrativas (SCHEFOLD, 2013: 7). Estas medidas intentan dar una respuesta a las 

necesidades de ahorro impuestas desde la Unión Europea (UE), con el fin de solucionar 

de modo firme y real la crisis económica que comenzaba a asolar Europa. De tal modo, 

se buscaba acometer adaptaciones de la Administración y una clara reforma 

simplificadora para evitar duplicidades sin sentido. 

Sin embargo, durante muchos años se ha acusado a la Administración de los 

países europeos de inmovilismo, instrumentalización, bloqueo, burocratización, 

multiplicación e incapacidad resolutiva (GRASSE, 2001: 8). Esta circunstancia ha sido una 

constante en casi toda la Europa continental ya que, pese a ser países diversos y 

sistemas distintos, tienen problemas comunes a resolver (EWING, 1999: 11-12), dado 

que la limitación de los recursos presupuestarios es algo común a todos los Estados del 

mundo1. Los recursos suponen algo restringido y una cantidad determinada y acotada. 

A ello se añade que el aparato gobierno-administrativo suele absorber un porcentaje 

muy importante de los presupuestos estatales2, con lo que la racionalización de la 

Administración para otorgarle un eficaz funcionamiento se impone. 

En este estado de cosas, se ha acordado en los principales países de nuestro 

entorno cultural y político, una serie de medidas de adaptación del conjunto gobierno-

administración. Estos cambios no han sido un programa aislado de uno o dos países, 

sino que se inscriben en una tendencia internacional promovidos por la Unión 

Europea. Dicho programa busca la re-dimensionalización de la Administración, y la 

reducción de los organismos y entes inservibles que supongan una duplicidad 

                                                             
1 El profesor Edwig realiza la comparativa de países tan distintos como los europeos, Japón o Estados 
Unidos. Ver: EWING, 1999: 13. 
2
 Según el ministro Bassanini el 50% del presupuesto del Estado en la década de los 90 venía atribuido a 

las instituciones regionales y locales. Ver: BASSANINI, 1998: 8. 
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institucional. En algunos países, este programa ha ido acompañado de una numerosa 

normativa, como ha sido el caso italiano, donde se han aprobado normas diversas a fin 

de proceder a hacer patente este cambio3. Italia fue el último de los países, pero 

anteriormente habían adoptado medidas modificadoras estados como Alemania, 

Portugal, Grecia o España, por citar algunos. 

La reforma de la Administración ha sido una constante en la evolución histórica 

de los Estados, marcando en ocasiones el devenir de la propia nación. Tras la abolición 

del Ancien Regime, se produjo la casi imposición en toda Europa del sistema francés, 

basado en la configuración administrativa de los dos niveles tradicionales que eran el 

Estado y la institución de un municipio para cada comunidad territorial (VANDELLI, 1991: 

138). A estos dos niveles se intercaló el "departamento" como circunscripción de cara 

a la Administración del Estado y como elemento unificador de la colectividad local. En 

opinión del profesor Vandelli, se buscaba la representación de la Administración 

estatal en niveles inferiores, constituyendo así una circunscripción esencial para el 

ejercicio de la acción administrativa4. La evolución orgánica ha sido continua a lo largo 

de los dos últimos siglos. Estos cambios se han acelerado en las últimas décadas. 

Concretamente en España en una época más recientemente han sido notables los 

cambios sucedidos con la Constitución del 1978, y los posteriores programas 

reformistas (FONT I LLOVET, 1998) que buscaban la descentralización del poder y el 

traspaso de competencias a los entes regionales. 

                                                             
3
 Decreto Legislativo número del 14 de marzo de 2013, di riordino della disciplina riguardante gli 

obblighi di pubblicità, trasparenza e diffusione di infrazione da parte delle Pubbliche Amministrazioni , el 
Decreto Leggislativo número 69 de 21 de junio del 2013, su disposizioni urgenti per il rilancio 
dell'economia, modificado por la Ley número 98 del 9 de agosto de 2013, o el Decreto Legislativo 
número 101 de 31 de agosto del 2013, di disposizioni in materia di razionalizzazione nelle pubbliche 
amministrazioni. La última norma aprobada ha sido ciertamente importante para nuestro tema, fue la 
ley de 7 de abril de 2014, su disposizioni in materia di cittá metropolitane, province, unioni e fusioni di 
comuni. 
4 Según el Catedrático de Bolonia el Departamento fue creado en Francia por medio del Decreto de 22 
de diciembre de 1789 con un doble fin, siendo estos la representación estatal y la organización 
administrativa del Estado. Para ello habrían delimitado "los colegios para la designación de los 
representantes de la Asamblea Nacional, pero, al mismo tiempo, habrían constituido las 
circunscripciones fundamentales para la organización administrativa, confiándola a una organización 
basada en una asamblea electiva (consejo del departamento) y sobre un directorio, órgano ejecutivo 
permanente, elegido en el seno de la propia asamblea." (Traducción del autor). Ver: VANDELLI, 1991: 144. 
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Del mismo modo, y en un momento similar se sucedió en Alemania un reparto 

de competencias entre el "Bund" y el "Länd" basado en el artículo 30 de la 

Constitución alemana (DENNINGER, 1999: 9). Recordemos que los Länder tienen 

atribuida competencia legislativa, por lo que pueden legislar de cualquier materia salvo 

aquellas exclusivas de la Federación (DENNINGER, 1999: 9). 

También el caso inglés de mano del primer ministro Anthony Blair fue 

llamativo, al buscar una reorganización íntegra del Estado a fin de racionalizar y 

modernizar la Administración que había crecido sin medida (CASSESE, 2000: 8). Con esta 

reforma, entre otras cosas, se intentaba "reducir las funciones administrativas, 

reducción de las dimensiones administrativas, rediseño de los procesos de decisión, 

introducción del cálculo económico y de la comparación de costes, y atribución a 

privados de competencias públicas." (CASSESE, 2000: 8). 

No fueron únicos los casos de España, Alemania o Reino Unido. Este 

movimiento europeo de reparto pero en un momento posterior, se sucedió en Italia 

con la reforma constitucional del Título V en el año 2001, realizada por el ministro 

Franco Bassanini5 donde se buscaba la modificación del sistema territorial a fin de 

producir una "amplia devolución de poderes, funciones, competencias administrativas 

y normativas, y relativas a los recursos humanos, financieros y patrimoniales a las 

administraciones locales, regionales y a los entes funcionales territoriales, aplicando 

una serie de principios... la ley define las materias reservadas solo al Estado, previendo 

para el resto que la devolución comprenda todas las funciones y competencias 

relativas al cuidado de los intereses y a la promoción del desarrollo de las comunidades 

regionales y locales."6 

                                                             
5 Según el ministro Bassanini, "la complejidad de la sociedad contemporánea no puede ser gobernada 
toda desde el centro. La crisis del "big goverment" de las organizaciones centralizadas e burocráticas 
tiene esta raíz. La sobrecarga de las demandas al centro deviene intolerable, cuando las demandas 
crecen, se diversifican y requieren respuestas siempre más rápidas." (traducción del autor). BASSANINI, 
1998: 4. 
6 Esto supuso un "vasto proceso de desregulación, des-legalización y simplificación de procedimientos 
administrativos, tendentes a reducir la carga burocrática  y mejorar y acelerar la actividad de la 
Administración  y simplificar el sistema de la responsabilidad.... [así como afianzar el] sistema de 
controles, reforzando los controles internos de gestión, los sistemas de valoración de los resultados, la 
adopción de parámetros y metodología que privilegien la eficacia de la Pública Administración." 
(Traducción del autor). Ver: BASSANINI, 1998: 10-11. 
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crisis8, unido al excesivo gasto de los Estados la Unión se ha visto abocada a crear un 

mecanismo de socorro de los Estados (BERARDI, 2013: 69). En consecuencia, desde la 

Unión se impuso un programa de ahorro y medidas limitativas presupuestarias a fin de 

adecuar el gasto al ingreso real previsto por los estados. 

Muchas fueron las medidas aconsejadas, particularizándolas al caso de cada 

país. Sin embargo, hubo una medida bastante extendida como era la re-

dimensionalización de la Administración Pública a fin de evitar duplicidades y 

sobrecostes innecesarios que cargasen de gastos inasumibles los presupuestos 

estatales (CABRERA, 2013: 78). En los informes elaborados con las recomendaciones 

realizadas a los Estados, la UE solía incluir la privatización de determinados servicios o, 

partes del complejo de la Administración, la re-centralización o la eliminación de 

demarcaciones o simplificación administrativa por medio de la evolución. 

3.- La Reforma Administrativa en la Unión Europea. Análisis de los casos más 

importantes. 

3.1 El caso de la federación alemana. 

Tras la unificación alemana en el año 1989, las reformas en la Administración 

de la Federación han sido contantes9, basadas en la Ley Fundamental de Bonn de 1949 

(DENNINGER, 1999: 8). De hecho, se dispone que el Ordenamiento constitucional de 

"cada singular Land debe ser conforme a los principios del Estado de derecho 

republicano, democrático y social en base a la Ley Fundamental" en su artículo 28.1 

(DENNINGER, 1999: 8). El estado actual del organigrama político-administrativo alemán 

y, sobre todo en los grandes estados, se dividía en cinco niveles: Federación, Land, 

Regierungsbezirk, Kreis para finalizar en el municipio (Stadt). En los Länder más 

pequeños podemos encontrar la falta del nivel relativo al Regierungsbezirk, llegando 

incluso a albergar los niveles de Federación y de Stadt, como sucede en el caso de las 

                                                             
8 WYPLOSZ, 2012: 6. El profesor defiende que junto a la indisciplina fiscal, fueron causas de la crisis los 
escasos mecanismos coercitivos  y la ausencia de control  de otros desequilibrios macroeconómicos. 
9
 GRASSE, 2001: 80. Según el profesor Grasse, Alemania occidental "no será unible al resto de la 

Federación lo que ha llevado a la aceptación de una situación de desigualdad y variedad." 
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ciudades-estado (SCHEFOLD, 2013: 16). Como decimos, si algo resulta bastante 

característico en la organización administrativa alemana es la variedad. 

La creación del mercado único europeo en 1992 ha llevado a la instauración de 

una competencia económica primero entre las propias regiones alemanas (GRASSE, 

2001: 79) y después con el resto de países. Del mismo modo, una mayor exigencia de 

igualdad entre las regiones (GRASSE, 2001: 78) ha hecho que desde el año 1997 se 

viniera exigiendo una profunda reforma de sistema administrativo alemán. Sin 

embargo, la multiplicación orgánica ya relatada, junto al crecimiento demográfico y, 

las nuevas relaciones con el sector privado ha deparado en los últimos años el cambio 

de la importancia de determinadas Administraciones federales en opinión del profesor 

Schefold (2013: 16), y la crisis actual que ha evidenciado las ineficacias económicas del 

sistema, ha desembocado en que esta reforma buscara una simplificación del 

organigrama público. 

La acentuación de las privatizaciones en diversos sectores como el postal, 

ferroviario o de las telecomunicaciones ha sustraído competencias que antes estaban 

en manos de los entes locales. Del mismo modo, la transformación de determinados 

órganos públicos en agencias como el Instituto Federal del Trabajo10, es otro ejemplo 

del descenso de la importancia de la Administración en determinados sectores 

sociales. 

En un principio la reforma de la República Federal iba a comenzar a nivel de los 

Länder, a través de la fusión de los más pequeños, pero la creación de otros nuevos en 

la Alemania occidental frustró esta posibilidad. Del mismo modo, pese a la reducción 

de los 24000 municipios, 425 Kreise y 139 Kreisfreie Städte en 1960 hasta llegar a 8500 

municipios, 235 Kreise y 92 Kreisfreie Städte, se vio truncada con la anexión de la 

Alemania oriental y la creación de nuevos entes que derivó en que en el año 2011 se 

llegase a 11.292 ayuntamientos, 107 Kreisfreie Städte, 295 Landkreise (SCHEFOLD, 2013: 

19) y 3 ciudades Estados (Berlín, Bremen y Hamburgo) (GRASSE, 2001: 103). 

                                                             
10

 Anteriormente era un órgano perteneciente a la federación aunque descentralizado a niveles de los 
estados federados (Länder). 
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Otra propuesta de reforma fue la colaboración administrativa entre 

ayuntamientos. Sin embargo, esta propuesta ha sido ampliamente discutida, hasta 

llegar a la Corte Constitucional de Schleswig-Holstein, la cual finalmente decidió que la 

delegación de competencias municipales a entes creados a través de fusiones de 

municipios "no legitimadas directamente por ciudadanos, violaría... el principio 

democrático." (SCHEFOLD, 2013: 19). 

Finalmente, se ha adoptado una reforma basada en el desarrollo de niveles 

secundarios de autonomía como el Kreis, entendiéndolo como nivel intermedio entre 

el Regierungsbezirk y el municipio, dotándolo de una mayor condición de centro de 

autogobierno y de la Administración consiguiendo así acentuar la descentralización del 

Land, y disminuyendo la fortaleza de otras Administraciones del nivel superior como es 

el citado Regierungsbezirk (SCHEFOLD, 2013: 21). A este respecto, han sido delegadas 

importantes competencias como la policía, la coordinación de las autonomías y de los 

ayuntamientos (SCHEFOLD, 2013: 22), que ha tenido consecuencias muy satisfactorias. 

3.2 La redistribución competencial española. 

Tras la STC español 103/2013, de 25 de abril, por la que se declaraba 

inconstitucional parte de la última reforma de la Administración local11, y las medidas 

aconsejadas por la Unión Europea, España decidió acometer una nueva reforma para 

lo que acogió una línea similar a la alemana. En consecuencia las Cortes Generales 

aprobaron la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local. 

Con esta Ley, la nueva norma no ha realizado modificaciones sensibles en los 

órganos como sí se dio en la anterior reforma de 2003. Sin embargo, las Cortes 

Españolas sí realizan una amplia modificación de toda la Administración en niveles 

inferiores al autonómico, buscando un claro ahorro presupuestario, para lo cual opta 

en realizar un ajuste y redistribución de competencias que han pasado a las 

Autonomías o a las provincias. Del mismo modo, desarrolla la regulación de la 

                                                             
11

 La STC de 25 de abril de 2013 declaró inconstitucional parte de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre de 
medidas de modernización del gobierno local. 
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delegación de competencias a la que la regulación de la Ley de bases del régimen local 

de 1985 dedicaba sólo los apartados 1 y 3 del artículo 7. 

En cuanto a los municipios, la actual normativa ha cambiado la redacción del 

artículo 25 de la Ley de bases donde se ha eliminado competencias que pueden 

ejecutar los municipios, algunas a la Provincia y otras directamente a la Comunidad 

Autónoma. En este último caso, dejan de ser competencia de los municipios la 

cooperación con la Administración para sólo ejercer la vigilancia frente al absentismo 

escolar, o el control de medio ambiente rural conservando el medio ambiente urbano. 

A su vez, las competencias sobre servicios sociales12, control sobre la alimentación y 

bebida, o mercados han sido también absorbidas por la Comunidad Autónoma. 

De otro modo, la Provincia ha engrosado las competencias que ya tenía 

atribuidas con la coordinación de determinados servicios de Municipios que no 

superen los 20.000 habitantes en materias que antes eran propios de los 

Ayuntamientos, como son el tratamiento de residuos, agua potable, la limpieza viaria, 

acceso a poblaciones, pavimentación de cazadas o la iluminación viaria. En este caso, 

la Provincia hará una propuesta al Ministerio de Hacienda del modo como desarrollará 

el servicio, bien a través de la propia Diputación, bien por medio de una 

mancomunidad o consorcio (art. 26.2.2). La Corporación municipal pagará a la 

Provincia el coste del servicio prestado; pero, si un singular Municipio puede 

desarrollar el servicio con un ahorro mayor, la ejecución de la competencia se le 

atribuye a este último (art. 26.2.3). Este sistema competencial de "sube y baja" no nos 

parece muy serio y va en contra de la autonomía local defendida por la CE. 

A su vez, se ha desarrollado el sistema de delegación competencial regulado en 

el artículo 27 de la Ley de bases del régimen local, según el cual, ahora la delegación 

deberá ser realizada por ley de las Cortes o del Parlamento autonómico en cuestión y 

sólo podrá delegarse ciertas competencias, relacionadas en el artículo 27.3 de la Ley 

de bases tras la reforma. Curiosamente, las competencias ahora delegables, se 

corresponden con las materias que antes tenían atribuidas los propios Municipios y se 

                                                             
12

 La Disposición Transitoria 2ª atribuye a las Comunidades Autónomas las competencias de servicios 
sociales  que antes tenían atribuidas los Municipios.  
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han re-centralizado ahora en el nivel regional. Algunas de estas competencias son: 

control de la contaminación ambiental, protección del medio ambiente rural, servicios 

sociales, creación y gestión de escuelas y guarderías13 y gestión de estructuras 

culturales y deportivas propiedad de la Comunidad Autónoma. Sin embargo, el artículo 

27.6 declara la nulidad de la delegación pese a realizarse por ley, si no ha ido 

acompañada de la correspondiente transferencia económica desde el presupuesto de 

la Administración que obre la delegación, debiendo ser hecha por un periodo nunca 

inferior a cinco años (art. 27.1.2 Ley de bases). Del mismo modo, se deroga el artículo 

28 de la Ley de bases, por lo que se prohíbe que un Ayuntamiento ejecute 

competencias que no tiene expresamente atribuidas o delegadas, acabando así, con la 

atribución tácita competencial. 

Así las cosas, la Ley 27/2013 ha modificado la regulación para la creación de 

nuevos municipios en su artículo 13. Esta reforma fue introducida en el debate 

parlamentario, ya que no constaba en el proyecto aprobado por el Consejo de 

Ministros. Según la nueva regulación se requiere para crear un municipio que tenga 

una población superior a cinco mil habitantes en el territorio, que tenga sostenibilidad 

económica, requiriendo los informes del Consejo de Estado o de la Región, de la 

Administración con potestad económica sobre el territorio, del Municipio del que 

depende el territorio que quiere segregarse, y de la Administración General del Estado. 

Sí debemos añadir que, es de nuestra opinión que esta nueva normativa va 

contra la competencia exclusiva atribuida a las Autonomías que consagra en sus manos 

el desarrollo del régimen local en su territorio, previsto en los artículos 148.1.2º y 

149.3 CE, concordantes, y en sus correspondientes Estatutos de Autonomía. 

En el mismo nivel de autonomía local, se reforma la posibilidad de fusión de 

municipios otorgando una nueva regulación que fue introducida en el debate 

parlamentario, desarrollando el régimen que estaba contemplado en el artículo 13.3 y 

que ahora viene modificado y desarrollado con la inclusión de los apartados 4, 5 y 6. 

Cuando la fusión de municipios se realice, los antiguos ahora unidos pueden mantener 

                                                             
13

 Por la Disposición Adicional 15ª la creación y gestión de escuelas y guarderías pasa a ser competencia 
autonómica. 
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su existencia como entes infra-municipales pero sin personalidad jurídica (art. 13.4.2. 

c). Del mismo modo, esta nueva regulación puede atentar contra las competencias de 

desarrollo legislativo que tienen atribuidas las autonomías a través de sus Estatutos. 

La última gran reforma territorial que ha hecho la Ley 27/2013 fue la 

derogación de los entes infra-municipales. En la legislación existente a nivel 

autonómico han recibido nombres muy diversos como pedanía, parroquia, aldea, etc. 

Sin embargo, a fin de tener un ahorro presupuestario de los municipios, el Legislador 

nacional ha decidido la supresión de este tipo de ente local per medio de la derogación 

expresa del artículo 45 que lo regulaba en la Ley de bases del régimen local. Esta 

previsión no venía en el proyecto aprobado por el Consejo de Ministros, sino que fue 

introducida en el debate parlamentario. Sí preveía la derogación de la personalidad 

jurídica de estos entes. El Legislador ha decidido trasladar la previsión de estos entes 

sin personalidad jurídica infra-municipales al artículo 24 bis. Pese a ello, la Disposición 

Transitoria 4ª reconoce todos aquellos entes locales infra-municipales existentes en el 

momento de la aprobación de la reforma y, que tenían personalidad jurídica propia. 

Esta reforma tan incisiva además tenía previsiones presupuestarias y relativas 

al personal público, pero por no ser de interés en este punto no versamos sobre ello. Si 

bien, la reforma es bastante limitativa de la autonomía local y contra el desarrollo 

normativo de las autonomías y libre configuración de la Administración local. Por otro 

lado, se ha fortalecido la institución provincial, hasta ahora abocada a su desaparición, 

siguiendo un camino similar al alemán, al fortalecer una institución intermedia, pero 

diversa, disminuyendo la carga competencial de la institución situada a nivel mas 

inferior, y por tanto, más cercana al ciudadano. 

3.3 La reciente reforma italiana. 

La reforma de la organización administrativa italiana comenzó con el gobierno 

Monti, que aprobó el Decreto-Ley de 6 de julio de 2012, número 95 "di riordino delle 

province" y reconvertido en la Ley de 7 de agosto de 2012, número 135. Esta 

normativa buscaba la reducción del gasto en estos entes (art. 4 y 5) y la racionalización 

del patrimonio público (art.3). Del mismo modo, con esta regulación se pasaba de 86 a 
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Sin embargo, el anquilosamiento administrativo que ha sufrido Europa desde 

hace siglos ha sido una de las razones que se han dado por la doctrina para hacer ver la 

necesidad de actualización del sistema organizativo de cada Estado. De otro modo, la 

recentralización de competencias que promueve la Unión, y que está siendo aceptada 

de buen grado por los Estados miembros, no tiene en cuenta la diseminación 

población de unos y otros países, lo que contribuirá a dificultar la relación entre los 

administrados y los Poderes Públicos. 

Así mismo, la Unión obvia las peculiaridades organizativas e históricas de cada 

Estado que han contribuido a la conformación del actual sistema con el que se 

organizan. La imposición generalizada de una serie de consideraciones y medidas a 

todos los estados puede ser incluso contraproducente, dado que no se respetan las 

particularidades propias de cada Nación. Esta circunstancia consagra dichas medidas 

programáticas como erróneas dado que si bien, pueden conllevar al ahorro 

económico, conducen al distanciamiento entre ciudadanos y poderes públicos y 

dificulta los fines propios de la Administración avocada al servicio público. 

En este sentido, no todas las medidas y tendencias impuestas sirven o pueden 

implantarse en todos los países europeos, y convendría tener en cuenta las diferencias 

organizativas a la hora de hacer recomendaciones organizativas por la parte de la 

Unión. Del mismo modo, cada Estado debiera tener la libertad de aceptar las medidas 

que desde la Unión se programasen. De tal modo que no puede imponerse una misma 

medida para países con sistemas muy divergentes. 
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Abstract in italiano 

LE REGIONI A STATUTO SPECIALE NEL QUADRO DEI RAPPORTI CON 

L’UNIONE EUROPEA 
La riforma del Titolo V della Costituzione italiana, varato con l’entrata in 
vigore della l. cost. n. 3/2001, ha riconosciuto per la prima volta un 

ruolo autonomo alle Regioni nella partecipazione all’elaborazione ed 
all’attuazione del diritto dell’Unione europea e, più in generale, nei 
rapporti con i suoi organi e con gli Stati esteri. In particolare, la riforma 

costituzionale ha attribuito alle Regioni nuove competenze, ossia poteri 
di negoziazione e potestà legislative, in materia di rapporti internazionali 

e con l’Unione europea ed ha provveduto a riconoscere un potere estero 
delle Regioni, fino ad ora di esclusiva competenza dello Stato.Obbiettivo 

della presente indagine risulta rappresentato dalla volontà di procedere 
all’analisi dell’approccio utilizzato nell’ambito del quadro sopra 
delineato dalle diverse esperienze regionali ad autonomia differenziata, 

sia con riferimento al profilo ascendente sia con riferimento a quello 
discendente, al fine di poter comprendere se nella prospettiva dei 

rapporti con l’ordinamento sopranazionale abbia ancora ragione 
d’essere una autonomia speciale nel contesto regionale italiano o la 
stessa rappresenti un modello per l’evoluzione del regionalismo. 
 

Resumen en español 

LAS REGIONES CON ESTATUTO ESPECIAL EN EL CONTEXTO DE LAS 
RELACIONES CON LA UNIÓN EUROPEA 

La reforma del Título V de la Constitución italiana, realizado con la 

entrada en  vigor de la I. cost. n. 3/2001, ha reconocido por  primera 
vez un papel autónomo a las Regiones en la participación para la 

elaboración y aplicación de la ley de la Unión Europea y, más en 

general, en las relaciones con sus órganos y con los Estados 
extranjeros. En particular la reforma constitucional ha atribuido a las 

Regiones nuevas competencias, o sea poderes de negociación y potestad 

legislativa, en las relaciones internacionales y con la Unión Europea y 

ha reconocido un poder exterior a las Regiones, poder que hasta ahora 
era de competencia exclusiva del Estado. El objetivo de este estudio es  

analizar el enfoque utilizado en el ámbito arriba delineado en  las 

distintas experiencias regionales con Autonomia  diferenciada, tanto 
con referencia al perfil ascendente como con referencia al perfil 

descendiente, con el fin de poder comprender si desde la perspectiva de 

las relaciones con el sistema supranacional todavía tenga un sentido 
ser una autonomía especial en el contexto regional italiano o ella misma 

represente un modelo para la futura evolución del regionalismo. 
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Abstract in English 

ITALIAN REGIONS WITH DIFFERENT LEVELS OF AUTONOMY IN 

RELATIONS WITH THE EUROPEAN UNION 
The indipendent role of Italian Regions participating in the development 

and implementation of EU laws and, generally speaking, in their 

institutional relationships with foreign Countries, has been recognized 
for the first time by the reform of the Italian Constitution Chapter V, 

enacted with the Constitutional Law 3/2001. In particular, the 

Constitutional Reform has appointed the Regions to new powers, such 
as negotiation and legilsative powers in the field of both International 

and European relations. Furthermore a "foreign power" of the Regions 

has been recognized, a power that was an exclusive responsibility of the 

State until that moment. Aim of this paper is to analyse the approach 
used by Italian Regions with different levels of autonomy, in order to 

understand if the special kind of autonomy held by some of them has 

still reasons for being. 
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Abstract in italiano 

Il sistema delle autonomie territoriali e in particolare il regionalismo 

stanno attraversando, in Italia, una fase di profonda decadenza, che la 
crisi economica e le decisioni assunte in sede europea hanno senza 

dubbio acuito. A tali fattori per così dire “esogeni” non può tuttavia 
imputarsi la colpa originaria del fallimento del “progetto federale”, che 
va invece ricercata nelle scelte mai vincenti operate prima dal 

costituente e poi dai legislatori italiani negli anni. Non c’è dubbio che la 
crisi economica, imponendo all’Italia un ripensamento di tutto il 
sistema di gestione delle risorse pubbliche in un’ottica di drastico 
risparmio, abbattimento del debito pubblico e adempimento degli 

obblighi assunti in sede europea, abbia evidenziato i punti deboli di un 

sistema già alla deriva. La repentina presa di coscienza di una struttura 
delle autonomie mal funzionante, ha dato il via a un processo di 

ridefinizione del sistema che ridisegna le realtà territoriali e in 

particolare le Regioni, e al contempo dovrebbe permettere allo Stato di 
rispettare gli impegni finanziari e ridurre gli sprechi, per troppo tempo 

fuori controllo, delle risorse pubbliche. 

In questo panorama, la sorte delle Regioni è a un bivio: il rilancio o 
l’abbandono definitivo del modello di Stato regionale. La riforma 
sull’equilibrio di bilancio del 2012 sembrava rilanciare le Regioni, 

attribuendo loro un ruolo di coordinamento delle risorse pubbliche degli 
enti territoriali al loro interno. D’altra parte, il disegno di revisione 
costituzionale Renzi-Boschi, in discussione alla Camera dei deputati, ne 

riduce significativamente la potestà legislativa. Entrambe, lasciano 

aperti molti dei problemi classici del regionalismo italiano, primo tra 
tutti la questione delle cinque Regioni speciali, ma se non altro, 

sembrano prendere atto che le Regioni non possono essere centri politici 

di governo di un sistema federale, ma più realisticamente costituiscono 
strutture periferiche di amministrazione di servizi e di gestione delle 

spese coordinate dal centro. 
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Resumen en español 

El sistema de gobierno local y, en particular, el regionalismo en Italia 

están pasando por un período de profunda decadencia, que la crisis 
económica y las decisiones tomadas a nivel europeo, sin duda, han 

exacerbado. A estos factores "exógenos" no se les puede atribuir la 

culpa por el fracaso del "proyecto federal" original, sino que al contrario 
hay que buscarla en las decisiones antes del constituyente y luego de 

los legisladores italianos a lo largo de los años. No hay duda de que la 

crisis económica, que obligó a Italia a repensar todo el sistema de 
gestión de los recursos públicos para alcanzar ahorros drásticos, la 

reducción de la deuda pública y la aplicación de las obligaciones 

europeas, puso de relieve las debilidades de un sistema ya a la deriva. 

La toma de conciencia repentina que la estructura de las autonomías 
territoriales no funciona, puso en marcha un proceso de redefinición del 

sistema de los territorios y de las regiones, que al mismo tiempo debería 

permitir al Estado de cumplir con sus compromisos financieros y a la 
vez reducir los desperdicios, durante demasiado tiempo fuera de 

control, de los recursos públicos. 

En este contexto, el destino de las regiones se encuentra en una 
encrucijada: la recuperación o el cese del modelo de Estado regional. La 

reforma constitucional de estabilidad presupuestaria de 2012 parecía 

explotar a las regiones, dándoles un papel en la coordinación de los 
recursos públicos de las autoridades locales. Por otro lado, la propuesta 

de enmienda constitucional Renzi-Boschi, que se está debatiendo en el 

Parlamento, reduce significativamente el papel de las regiones 

sobretodo con referencia a su poder legislativo. Ambas reformas dejan 
sin resolver muchos de los problemas clásicos de regionalismo italiano, 

en primer lugar la cuestión de las cinco Regiones especiales, pero si no 

otra cosa, parecen reconocer que las regiones no pueden ser centros 
políticos de gobierno de un sistema federal, sino que de manera más 

realista, podrían desempeñar el papel de estructuras de administración 

periférica de servicios y gestión de gastos, coordenadas por el Estado 
central. 
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Abstract in English 

The Italian system of local government and, in particular, the model of 

regionalism is going through a period of deep decline, which has been 
undoubtedly exacerbated by the economic crisis and by the decisions 

taken at the European level. These so-called "exogenous" factors cannot 

be blamed for the failure of the original "federal project", which rather 
depends on the choices made by the constituent and by the Italian 

legislators over the years. There is no doubt that the economic crisis, 

forcing Italy to rethink the whole system of public expenditure 
management with a view to achieving drastic savings, reducing public 

debt and implementing its commitments with the European Union, 

have highlighted the weaknesses of an already adrift system. The 

sudden realization that the autonomies’ structures do not work, has led 
to a process of redefinition of the system, reshaping the territories, and 

in particular regions, and allowing the State to meet its financial 

commitments seeking to reduce the waste of public sources, for too long 
out of control.  

In this context, the fate of the regions is at a crossroads: what seems to 

be at stake is the revival or the cessation of the model of regional state 
itself. The 2012 constitutional reform, introducing the balanced budget 

principle seems to have revived the regions, giving them a role in the 

coordination of public resources among local authorities. On the other 
hand, the proposed constitutional amendment “Renzi-Boschi”, currently 

being discussed in the House of Representatives, significantly reduces 

their role, especially with reference to their legislative power. None of 

these reforms solves the classic problems of Italian regionalism, first of 
all the issue of the five Special Regions, but at least, they seem to 

acknowledge that the regions cannot be political entities of government 

in a federal system, but more realistically they may represent peripheral 
structures for the administration of services and financial management, 

under the strict control of the State. 
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LE SENTENZE 198/2012 E 35/2014 DELLA CORTE 
COSTITUZIONALE ITALIANA SUL NUMERO DEI 
CONSIGLIERI REGIONALI TRA VINCOLI DI BILANCIO 
E AUTONOMIA TERRITORIALE: UN 
BILANCIAMENTO DIFFICILE? 

Gianluca Marolda 
 

Sommario: 

1. Introduzione: i vincoli di bilancio europei e le politiche italiane. 

1.1. Il Titolo V della Costituzione alla prova della crisi economico-

finanziaria. 

2. Il punctum dolens dell'autonomia statutaria regionale: il problema 
della forma di governo regionale ex art.123 Costituzione nelle 

sentenze 198/2012 e 35/2014 della Consulta. 

2.1. La Governance economico-finanziaria dell'UE e il problema del 
“coordinamento della finanza pubblica” ex art.117, comma 3, 

Costituzione. 

2.2. Il limite della “armonia” con la Costituzione ex art.123 - 2.2.1 L' 

“ancoraggio” della Corte al principio di uguaglianza: un tentativo di 
dissimulare le ragioni di finanza pubblica? 

3. Il ruolo delle Regioni nel “federalising process” europeo: un 

depotenziamento continuo. 
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Abstract in italiano 

LE SENTENZE 198/2012 E 35/2014 DELLA CORTE COSTITUZIONALE 

ITALIANA SUL NUMERO DEI CONSIGLIERI REGIONALI TRA VINCOLI 
DI BILANCIO E AUTONOMIA TERRITORIALE: UN BILANCIAMENTO 

DIFFICILE? 

La recente crisi economico-finanziaria ha costretto l’Unione Europea 
alla modifica dei propri Trattati istitutivi verso un irrigidimento 

complessivo dei vincoli di bilancio e degli strumenti di finanza pubblica. 

Per gli Stati Membri UE tutto ciò ha comportato in primo luogo un 
adeguamento complessivo delle proprie legislazioni interne a quelli che 

erano gli indirizzi UE, ma soprattutto ha imposto modifiche anche di 

tipo “costituzionale” al di fuori gli strumenti di legislazione di tipo 

ordinario: la ratifica in Italia del cd. “Fiscal compact” del Marzo 2012 
includeva tra i vari vincoli di finanza pubblica la previsione di  “norme 
costiuzionali o di rango equivalente, la cd. regola aurea per cui il 

bilancio deve essere in attivo o in pareggio” (art. 81 Costituzione). In 
conseguenza di ciò, alcuni Stati Membri come l’Italia (o la Spagna) si 
sono trovati costretti a ripensare radicalmente al proprio assetto 

costituzionale riguardo alle discipline dei propri enti territoriali e locali 
come le Regioni e le Province. Infatti, numerose disposizioni sui vincoli 

di bilancio e finanziari di questi enti sono state irrigidite: la base 

giuridica di tali interventi risiede nel dettato dell’art.117 comma 3, il 
quale elenca le materie di potestà concorrenti tra Stato e Regioni e cita 

il “coordinamento della finanza pubblica e del sistema tributario tra 
esse. Ciò ha provocato un contenzioso (giudizi in via principale) molto 

corposo di fronte alla Corte costituzionale, toccando, però, un punto di 
importanza nodale con riguardo alla forma di governo regionale, che la 

Costituzione assegna, nella disciplina, all’autonomia statutaria 
regionale, secondo il disposto dell’art.123 Cost.  Oggetto di essi è stato il 
decreto legge 130/2011 (cd. Decreto sulla cd. “spending review”), il 
quale ha imposto la riduzione del numero dei consiglieri regionali con 

un tetto massimo, calcolato proporzionalmente al numero degli abitanti 
per ciascuna delle 20 Regioni italiane, dove la Consulta, nei 

casi(sentenze 198/2012 e 35/2014) che si andranno ad analizzare, ha 

dato ragione allo Stato, indicando che la disciplina statale era 
effettivamente in linea con la materia del coordinamento della finanza 

pubblica ex art.117 comma 3 e non ledeva, in secondo luogo, la forma 

di governo regionale disciplinata in Statuto, poichè non rispettavano il 

canone di “armonia con la Costituzione”. La ricerca, infine, di questo 
paper sarà improntata sull’analisi di questi due casi e delle motivazioni 
addotte dai giudici di Palazzo della Consulta, illustrando come dalla 

situazione di crisi economica per gli Stati membri dell’UE occorre che le 
autonomie regionali/locali debbano quasi necessariamente sacrificare 

parte delle proprie competenze e di come la Costituzione possa arrivare 

sul punto a perdere di prescrittività: essi rappresentano scenari di un 
processo di dissoluzione, che la crisi impone di fermare e di ripensare 
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dalle fondamenta come le autonomie territoriali possano davvero 

beneficiare al singolo Stato membro. 
 

Resumen en español 

LA JURISPRUDENCIA (NO.198/2012-35/2014) DEL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL ITALIANO ACERCA DEL NÚMERO DE DIPUTADOS 

DE LAS ASAMBLEAS LEGISLATIVAS REGIONALES. EN LA 
ENCRUCIJADA DE RAZONES PRESUPUESTARIAS Y AUTONOMÍA 

LOCAL: ¿UN DIFÍCIL BALANCE? 

La reciente crisis financiera ha obligado a la Unión Europea a reformar 
sus tratados institucionales con el fin de incorporar principios de 

finanzas públicas y mecanismos presupuestarios más estrictos. En 

primer lugar, esta reforma no sólo ha obligado a todos los Estados 

Miembros de la UE a reformar sus marcos legislativos de acuerdo con la 
directriz europea, sino que ha implicado verdaderas reformas 

constitucionales más allá de los actos legislativos: la ratificación del 

denominado “Fiscal Compact”' en marzo de 2012 por el gobierno 
italiano supuso la introducción de una serie medidas en materia de 

finanzas públicas, entre las que se encuentra la adopción de la 

denominada “regla de oro”, esto es, una norma constitucional (y cuando 
no constitucional, al menos de rango equivalente) que establece que “el 
presupuesto del Estado debe respetar los límites europeos”. El 
resultado final fue que varios Estados Miembros como Italia y España 
tuvieron que considerar una reforma de todo su ordenamiento 

constitucional, especialmente en lo que respecta a sus sistemas de 

autonomía territorial y local, como son el de las Regiones y Provincias. 

Ciertamente, se adoptaron medidas que van más allá de la mera 
obligación de los sistemas de autonomía territorial y local de respetar 

las directrices presupuestarias y financieras: la base jurídica de esta 

reforma es el artículo 117 apartado 3 de la Constitución Italiana que 
establece las competencias de coordinación de finanzas públicas y 

haciendas. De aquí se derivó una importante discrepancia en un punto 

crucial como es la forma de gobierno de las Regiones, que la 
Constitución Italiana dispone en su artículo 123 apartado 1 que se 

establecerá en el respectivo Estatuto Regional (“Statuto Regionale”). La 
jurisprudencia se refiere a las disposiciones del Decreto (“Decreto 
Legge”) no.130/2011 (i.e. el Decreto sobre "revisión del gasto"), que 
impone la reducción del número de consejeros hasta un tope máximo 

calculado en proporción al número de habitantes de cada una de las 

veinte regiones italianas, en la que el Tribunal Constitucional italiano 
(Casos 198/2012 y 35/2014), que serán objeto de este trabajo, se 

pronunció a favor del estado, indicando que la legislación estatal es, en 

primer lugar, conforme con el régimen de coordinación de finanzas 
públicas bajo el artículo 117 apartado 3 y no afecta, en segundo lugar, 

a la forma de gobierno de las regiones establecido en las leyes, dado que 
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estas no cumplían con el canon de “harmonía con la Constitución”. 
Finalmente, el trabajo se basa en el análisis de dos sentencias y en las 

razones esgrimidas por los jueces del “Palazzo della Consulta” e 
intentará ilustrar cómo la crisis económica obliga a que los Estados 

Miembros hagan que sus sistemas de autonomía regional y local 

sacrifiquen parte de sus competencias y cómo la Constitución podría 

perder imperatividad: representan escenarios de un proceso de 
disolución, que la crisis exige cerrar y repensar totalmente cómo las 

autonomías territoriales pueden beneficiar verdaderamente al Estado 

Miembro individual dentro del proceso de federalización de la UE. 
 

Abstract in English 

THE CASE LAW (NO.198/2012-35/2014) OF THE ITALIAN 

CONSTITUTIONAL COURT ABOUT THE NUMBER OF REGIONAL 
LEGISLATIVE ASSEMBLIES' MEMBERS. A CROSS ROAD BETWEEN 

BUDGETARY REASONS AND LOCAL AUTONOMY: A DIFFICULT 

BALANCE? 
The latest financial crisis has forced EU to reform its institutional 

treaties in order to make harsher budgetary reasons and the public 

finance law's principles. First of all,  this strengthen has involved all the 
EU' s member States to reform their legal frameworks according to EU 

direction, but, mainly, has imposed “constitutional” reforms apart from 
the parliamentary acts: the ratification of the so-called “Fiscal 
Compact”' in March 2012  by the Italian Government provided the 
introduction of several measures regarding public finance,  including 

the adoption of the so – called “golden rule”, that is a constitutional rule 
(and even if not constitutional, of an equivalent level) that provides that 
“the State budget has to respect European boundaries”. The final result 

was that several member States, as Italy and Spain had to think of a 

reform of the whole constitutional system, especially for what concerns 
territorial and local autonomy systems, as the Regional one and the one 

made up by the Provinces. Actually, several provisions in order to 

compel territorial and local autonomy systems to respect much more 
the budgetary and financial bonds were approved: the legal basis of this 

reform is article 117, paragraph 3 of the Italian Constitution that 

establishes the competence of coordinating public finance and tax legal 
system is to be found in this group of competences established in art. 

117, para. 3. This has caused an important disagreement, regarding  a 

crucial point, that is the form of government of the Regions, that the 

Italian Constitution establishes that it has to be fixed in the 
“Fundamental Act of Region”(“Statuto Regionale”) in the article 123, 
para.1. The case studies relate to the provisions of Decree( “Decreto 
Legge”) no.130/2011 (ie. The Decree on "spending review"), which 
imposed the reduction of the number of councilors with a cap, 

calculated in proportion to the number of inhabitants for each of the 20 
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Italian region, where, the Italian Constitutional Court, in these cases 

(Case 198/2012 and 35/2014) that we will analyze, ruled in favor of the 

state, indicating that the state legislation was in line with the matter of 
coordination of public finance under Article 117, paragraph 3, and did 

not affect, in the second place, the form of regional government 

regulated in-laws, as they did not comply with the canon of "harmony 

with the Constitution". The research, finally, of this paper will be based 
on the analysis of these two cases and on the reasons given by the 

judges of the “Palazzo della Consulta” and will try to illustrate how in 
the economic crisis for the EU Member States it's necessary that their 
autonomies regional / local must almost  sacrifice some of their skills 

and how the Constitution could lose prescriptive: they represent 

scenarios of a process of dissolution, that the crisis requires to stop 
and, also, to rethink from the ground up as territorial autonomies can 

really benefit the individual Member State in EU' s federalising process. 
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Resumen en español 

El pasado 1 de julio de 2014 entraba en vigor la 6ª reforma del estado 

belga. Un nuevo paso que ahonda en el federalismo fiscal e incrementa 
las competencias de las tres regiones: Flandes, Valonia y Bruselas-

Capital. Esta reforma es el acuerdo que puso fin a una de las mayores 

crisis políticas de la historia de Europa: 535 días sin poder formar 
gobierno. La clara disparidad entre la estructura económica y social de 

las tres regiones belgas se ve agravada por la profunda división cultural 

entre las dos principales comunidades, la flamenca y la francófona. La 
6ª reforma del Estado trata de  principalmente al impulso 

descentralizador de la región de Flandes. Del mismo modo, la reforma 

trata de poner solución a los problemas endémicos de financiación de la 

región de Bruselas-Capital. En último término, la reforma no puede 
olvidar la solidaridad con la región de Valonia, principal perjudicada 

con el incremento de la autonomía fiscal. En este trabajo trataremos de 

examinar el resultado de esta 6ª reforma y subrayar aquellos elementos 
que pueden ser de especial interés para comprender el fenómeno de los 

regionalismos centrífugos en la Unión Europea. 
 

 

Abstract in italiano 

LA 6ª RIFORMA DELLO STATO IN BELGIO: UN NUOVO PROBLEMA O 

UNA NUOVA SOLUZIONE? 

Il 1° luglio 2014 è entrata in vigore la 6a Riforma dello stato belga. Un 
nuovo passo che approfondisce nel federalismo fiscale e aumenta i 

poteri tributari delle tre regioni: Flanders, Vallonia e Bruxelles-Capitale. 

Questa è frutto dello accordo per risolvere  una delle crisi più grande 
nella storia politica contemporanea d’Europa: 535 giorni senza governo. 
La evidente disparità tra la struttura economica e sociale delle tre 

regioni belghe è esacerbata con la profonda divisione culturale tra le 
due comunità principali, i fiamminghi e i francesi. Questa 6a Riforma 

dello stato risponde soprattutto all'impulso di decentramento della 

regione fiamminga. Allo stesso modo, la riforma cerca di soluzionare i 

problemi endemici di finanziamento della regione di Bruxelles-Capitale. 
Per ultimo, la riforma non può dimenticare la solidarietà con la regione 

della Vallonia, principale lesa con l'aumento della autonomia fiscale 

regionale. In questo paper aspiramo a valutare questa 6a riforma e 
sottolineare  gli elementi che possono essere di particolare interesse per 

comprendere il fenomeno del regionalismo centrifugoi nell'Unione 

Europea. 
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Abstract in English 

THE 6TH REFORM OF THE STATE IN BELGIUM: A NEW PROBLEM OR 

A NEW SOLUTION? 
Last July 1st 2014, came into force the 6th Reform of the Belgian State. 

A new step that deepens fiscal federalism and increases the tax 

competences of the three Belgian regions: Flanders, Wallonia and 
Brussels-Capital. This reform is the agreement that solved one of the 

biggest political crisis in recent European history: 535 days without 

government. The great disparities among economic and social 
structures of the three Belgian regions are aggravated by the profound 

cultural division between the two main communities, the Flemish and 

the French one. The 6th State reform responds mainly to the 

decentralization impulse of the Flemish region. In the same way, the 
reform tries to resolve the endemic financing problems of Brussels-

Capital region. Finally, the reform should not forget the solidarity with 

the Wallonia region, main harmed by the increase of regional fiscal 
autonomy. In this paper we will try to examine the outcome of this 6th 

reform and emphasize those elements which may be of special interest 

to understand the phenomenon of centrifugal regionalisms in the 
European Union. 
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instituciones europeas o los commuters que viven en otras poblaciones cercanas más 

baratas) no tributan como residentes en la misma región a pesar de requerir y utilizar 

sus servicios. Finalmente, la Reforma no puede olvidar la solidaridad con la región de 

Valonia, principal perjudicada con el incremento de la autonomía fiscal y que ve con 

recelo la pérdida de poder del Estado federal. 

4.- La 6ª Reforma del Estado, ¿un nuevo problema o una solución? 

Debemos comenzar por advertir que la sexta reforma del Estado belga nace con 

una grave carencia de legitimidad que puede suponer un riesgo para su estabilidad en 

el tiempo: el partido independentista flamenco NV-A, el más votado en las elecciones 

de 2010, no ha participado en este proceso. Este hecho permite comprender en parte 

las dificultades para formar gobierno, pues para conformar el mismo con las mayorías 

necesarias fueron necesarios nada menos que ocho partidos diferentes, cuatro 

flamencos y cuatro francófonos. Una vez configurado el gobierno estaba claro que su 

estabilidad pasaba por una nueva Reforma que integrara las pretensiones de los 

partidos regionales. 

El principal punto de fricción para impulsar la Reforma era el estatus de 35 

municipios de la periferia del Bruselas que la región de Flandes reclamaba para sí. 

Finalmente solo 6 de ellos mantendrán su vinculación con Bruselas, siendo los 

restantes integrados en Flandes. Superado este escollo el acuerdo para dotar de mayor 

autonomía a las regiones y comunidades ha sido relativamente sencillo. El Estado 

federal cederá competencias y recursos por valor de 20.000 millones de euros 

(aproximadamente un 40% más que en la actualidad. La Reforma, aprobada en julio de 

2013 ha entrado en vigor el 1 de julio de 2014. Veamos cuáles son los principales 

aspectos de la misma:  

a) Incremento de las competencias de las regiones y las comunidades en 

materia de empleo, prestaciones familiares y sanidad, partidas en las que se concentra 

el mayor volumen de recursos. 

b) Aumento de la autonomía fiscal de las Regiones cambiando el modelo 

de cesión recaudatoria del impuesto sobre la renta por un sistema de impuesto 
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conjunto con fijación de tipos propios regionales. Además, se aumenta su autonomía 

para crear deducciones y bonificaciones. 

c) Sistema de compensación decreciente durante 10 años para garantizar 

una introducción paulatina de la Reforma de modo que esta sea plenamente neutral 

en el plano presupuestario para las regiones y comunidades en su primer año de 

introducción. 

d) Mantenimiento del Estado federal como garante de la solidaridad 

institucional e interpersonal y la progresividad del impuesto, fijándose límites que 

impidan una competencia fiscal entre las regiones. 

e) Las entidades federadas, regiones y comunidades, deberán contribuir a 

los costes de endeudamiento del Estado belga, con una deuda pública superior al 

105% del PIB así como al equilibrio presupuestario. 

f) Financiación adicional para la región de Bruselas-Capital en torno a 500 

millones de euros anuales para dar respuesta a sus gastos complementarios en 

materia de transporte, bilingüismo o seguridad así como para compensar la existencia 

de commuters y funcionarios internacionales. 

Es cierto que esta Reforma no plantea realmente nada nuevo, pues por sexta 

vez se limita a transferir competencias del Estado federal a las entidades federales, 

regiones y comunidades6. No obstante es cierto que la cesión alcanza campos que 

hasta entonces habían sido líneas rojas en la negociación como la seguridad social o el 

impuesto sobre la renta. De este modo, la sexta Reforma plantea profundos cambios 

en el sistema de relaciones entre las entidades federales y el Estado federal, con un 

gran volumen de recursos en favor de las primeras vía mayor cesión de impuestos 

estatales y transferencias sujetas a actualización para hacer frente a nuevas 

competencias. Observamos en este proceso un incremento en paralelo de la 

corresponsabilidad fiscal y de la autonomía tributaria, elementos que entrarán 

paulatinamente en escena a medida que vaya desapareciendo el sistema de 

compensación previsto.  

                                                             
6 BOUILLON, 2013. 
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competencias para las entidades federadas, en este caso estrechamente vinculadas a 

la atención al ciudadano (prestaciones familiares, cuidado de la tercera edad, sanidad, 

etc.); más financiación incrementando la cesión de impuestos y las transferencias 

directas, primando eso sí la corresponsabilidad fiscal y, finalmente, más diferencias 

entre los territorios, aceptando la creación de sistemas tributarios con marcadas 

particularidades interregionales y permitiendo potenciales diferencias de trato en el 

acceso a servicios públicos esenciales. 

El Estado da un paso atrás, cediendo competencias sensibles que incrementan 

la visibilidad de la acción de las regiones y las comunidades. Sin embargo, el sistema 

tributario apenas cambia a pesar del ligero aumento de la corresponsabilidad y 

autonomía fiscal. La mayoría de los recursos siguen procediendo de la cesión de figuras 

tributarias federales como el IVA o el impuesto sobre la renta, por lo que el desgaste 

de las entidades federadas en este sentido es mínimo. La posibilidad de fijar tipos 

incrementados en el impuesto sobre la renta, además, no hace sino incrementar las 

potenciales disparidades regionales en Bélgica. La solvencia financiera de la región de 

Flandes le ha permitido, desde el inicio del proceso de descentralización fiscal, emplear 

su poder tributario para reducir impuestos. Las demás regiones belgas, con peor 

balance fiscal, apenas pueden seguir esta senda y ven peligrar algunas bases fiscales 

móviles, tal y como ha sucedido en materia de sucesiones y donaciones tras la reforma 

del año 2001.  

¿Realmente estas cesiones tienen como objetivo mejorar la corresponsabilidad 

fiscal de las regiones? En nuestra opinión estamos ante simples excusas para reducir la 

solidaridad interregional del sistema tributario y potenciar las disparidades 

interregionales en favor de las regiones que por motivos históricos gozan de una 

situación económica más ventajosa. Este efecto se acentúa en el caso de Bélgica, en el 

que el juego de competencia entre las regiones es mucho más simple que en Estados 

con un mayor número de regiones como España. Existe una clara contradicción entre 

esta descentralización fiscal sin frenos en favor de las regiones y los movimientos de la 

Unión Europea hacia cualquier suerte de unión fiscal que desemboque en un menor 

poder de los Estados miembros en favor de un ente superior. Es por ello que 



610 

observamos claros riesgos de confrontación entre las pretensiones de las regiones y el 

proyecto europeo que requieren de un examen pausado que impide una ruptura 

interior de la UE. 

No solo eso, la experiencia española nos enseña que la desaparición práctica 

del Estado central en muchos servicios esenciales de la vida de los ciudadanos como la 

educación puede crear una brecha de legitimidad y exaltar los sentimientos de 

nacionalismos centrífugos. La cesión de competencias en favor de entes subcentrales 

es un proceso sin retorno y sin fin, la Reforma del Estado belga analizada es 

simplemente un nuevo episodio. El resultado es una fragmentación interna que 

dificulta las relaciones horizontales entre los Estados miembros. Como no nos 

cansaremos de advertir, no deja de ser paradójico que el complejo proceso de 

construcción de la UE haya consistido en la suma de Estados, mientras que 

paralelamente algunos de éstos se descomponen internamente de forma 

irremediable. 

Aunque aún es pronto para analizar las consecuencias empíricas de la Reforma 

del Estado federal en Bélgica sí que podemos vaticinar algunos efectos sobre las 

disparidades regionales. Posiblemente se remarquen aún más las diferencias en el 

nivel de servicios públicos en favor de la Región de Flandes, toda vez que a medida que 

desaparezcan las medidas correctoras, mejorará comparativamente su financiación 

respecto a las demás regiones. Además esto puede redundar en favor de los propios 

independentistas flamencos que quedaron al margen del pacto de la Reforma, toda 

vez que acentuará la percepción de que la Región de Flandes mejora su situación a 

medida que incrementa su nivel de autonomía. 

Al final, la Unión Europea tendrá que instrumentar los mecanismos para 

controlar esta agenda creciente de demandas e impedir así que a nuestro proyecto de 

integración le surja una poderosa oposición regional. Un riesgo evidente en Estados 

como Bélgica en que el reducido número de regiones posibilita un claro acceso de los 

nacionalismos centrífugos a las esferas más altas de decisión. 
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Resumen en español 

HACIA UNA “FEDERALIZACIÓN” DE ESPAÑA: UN ANÁLISIS A LA LUZ 
DEL SISTEMA FEDERAL ALEMÁN 
El Sistema Autonómico Español, proclamado en la Constitución 

Española de 1978, vive inmerso en una grave crisis de identidad. Ello 

ha sido provocado, entre otros factores, por la presión ejercida desde 
sus inicios por parte de los partidos políticos nacionalistas (en Cataluña 

y País Vasco, esencialmente) y ahora, en estos años de dificultad 

económica, propiciado por quienes abogan por una redistribución 
eficiente de las competencias entre el Estado y las Comunidades 

Autónomas, así como por una reducción del desbordado entramado 

administrativo fruto del actual modelo territorial español. Un elemento 

clave de esta crisis lo constituye Cataluña. La aprobación de la última 
reforma de su Estatuto de Autonomía en 2006, refrendado en parte por 

el Tribunal Constitucional español mediante la Sentencia 31/2010, de 

28 de junio de 2010, ha permitido defender sin complejos un mayor 
autogobierno de la región, llegando incluso a perseguir, en última 

instancia, la total independencia de Cataluña como nación. Esto ha 

desembocado en innumerables estudios por parte de los 
constitucionalistas, a fin de encontrar la solución que mejor se adecúe 

(i) al sistema constitucional español vigente y (ii) a los deseos de los 

ciudadanos españoles y, en particular, a los de los catalanes. Una de 
las soluciones que se barajan es la transformación del Estado 

autonómico español en un Estado federal, de tal manera que los nuevos 

Estados miembro puedan gozar de autonomía constitucional suficiente 

y, llegado el caso, de la tan ansiada y plena soberanía que reclaman.  
Para ello, se toma como referencia el Sistema federal por antonomasia: 

el proclamado en la Ley Fundamental de Bonn de 1949 para la 

República Federal de Alemania, cuya visión ayudará a vislumbrar, con 
sus ventajas y vicisitudes, un nuevo camino en la organización 

territorial española. 

Abstract in italiano 

VERSO UNA “FEDERALIZZAZIONE” DELLA SPAGNA: UN’ANALISI ALLA 
LUCE DEL SISTEMA FEDERALE TEDESCO 
Il Sistema delle Autonomie spagnolo, previsto dalla Costituzione 

spagnola del 1978, sta attraversando una grave crisi di identità. Tale 

situazione è stata causata, tra gli altri fattori, dalla pressione esercitata 
fin dagli inizi dai partiti politici nazionalisti (in Catalogna e nei Paesi 

Baschi, essenzialmente) e ora, in questi anni di difficoltà economiche, è 

stata favorita da quanti sostengono una ridistribuzione efficiente delle 
competenze tra lo Stato e le Comunità Autonome e una 

razionalizzazione dell’enorme struttura amministrativa dell’attuale 
modello territoriale spagnolo. Un elemento chiave di questa crisi è 
rappresentato dalla Catalogna. L'adozione dell’ultima riforma dello 
Statuto di Autonomia del 2006, approvato in buona parte dalla Corte 
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costituzionale spagnola con sentenza 31/2010, del 28 giugno 2010, ha 

permesso la difesa indisturbata di un maggiore livello di auto-governo 

della regione, con il fine di conseguire, in ultima analisi, la totale 
indipendenza della Catalogna come nazione. Ciò ha portato a 

innumerevoli studi da parte dei costituzionalisti, al fine di trovare la 

soluzione che meglio si adatti (i) al sistema costituzionale spagnolo 

vigente e (ii) alla volontà dei cittadini spagnoli e, in particolare, dei 
catalani. Una delle soluzioni considerate prevede la trasformazione dello 

Stato Autonomico in Stato federale, in modo che i nuovi Stati membri 

possono godere di un'adeguata autonomia costituzionale e, se del caso, 
della tanto attesa e rivendicata piena sovranità. 

A tal fine, si prende come riferimento il sistema federale per eccellenza: 

quello proclamato dalla legge fondamentale del 1949 per la Repubblica 
federale di Germania, il cui studio aiuterà a intravedere, con i suoi 

vantaggi e le sue vicissitudini, un nuovo percorso nella organizzazione 

territoriale spagnola. 
 

Abstract in English 

TOWARDS “FEDERALIZATION” OF SPAIN: AN ANALYSIS IN LIGHT OF 
THE GERMAN FEDERAL 
The Spanish State of Autonomies, proclaimed in the Spanish 

Constitution of 1978, is immersed in a serious identity crisis. This has 

been caused, among other factors, by the pressure from the start by the 
nationalist political parties (in Catalonia and the Basque Country, 

essentially) and now, in these years of economic hardship, led by 

advocates of efficient redistribution of powers between the State and the 

Autonomous Communities, as well as a reduction of immeasurable 
framework that assumes the current Spanish territorial model. A key 

element of this crisis constitutes Catalonia. The adoption of the latest 

reform of the Statute of Autonomy in 2006, almost entirely endorsed by 
the Spanish Constitutional Court by the Judgment of 28 June 2010, 

unapologetic defence has allowed greater self-government in the region, 

even to pursue ultimately, the full independence of Catalonia as a 
nation. This has led to numerous studies by the Constitutionalists, in 

order to find the solution that best suits (i) the Spanish constitutional 

system and (ii) the wishes of the Spanish people –in particular to the 
Catalans–. One solution being considered is the transformation of the 

Spanish autonomous state into a federal state, so that the new member 

states may enjoy sufficient constitutional autonomy and, where 

appropriate, of the longed claiming sovereignty. 
To do this, it draws the federal system par excellence: the proclaimed in 

the Fundamental Law (Grundgesetz) of 1949 for the Federal Republic of 

Germany. It helps to glimpse, with its advantages and vicissitudes, a 
new path in the Spanish territorial organization. 
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distintas ocasiones el Tribunal Constitucional Federal Alemán7, en que todos ellos 

gozan del mismo estatus en sus relaciones, coexistiendo en igualdad de condiciones y 

supone, en definitiva, que todos los Länder como miembros de la Federación, gozan 

constitucionalmente de los mismos derechos8. De este modo, el trato igualitario que la 

Ley Fundamental dispensa a los Länder se traduce automáticamente en una 

prohibición al legislador federal de que conceda derechos especiales, o grave con 

obligaciones específicas a alguno de los Länder; es decir, lo que ya hemos denominado 

como prohibición de la arbitrariedad. La imperatividad de la igualdad de trato de los 

Länder impone que todo aquello que el Bund atribuya a un Estado en concreto, lo ha 

de proporcionar ipso iure al resto de Länder; rechazando, así, el favorecimiento de un 

Land mediante una cláusula de régimen preferencial9. Otra manifestación del principio 

de igualdad federativa de los Länder lo encontramos en la participación paritaria de 

éstos dentro del Bund, donde, en principio, todos los Länder presentan el mismo peso 

en el proceso de la formación general de la voluntad de la Federación, sin tener en 

cuenta sus substratos personales y territoriales. Los votos de un Land adquieren, por 

tanto, el mismo valor que el de cualquier otro. En este punto, interesa distinguir dos 

momentos distintos en el ejercicio por parte de los Länder de su derecho a voto: por 

un lado, las votaciones jurídico-institucionales de los Länder en el Bundesrat10; y, por 

otro, las consultas informales abiertas que los Länder efectúan dentro del llamado 

Federalismo cooperativo11. 

Íntimamente ligado al principio de igualdad encontramos el principio de 

fidelidad o lealtad federal (Bundestreue) entre la Federación y los Länder, y de éstos 

entre sí. Este principio, básico para el correcto funcionamiento del entramado federal, 

se traduce en una obligación jurídico-constitucional derivada del principio federal, que 

hace que la Federación y los Länder mantengan la lealtad entre ellos y tiendan, 

                                                             
7
 BVerfGE 1, 299 (315), entre otras. 

8 ISENSEE (2008: 77). 
9 ISENSEE (2008: 82). 
10 El poder legislativo en la Federación alemana es bicameral: el Bundestag o Asamblea Federal, por un 
lado, es la cámara baja elegida por sufragio universal y representa al pueblo alemán; y el Bundesrat o 
Consejo Federal, por otro lado, es la cámara alta que representa a los gobiernos de los Länder (ex arts. 
38 y 50 GG). 
11 En este sentido, vid. ISENSEE (2008: 83). 
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Alemania13. Su rasgo más característico es, quizás, que siguen la estela de la Ley 

Fundamental de Bonn y, fuertemente influenciadas por ella, incorporan en su 

articulado preceptos idénticos a los contenidos en la Grundgesetz. Su estructura 

constitucional, el catálogo de derechos fundamentales que recogen, o la organización 

del poder son aspectos reproducidos de forma muy similar a los contenidos en la Ley 

Fundamental.  

En una tercera fase de aprobación constitucional se encuentran las 

Constituciones de los cinco Länder de la Alemania oriental, con la reunificación 

alemana de comienzos de los años 90 del siglo pasado14. Las Constituciones de estos 

Länder son clara muestra de los nuevos tiempos, con una especial sensibilidad hacia 

los derechos sociales y los principios democráticos basados en la representación 

directa. Además, muestran una mayor conciencia de su estatalidad e individualidad 

fruto, sin duda, del sufrimiento vivido durante la época nacionalsocialista, en primer 

lugar, y la dictadura comunista, después. Ejemplo de ello es la acuñación que, por 

algunos de estos Länder, se realiza del término Freistaat (Estado libre) en sus 

Constituciones, así como las referencias expresas que se incorporan en sus Preámbulos 

sobre su estatalidad. 

A pesar de las diferencias históricas, políticas, sociales y económicas de todos 

los Länder y de las distintas influencias que unos y otros Länder han sufrido como 

consecuencia de las distintas épocas en las que aprobaron sus textos constitucionales, 

todos ellos muestran gran homogeneidad en el contenido de sus Constituciones y, lo 

que es más importante, una gran lealtad con la Constitución federal. Con respecto a la 

parte dogmática incorporada en las Constituciones de los Länder, hay que destacar 

que todas ellas establecen principios estructurales y rectores de la política estatal, así 

como el reconocimiento del Estado social y de Derecho, con las correspondientes 

                                                             
13 Baden-Württemberg, Berlín, Hamburgo, Renania del Norte-Westfalia, Baja Sajonia y Schleswig-
Holstein. No olvidemos que no es hasta la caída del muro de Berlín, y la posterior incorporación de los 
Estados del Este, que Alemania reúne los 16 Länder con los que cuenta en la actualidad. 
14

 Se trata de los Länder de Brandeburgo, Mecklemburgo-Pomerania Occidental, Sajonia, Sajonia-Anhalt 
y Turingia. 
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1.- El papel de los derechos fundamentales en la progresiva constitucionalización del 

proceso de integración europea. 

En los más de cincuenta años que distan desde que los Padres Fundadores de 

la Unión Europea sentaron sus primeros pilares, el proceso de integración europea ha 

mantenido un genuino camino que no encuentra precedentes ni parangón en el 

ámbito comparado. El resultado es una organización supranacional sui generis que 

combina elementos propios de la confederación en el plano político y de una 

federación en el plano jurídico (WEILER, 2004). "En efecto, los Estados miembros de la 

Unión Europea deciden conjuntamente mediante mecanismos supranacionales 

(confederales, si se quiere), sustrayendo esas decisiones a su espacio constitucional y 

al debate público nacional, y obligándose a cumplirlas a través de su inserción en un 

sistema jurídico federal que les vincula por medio del principio de primacía" (BALAGUER 

CALLEJÓN, 2015: p. 39). 

De ahí que surja espontáneamente la duda: ¿puede afirmarse la existencia de 

un Derecho constitucional de la Unión Europea? Desde una perspectiva material (o 

ideológica), el contenido actual del Derecho primario de la Unión Europea cumpliría en 

buena medida con los dos pilares que identifican la idea de Constitución, tal y como 

reconociera el art. 16 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano en 

uno de los más bellos pasajes de la historia político-constitucional: "Toda sociedad en 

la que la garantía de los derechos no está asegurada, ni la separación de poderes 

establecida, no tiene Constitución". Pues bien, hoy día nadie puede dudar de que, 

sobre todo con la aprobación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE 

(2007) y el reconocimiento de su carácter jurídicamente vinculante, el Derecho 

primario de la Unión Europea integra una indiscutible garantía de los derechos de la 

persona, al mismo tiempo que prevé una estructura institucional que salvaguarda la 

separación de poderes, aunque ésta resulte flexible y no se corresponda en sentido 

estricto con la clásica distinción triádica entre los Poderes Legislativo, Ejecutivo y 

Judicial. Se trata de una estructura institucional única: el Consejo Europeo reúne a los 

líderes nacionales y europeos y establece las prioridades generales de la UE; en el 

Parlamento Europeo los diputados representan a los ciudadanos europeos, quienes los 
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eligen directamente; la Comisión Europea promueve los intereses de la UE en su 

conjunto y su actuar cada vez se asemeja más a un "gobierno" de la Unión; y en el 

Consejo de la Unión Europea son los gobiernos de cada país los que defienden los 

intereses nacionales propios. Comisión, Parlamento y Consejo de la Unión Europea 

participan en la elaboración de las "leyes" europeas a través del "procedimiento 

legislativo ordinario". El Tribunal de Justicia vela por el cumplimiento de la legislación 

europea y el Tribunal de Cuentas controla la financiación de las actividades de la UE, 

mientras que otros organismos interinstitucionales desempeñan diversas funciones 

especializadas (Banco Central Europeo, Servicio Europeo de Acción Exterior, Comité 

Económico y Social Europeo...). 

Asimismo, en sentido formal la Unión Europea cuenta con un Derecho primario 

que, en principio, cumple con los elementos técnicos propios de la idea de 

Constitución (GARRORENA MORALES, 2011: pp. 48 y ss.): a) Normas formuladas por 

escrito, aunque se encuentren recogidas en un conjunto de Tratados fundacionales, 

modificados y adaptados por distintos tratados y actos. En concreto, los Tratados 

"fundacionales" que constituyen la UE -Tratado de París (1951), Tratados de Roma 

(1957) y Tratado de la Unión Europea (1992)-; los Tratados modificativos -Acta Única 

Europea (1986), Tratado de Ámsterdam (1997), Tratado de Niza (2001) y Tratado de 

Lisboa (2007)-; los Tratados complementarios, que aportan modificaciones sectoriales 

a los Tratados fundacionales, y los Actos de adhesión de los distintos Estados 

miembros. b) Normas "fundamentales" y "Derecho de mayor valor", siendo 

reconocidas como fuente primaria o Derecho originario, por tanto que goza de 

"supremacía" en el ordenamiento jurídico europeo y, en tal sentido, ordena el marco 

institucional y el sistema de fuentes de la Unión Europea. c) Normas "más estables" 

que el resto de normas, los Tratados que integran el Derecho primario de la Unión 

Europea tienen una especial rigidez con procedimientos propios de reforma distintos 

de los previstos para las fuentes de Derecho derivado. d) Normas "eficaces" sobre el 

resto de normas, prevaleciendo sobre cualquier otra fuente del Derecho, al tiempo que 

el Tribunal de Justicia de la Unión Europea actúa como garante para hacer respetar 

esta prevalencia mediante distintos recursos (así, el recurso de anulación -art. 263 
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Abstract in italiano 

CITTADINANZA ECONOMICA, CITTADINANZA SOCIALE E 

CITTADINANZA EUROPEA: CONSIDERAZIONI E PARADOSSI. 
La cittadinanza europea è stata sempre oggetto di un dibattito piuttosto 

vivace  per il suo contenuto spesso non pienamente afferrabile e in 

continuo divenire. Lo scopo era quello di individuare le soluzioni che 
avrebbero permesso di coniugare nel migliore dei modi cittadinanza 

europea e cittadinanza nazionale. Con l’acuirsi della crisi economica 
odierna la cittadinanza europea è tornata al centro dell’attenzione in 
particolare nel momento in cui si è da molte parti auspicato  di 

arricchire il contenuto sociale, oltre che economico della cittadinanza 

comunitaria. La cittadinanza sociale e buona parte degli istituti che 

questa porta con se, sono stati spesso presentati come gli elementi base 
per la tutela della dignità umana, frutto di una spinta ideale, 

filantropica ed umanitaria volta a portare al massimo sviluppo 

l’applicazione di un principio di solidarietà sociale che oggi stenta a 
trovare eguali al di fuori dell’Unione Europea stessa. Inoltre, in modo in 
parte discutibile, il concetto di cittadinanza sociale e quello di 

cittadinanza economica tipico dell’Unione Europea sono spesso stati  
spacciati per nozioni agli antipodi anziché  essere trattati, in modo a 

mio avviso più consono, come istituti complementari. Lo scopo di 

questa breve presentazione del mio contributo è quello di fare un pò di 
luce  sulla condivisibilità di quanto sopra accennato in particolare 

attraverso un’analisi diacronica dello sviluppo dei diritti sociali e della 
cittadinanza sociale  da una parte, e dall’altra, esaminando le 
caratteristiche e la  posizione assiologica a questi conferita nell’evolversi 
del costituzionalismo o, per meglio dire, dei costituzionalismi. Come 

spesso accade infatti guardare al passato aiuta a capire il presente e a 

prevedere parte del futuro.A questo proposito è interessante notare 
come le differenze tra tali due nozioni di cittadinanza erano andate 

perdendo senso in modo sensibile nel momento in cui si fossero prese in 

considerazione le caratteristiche tradizionali associate al concetto di 
cittadinanza fino agli anni ‘80 in buona parte degli stati europei.  Allora 
il concetto di cittadinanza tout court aveva conglobato in se stesso sia le 

libertà tipiche del vecchio  stato liberale sia i diritti dello stato sociale. 
Gli elementi più tipici di quella che oggi chiameremmo cittadinanza 

sociale sono stati gradualmente introdotti prevalentemente nel corso 

degli ultimi due secoli prevalentemente al fine di limitare o quantomeno 

sedare gli effetti della dirompente questione sociale  ed i problemi 
dell’industria e del mercato ancor prima che per spirito umanitario. Lo 
stato sociale nasce  e cresce tra l’altro come un “problema 
dell’industria” (BEVERIDGE, 1909) la quale stessa inizialmente usa gli 
strumenti tipici dello stato sociale allo scopo di assicurare la 

riproduzione  di una classe operaia “ben educata”. In altri termini, ”tale 
problema meritava di essere preso seriamente in considerazione 
affinchè potessero essere assicurate  le condizioni ottimali per la 
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produzione e per il funzionamento del mercato”. Lo stato sociale nasce 
fondamentalmente come correttivo degli effetti collaterali di un sistema 

liberale fondato sui diritti di libertà e proprietà.  La separazione tra 
stato e mercato viene gradualmente ridotta in realtà con lo scopo di una 

protezione del mercato e della produzione. Le origini della cittadinanza 

sociale si trovano in nuce già nel costituzionalismo liberale sviluppatosi 

intorno alla rivoluzione francese  ed a quella americana anche se 
troveranno un pieno sviluppo solo successivamente. Ma la risposta 

meramente liberale alla questione sociale di fine ‘800, bastava? 
Potevano il mercato ed il sistema rappresentativo timocratico essere resi 
compatibili con il conseguimento di condizioni di vita più tollerabili per i 

lavoratori  e possibilmente senza passare per una rivoluzione? Ed il 

dibattito odierno relativo alla cittadinanza europea potrà seguire nel suo 
sviluppo  un itinerario simile a quello svolto della cittadinanza 

“classica”? 
 

Resumen en español 

CIUDADANÍA ECONÓMICA, CIUDADANÍA SOCIAL Y CIUDADANÍA 

EUROPEA: CONSIDERACIONES Y PARADOJAS 

La ciudadanía europea ha sido siempre objeto de un debate demasiado 
vivaz por su contenido frecuentemente  poco compresible y en continuo 

cambio. El objeto era de detectar las soluciones que hubiesen permitido 

de la mejor manera conciliar la ciudadanía europea y la nacional. En la 
actual y aguda crisis económica la ciudadanía europea ha regresado  al 

centro de la atención, en particular cuando desde muchas partes se 

espera enriquecer el contenido social, además del económico de la 

ciudadanía comunitaria. La ciudadanía social y buena parte de los 
institutos que ella trae consigo, se consideran frecuentemente como 

elementos base para la tutela de la dignidad humana, fruto de un 

impulso ideal y humanitario que conduce al máximo desarrollo y 
aplicación del principio de solidaridad social que hoy con fatiga 

encuentra parangón  fuera de la misma Unión Europea. El objeto de 

esta breve presentación de mi aporte es dar luces sobre lo compartido y 
señalado líneas arriba en particular a través de un análisis diacrónico 

del desarrollo de los derechos sociales y de la ciudadanía social por una 

parte,  y por otra, examinando las características y la posición 
axiológica a ellos asignada en la evolución del constitucionalismo o, 

mejor aún, de los constitucionalismos. Siguiendo aquello  de que mirar 

al pasado ayuda a entender el presente y a prever parte del futuro. A 

este propósito, es interesante notar como las diferencias entre las dos 
nociones de ciudadanía han estado perdiendo sentido en modo 

perceptible, desde el  momento en que se tomaron en consideración las 

características tradicionales asociadas al concepto de ciudadanía, como 
sucedió hasta los años 80 en buena parte por los estados europeos.  En 

ese entonces, el concepto de ciudadanía tout court había comprendido 
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en sí misma sea a las libertades típicas del viejo Estado liberal sea los 

derechos del Estado social.Los elementos más típicos de aquella que 

hoy llamaremos ciudadanía social, han sido gradualmente introducidos 
prevalentemente en el curso de los últimos siglos con el fin de limitar o 

al menos apaciguar  los efectos de la explosiva cuestión social,  los 

problemas de la industria y del mercado, que por espíritu humanitario. 

El Estado social nace y crece, entre otros, como “un problema de la 
industria” (BEVERIDGE, 1909) la que inicialmente usa los instrumentos 

típicos del Estado social con el fin de asegurar la reproducción de un 

clase trabajadora “bien educada”. En otros términos, “tal problema 
meritaba de ser tomado  seriamente en consideración para que se 

pudiesen asegurar las condiciones óptimas para la producción y para el 

funcionamiento del mercado”. El Estado social nace fundamentalmente 
como correctivo de los efectos colaterales de un sistema liberal fundado 

sobre los derechos de libertad y de propiedad. La separación entre 

Estado y mercado viene gradualmente reducida  en realidad con el 
objetivo de una protección del mercado y de la producción. Los orígenes 

de la ciudadanía social se encuentran ya en el constitucionalismo 

liberal desarrollándose en torno a la Revolución francesa y a aquella 

americana. Ahora bien,  ¿la respuesta meramente liberal a la cuestión 
social de finales del 1800 era suficiente? , ¿Podían el mercado y el 

sistema representativo timocrático ser compatibles con la consecución 

de condiciones de vida más tolerables para los trabajadores sin pasar 
por una revolución?Entonces, ¿el debate actual relativo a la ciudadanía 

europea podrá seguir en su desarrollo un itinerario similar a aquél de la 

ciudadanía “clásica”? 
 

Abstract in English 

ECONOMIC CITIZENSHIP, SOCIAL CITIZENSHIP AND EUROPEAN 

CITIZENSHIP: REMARKS AND PARADOXES. 
European citizenship has been subjected to a quite lively debate 

because of its blurred and  continuously changing content. This debate 

was aimed at finding solutions for the best integration of national  and 
European citizenship. With the sharpening of the current economic 

crisis, European citizenship gained again a great  attention in particular 

because of the fact that few scholars and politicians suggested that 
times would be ready to enrich the content of European citizenship, 

based essentially on classical liberal freedoms, with social rights typical 

of welfare states. Social citizenship is often and, in my opinion, 

correctly, identified as a basic element in the implementation and 
protection of human dignity. Social rights and citizenship are also often 

and arguably described as results of strongly humanitarian and ideal 

interventions, aimed at pursuing the best level in the application of 
principle of  social solidarity…A level that still now is difficult to be 
found outside of European Union’s member states.Furthermore  the 
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notion of social citizenship and the concept of economic citizenship 

typical of European citizenship are often, and again very arguably, 

qualified as opposites instead of being identified as complementary 
parts of a more comprehensive notion of citizenship similar to the one 

we could find in  traditional liberal democratic national states. My  

short contribution is aimed at clarifying and verifying the agreeability of 

the abovementioned statements. In particular I would like to do that 
firstly by means of a diachronic analysis concerning the development of 

social rights and social citizenship and secondly by examining the 

features and the assiological position given to social rights within the 
evolution of constitutionalism. To understand those historical 

motivations will surely help us in the comprehension of relations linking 

social citizenship and economic citizenship.In this regard it is indeed 
very interesting to realize how differences between existing between 

these two kind of citizenship started to decrease substantially when 

taking into consideration the features of traditional EU member states  
citizenship at least the eighties of last century until as above  briefly I 

pointed out. At that time the concept of citizenship tout court had 

absorbed in itself both liberties which were typical of liberal state and 

rights granted by welfare states.It will be quite easy to realize that rights 
and institutions which we usually connect to welfare state and to social 

citizenship introduced mainly in the last century at the aim of 

becalming and sedating effects of the shattering Social Question 
generated by industrial revolution, of solving problems of industries and 

factories and in order to give a balance to the market rather than with 

the aim of humanizing life and work conditions of lower classes for ideal 
purposes.Welfare states were born and grew as “problems of industry” 
as lord Beveridge underlined in 1909. Industry itself introduced 

techniques which would have been later adopted by social states with 
the aim of  creating and reproducing a well disciplined working class. In 

other words Social Question deserved to be taken into consideration in 

order to ensure the best conditions for markets and production system. 

Welfare state was actually enacted as a remedy to collateral effects of a 
liberal system solely based on freedom rights and property rights. 

Origins of social  citizenship are to be found in the consequences of the 

industrial  development of states previously characterized by a liberal 
constitutionalism. Apparently a merely liberal answer to the Social 

Question was not enough? How could the market alone or the 

timocratic representative system be made compatible with social peace  
possibly avoiding a revolution? Will todays debate about a European  

social citizenship develop similarly to classic national citizenship? 
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Abstract in English 

The future of individuals in the European Union: the beloved market 

citizen. 
The article aims to explore the evolving role of the individual within the 

European Union by using the Union citizenship as a revealing lens. In 

particular, the scope is to question the emancipatory effect of the Union 
citizenship in the process of overcoming the paradigm of market citizen. 

Despite the erosive effect of the Court of Justice case-law on the above 

mentioned paradigm, and the devising of a comprehensive status to EU 
citizens, the EU's conception of the individual has remained, after all, 

economic. This emerges with particular clearness from the comparison 

between the statuses provided to third-country nationals legal migrants 

and the Union citizenship: an individual are granted more and more 
secure rights, the more it exercises an activity economically relevant for 

the market, or if the citizen is, at least, economically neutral because 

self-sufficient. It concludes, therefore, by affirming the lasting good 
health of the market citizen paradigm. 
 

Abstract in italiano 

Il futuro degli individui nell’Unione europea: Il sempre caro cittadino 
economico.  

L'articolo si propone di esplorare l’evoluzione del ruolo assunto dagli 
individui nell’integrazione Unione europea utilizzando la cittadinanza 
dell’Unione come una lente rivelatrice. In particolare, lo scopo è mettere 

in dubbio l’argomento che associa alla cittadinanza dell’Unione un 
(supposto) effetto di affrancamento dal paradigma del cittadino di 
mercato. Nonostante l’effetto di erosione di questo paradigma esercitato 

da alcune pronunce della Corte di Giustizia, e il tentativo di dare ai 

cittadini dell'Unione uno status che non li distingua in base al loro 
essere economicamente attivi, la concezione dell’individuo all’interno 
dell’ordinamento dell’Unione europea è rimasta, dopotutto, economica. 

Questo emerge con particolare chiarezza dalla comparazione tra gli 

status attribuiti ai cittadini di paesi terzi migranti regolari e la 
cittadinanza dell’Unione: alla persona si attribuiscono maggiori e più 
estesi diritti quanto più l'attività che esercita all'interno dell'UE è 

economicamente rilevante, o è tale da renderlo economicamente 
neutrale in quanto autosufficiente. Si afferma, pertanto, in conclusione, 

che il paradigma del cittadino di mercato gode di ottima salute ed 

informa ancora la concezione dell'individuo all'interno dell'ordinamento 
dell'Unione europea.  

Resumen en español 

El futuro de las personas en la Unión Europea: el todavía querido 

ciudadano economico. 
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El escrito tiene como objetivo explorar la evolución del papel del 

individuo dentro de la Unión Europea mediante el uso de la ciudadanía 

de la Unión como una lente de aumento. En particular, el objetivo es 
cuestionar el argumento que asocia a la ciudadanía de la Unión un 

hipotético efecto emancipador por el papel clave desempeñado en el 

proceso de superación del paradigma del ciudadano del mercado. A 

pesar del efecto de erosión que hube la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia del la Unión Europea en relación a este paradigma, y la 

elaboración de un estatuto integral por los ciudadanos de la UE, la 

concepción de la persona en la UE se quedó de natura económica. Así 
se desprende con especial claridad de la comparación entre los status 

conferidos a los ciudadanos de países terceros que son inmigrantes 

regulares y la ciudadanía de la Unión: es decir, al individuo son 
atribuidos más y más amplios derechos cuanto más ejerza una 

actividad económica, o cuando sea económicamente neutral porque 

autosuficiente. Por lo tanto, se concluye afirmando que el paradigma del 
ciudadano de mercado goza de óptima salud y todavía caracteriza la 

concepción del individuo en el ordenamiento de la Unión europea. 
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citizen. For this model the length of residence represents the will to permanently settle 

in a MS and justifies the grant of a higher protection against expulsion and more 

extended equal treatment rights as time passes. At the other side, there is the market 

citizen: an economically active individual for which free movement rights are essential 

in order to benefit the most from the common market advantages. 

The apparently self-evident dichotomy but, in reality, contradictory coexistence 

between opposite models of citizen has been questioned by a series of CJEU 

judgments. Starting from the second half of the nineties, those decisions have paved 

the way for the protection, through the Union citizen status, of EU citizens that did not 

perfectly fit into the definition of Union (market) citizen: because they were not 

economically active (BESSON, UTZINGER 2008: 185) or, in the most recent cases, because 

they had not moved yet. 

Firstly, protection has been granted from the negative consequence deriving 

from the exercise of free movement rights. The beneficiaries were potential market 

citizens who are not economically active today but are likely to be economically active 

tomorrow (BORGMAN-PREBIL, 2008: 332-334) as students and job seekers28. Secondly, 

the exercise of free movement rights was protected pro futuro, by granting the 

fundamental pre-requisite: the presence of the Union citizen on the EU territory. Thus, 

its expulsion from the MS of residence and the EU territory as a whole has been 

impeded as well as that of its TCN family members (BESSON, UTZINGER, 2008: 192; 

KOCHENOV, 2014)29. The Court has, thus, identified a set of (potential and 

disproportionate) consequences originated from MSs' decisions towards an EU citizen 

which cannot but be avoided, because if not, Union citizenship would become 

meaningless. 

This line of cases has served as basis for scholars to proclaim the departure of 

the Union citizenship from its market connotation, and to announce its approach 

                                                             
28 CJEU Case C-85/96, Martínez Sala [1998] ECR I-02691; C-184/99, Grzelczyk [2001] ECR-I 6193 [31]; 
Case C-413/99, Baumbast [2002] ECR I-7091 [82]; Case C-200/02 Chen [2004] ECR I-09925. 
29 Case C-34/09 Zambrano [2011] ECR I-01177; See, as cases confirming the extrema ratio thesis, case C-
434/09 McCarthy [2011] ECR I-03375; Case C-256/11 Dereci [2011] ECR I-11315; Case C- 40/11, Iida 
[2012] unreported; Cases C-356/11 and C-357/11 O. and S [2012] unreported; Case C-86/12, Alokpa 
[2013] unreported. 
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towards the national citizen model, how if this was the only possible model to aspire to 

(SHUIBHNE, 2010: 1602). Supports this view the circumstance that on the basis of Union 

citizenship has been granted a right that was considered to be a cornerstones of 

national citizenships only: i.e. the security of residence, or differently said, protection 

against expulsion. 

However, in support of a less enthusiastic view, it is worth to highlight that the 

CJEU has stepped in when no other means of protection was available30 to avoid 

disproportionate consequences by exceptionally extending the reach of the Union 

citizenship. Furthermore, more than have led to a change of paradigm, the Court has 

created a Union citizenship tailored proportionality test31: i.e. it is for national judges 

to evaluate if, on the basis of the cases' circumstances, the consequences will be really 

liable to "deprive citizens of the Union of the genuine enjoyment of the substance of 

the rights conferred by virtue of their status as citizens of the Union"32. In fact, if it is 

not anymore the market citizen the subject of the protection granted what has 

survived and is ultimately protected it is its foundation: movement. 

4.- Conclusions. 

This article has aimed to show, through a brief analysis of some of the relevant 

features of the statuses attributed to individuals by EU directives on TCN legal 

migration and by the 2004/38/EC directive that the market citizen is still alive and in a 

good health33 (THYM: 2014). 

This affirmation remains true even when considering the set of CJEU cases 

which, on the contrary, had seemed to emancipate the individual from the necessity to 

fit into the market paradigm in order to benefit from the rights conferred to mobile 

individuals. However, those judgments seem, really, to be more a fruit of a 

circumscribed use of the Union citizenship as an extrema ratio safeguard in cases in 

which national migration laws have failed in protecting individuals exercising, or that 

                                                             
30 It is relevant to underline that in both Zambrano and Rottmann cases the EU secondary law was not 
applicable.  
31 Cfr. Case C-135/08, Rottmann, cit., [55-57].  
32 

Cfr. Case C-34/09, Ruiz Zambrano, cit., [42]; Case C-86/12, Alokpa, cit., [33].  
33 Cfr. Case C-333/13, Dano, [2014], unreported. 
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Abstract in italiano 

CITTADINI, A QUALE COSTO? IL RAPPORTO TRA LE FORME DI 

INVESTOR-CITIZENSHIP E L’ASSETTO DEMOCRATICO EUROPEO. 
I mutamenti del contesto economico-finanziario attuale e la variabile 

rappresentata dai flussi migratori interni, hanno posto in rilievo il ruolo 

della cittadinanza europea, quale tema centrale dell’integrazione tra gli 
Stati membri. Nonostante la sua consolidata formula accessoria, come 

corredo allo status civitatis di stampo nazionale, tale istituto ha 

contribuito a rafforzare un dibattito circa l’incidenza sempre più 
rilevante di talune libertà ad esso connesse (es. la libera circolazione, la 
sicurezza sociale e il mercato del lavoro). A tal proposito, alcuni 

ordinamenti europei hanno rivisto le proprie legislazioni modificando, in 

senso estensivo, il trattamento riservato ai cittadini stranieri. In questa 
potenziale dialettica tra “cittadinanze” (europea e nazionale), in un 
momento in cui i bilanci statali soffrono di carenze strutturali, tali Stati 

hanno scelto di coniugare il fabbisogno di investimenti dall’estero con i 
diritti di cittadinanza nazionale. Da qui, l’elaborazione di un Investor-
Citizenship Scheme destinato ad influenzare l’intero panorama del 
Vecchio Continente. Partendo da queste premesse, il lavoro si occupa di 

analizzare gli aspetti teorici e legislativi del fenomeno, in alcuni 
importanti ordinamenti europei. Si propone, altresì, di sondare l’impatto 
che può generare l’adozione di tali misure nel delicato ambito della 
cittadinanza dell’UE e, in particolare, sul contenuto originario dei diritti 
e la peculiare natura assimilatrice. Con l’ausilio della dottrina giuridica 
e della giurisprudenza delle Corti europee, il lavoro affronta il potenziale 

cambio di relazione tra l’identità nazionale dei Paesi membri e la 
cittadinanza dell’Unione, considerando le probabili ricadute di questa 
“monetizzazione” dei diritti sull’assetto democratico europeo. 
 

Resumen en español 

CIUDADANOS, ¿A QUÉ COSTE? LA RELACIÓN ENTRE LAS FORMAS 

DE INVESTOR CITIZENSHIP Y EL ORDEN DEMOCRÁTICO EUROPEO. 

Los cambios en el contexto económico y financiero actual, junto a la 
incidencia de los flujos migratorios internos, han puesto de relieve la 

función de la ciudadanía europea como cuestión central del proceso de 

integración entre los Estados miembros. A pesar de su carácter 

accesorio, como corolario de los derechos de origen nacional, esta 
institución ha promovido un debate sobre el sentido, cada vez más 

relevante, de ciertas libertades (ej. libre circulación, seguridad social y 

mercado del trabajo). En este sentido, algunos países europeos han 
decidido revisar sus leyes extendiendo la titularidad de distintos 

derechos a los extranjeros. Aprovechando la potencial dialéctica entre 

“ciudadanías” (nacional y europea), en una época en que los 
presupuestos estatales sufren por debilidades estructurales, algunos 
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Estados –y este es el aspecto central del trabajo– han combinado la 

necesidad de inversiones extranjeras con los derechos de ciudadanía. 

Por este motivo, cada uno de estos ordenamientos ha elaborado un 
Investor-Citizenship Scheme capaz de influenciar todo el panorama 

legislativo del Viejo Continente. Con estas premisas, este trabajo se 

ocupa de analizar el fenómeno desde el punto de vista teórico y jurídico 

en los Estados europeos más relevantes. Se propone también examinar 
el impacto que genera la adopción de estas medidas en el delicado 

ámbito de la ciudadanía europea, respeto al contenido esencial de los 

derechos y a la capacidad de perseguir la integración. Gracias a la 
doctrina jurídica y la jurisprudencia de los Tribunales europeos, se 

investigará el cambio de relación entre la identidad nacional de los 

Estados miembros y la mencionada ciudadanía de la UE, teniendo en 
cuenta los posibles resultados de esta "monetización" de los derechos en 

el orden democrático europeo. 
 

Abstract in English 

CITIZENS, AT WHAT COST? THE RELATIONSHIP BETWEEN 

INVESTOR-CITIZENSHIP SCHEMES AND THE EUROPEAN 

DEMOCRATIC ORDER. 
Recent changes in the economic and financial situation together with the 

influence of internal migratory flows have revealed the importance of 

European citizenship as a key element in the integration process. Despite 

its accesory nature as a corollary of national liberties, the European 
citizenship has given rise to a debate on the ever-growing meaning of 

certain freedoms (free movement, social security and labour market). In this 

respect, some European countries have undertaken to revise their laws in 
order to extend certain rights to aliens. In a time of structural budgetary 

weakness, some States have tried to exploit the potential dialog between 

both ‘citizenships’ (national and European) and thus combined the need for 
foreign investment with rights linked to national citizenship. For this 

reason, each of this legal systems have designed an ‘Investor-Citizenship 

Scheme’ that can influence the whole regulatory framework in the 
European continent. With such premises, this paper seeks to examine the 

aformentioned phenomemon from both a theoretical and a legal point of 

view, taking into account some of the most significant national contexts. 

Moreover, the paper analyses the impact of these measures on European 
citizenship, on core-elements of fundamental rights and on the ability to 

achieve integration. Considering both jurisprudence and European Courts’ 
doctrine, also changes in the relationship between national identity and 
European citizenship will be described, in order to clearly set out possible 

outcomes of the “monetization” of rights in the European democratic order. 
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Sommario: 

1.- Premessa: il ruolo dei diritti dell’uomo nell’integrazione europea. 

2.- Koinè costituzionale europea: fondamenti e nessi logici. 

3.- L’apporto giurisprudenziale e lo “strumento” della cittadinanza 
europea. 

4.- Miglioramenti sono ancora possibili. 

5.- Conclusioni. 
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Abstract in italiano 

Il lavoro prende le mosse dal presupposto che la koinè costituzionale 

europea debba fondarsi sulla equilibrata tensione tra due principi, 
quello della omogeneità costituzionale e quello delle identità nazionali e 

sul legame a doppio filo che collega la tutela dei diritti fondamentali alla 

cittadinanza europea. 
Mentre il primo binomio valoriale, omogeneità costituzionale e identità 

nazionali, è esplicitato nei Trattati post-Lisbona, il collegamento tra la 

tutela dei diritti fondamentali e la cittadinanza europea è frutto della 

giurisprudenza della Corte di Giustizia e dell’apporto propositivo degli 
Avvocati Generali. Difatti, sebbene la cittadinanza sia stata assunta 

quale pietra angolare della legittimazione democratica nel sistema 

politico europeo, il singolo cittadino, inserito in un contesto di tutele 
“multilivello”, non sempre ha visto garantiti i propri diritti fondamentali. 

Nel testo si evidenzierà il ruolo svolto dalla Corte di Giustizia, ora 

chiamata a giudicare sulle violazioni dei diritti umani ma carente di uno 
strumento di intervento efficace nei casi rientranti nelle competenze 

“strettamente statali”.  

Si suggeriranno, inoltre, due strumenti esistenti nell’ordinamento 
europeo, uno esplicitamente l’altro implicitamente ricavabile da 
un’interpretazione sistematica degli artt. 2 TUE e 20 TFUE, che 

potrebbero offrire una buona base di sviluppo per la tutela europea dei 
diritti fondamentali. Questi meccanismi, se pienamente utilizzati, 

promuoverebbero il rispetto dei valori comuni agli Stati membri sanciti 

dagli artt. 2 e 6 TUE, renderebbero proficuo il dialogo tra le Corti in 

campo di diritti fondamentali e avrebbero il pregio di rispettare allo 
stesso tempo le identità costituzionali nazionali. 

Resumen en español 

Koiné constitucional y ciudadanía europea. El largo camino de la 

protección de los derechos en Europa 

El estudio desarrolla el tema de la koiné constitucional europea, que se 
fundamenta en la tensión equilibrada entre dos principios, el de 

homogeneidad constitucional y el de identidades nacionales, y el doble 

enlace que une la protección de los derechos fundamentales de la 
ciudadanía europea. 

Si los dos primeros conceptos, homogeneidad constitucional e 

identidades nacionales, se explican en los Tratados post-Lisboa, el 
vínculo entre la protección de los derechos fundamentales y la 

ciudadanía es el producto de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea  y de la contribución proactiva de Abogados 

Generales. De hecho, a pesar de que la ciudadanía esté considerada la 
piedra angular de la legitimidad democrática del sistema político 

europeo, el ciudadano, en un contexto de garantía "multinivel" de los 

derechos fundamentales, no siempre ve esos derechos protegidos de 
manera efectiva. 
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El autor analiza el papel que desempeña el TJUE, que actualmente  

conoce de los asuntos relativos a las violaciones de los derechos 

humanos, pero carece de una herramienta para intervenir de forma 
eficaz en los casos que sean de competencia "estrictamente estatal". 

Se sugiere, además, una reflexión sobre dos instrumentos existentes en 

el ordenamiento europeo, uno redactado más explícitamente y el otro 

implícitamente, recogidos en los artículos 2 TUE y 20 TFUE, que 
podrían proporcionar una buena base para el desarrollo de la 

protección de los derechos fundamentales. Estos mecanismos, siendo 

bien utilizados, podrían estimular el respeto de los valores comunes a 
los Estados miembros según lo previsto en los artículos 2 y 6 TUE, 

permitir que el diálogo entre Tribunales en el ámbito de los derechos 

fundamentales sea fructífero, y presentar la ventaja que supondría 
respetar al mismo tiempo la identidad constitucional nacional. 

Abstract in English 

The Constitutional koinè and the European citizenship. The long 

journey of rights protection in Europe 

The work builds on the assumption that the European constitutional 
koinè should be based on the balanced tension between two principles, 

the constitutional homogeneity and the national identity,  and the 

double bond linking the protection of fundamental rights and the 
European citizenship. 

While the first pair of values, constitutional homogeneity and national 

identity, is explained in the post-Lisbon Treaties, the link between the 

protection of fundamental rights and citizenship is the result of the 
European Court of Justice case law and the proactive contribution of 

the Advocate Generals. Although citizenship has been taken as the 

cornerstone of democratic legitimacy in the European political system, 
the individual citizen' fundamental rights, contained in a system of 

"multilevel constitution" have not always been protected. 

This paper seeks to outline the role played by the European Court of 
Justice in this setting, required to judge on violations of human rights 

but lacking any tools for effective intervention in cases falling within the 

"strictly national" competence. 
We suggest, in addition, two existing instruments in the European legal 

framework, one explicitly and the other one implicitly arising from a 

systematic interpretation of Articles 2 TEU and 20 TFEU, which could 

provide a good basis for the development of the protection of 
fundamental rights. These mechanisms, when properly adopted, would 

promote respect for the common values of the Member States as laid 

down in the Articles 2 and 6 TEU, enhance the dialogue between courts 
in the field of fundamental rights. At the same time such an approach 

would not overlook  the national constitutional identity. 
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Resumen en español 

CIUDADANÍA “POST-NACIONAL” E IDENTIDAD EUROPEA: LA 

INICIATIVA CIUDADANA EUROPEA 
Desde hace años venimos asistiendo a un proceso de construcción de la 

ciudadanía europea basado en un enfoque nacional meramente 

agregativo que ha resultado ser ejemplo y síntoma de la propia 
evolución política de la Unión Europea (UE). No obstante, con el 

rediseño institucional articulado gracias a la aprobación del Tratado de 

Lisboa, la UE ha configurado una nueva herramienta de democracia 
participativa transnacional, la iniciativa ciudadana europea, que 

permite devolver al ciudadano su protagonismo como agente de cambio 

y de legitimación del proceso de construcción europeo. De ahí que sea 

de sumo interés analizar la iniciativa ciudadana europea en el proceso 
legislativo como una oportunidad para lograr una europeización 

horizontal, capaz de integrar a todos los ciudadanos bajo una 

concepción inclusiva de identidad europea. 
 

 

Abstract in italiano 

CITTADINANZA "POST-NAZIONALE” E IDENTITÀ EUROPEA: INIZIATIVA 

DEI CITTADINI EUROPEI  
Per anni abbiamo assistito a un processo di costruzione di cittadinanza 

europea basato su un approccio nazionale puramente aggregativo che 

ha dimostrato di essere un esempio e sintomo della evoluzione politica 
dell'Unione europea stessa (UE). Tuttavia, il ridisegno istituzionale 

articolato attraverso l'adozione del Trattato di Lisbona, l'UE ha fissato 

un nuovo strumento di democrazia partecipativa transnazionale, 
l'iniziativa dei cittadini europei (ECI), che consente di restituire ai 

cittadini  al loro ruolo di agenti di cambiamento e  di legittimazione del 

processo di costruzione europea. Quindi, è di grande interesse 
analizzare la ECI nel processo legislativo come un'opportunità per 

conseguire un'europeizzazione orizzontale, capace di integrare tutti i 

cittadini sotto un concetto inclusivo dell'identità europea. 
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Abstract in English 

CITIZENSHIP "POST-NATIONAL" AND EUROPEAN IDENTITY: THE 

EUROPEAN CITIZENS INITIATIVE 
For years we have been witnessing a process of building European 

citizenship based on a purely aggregative national approach which has 

proven to be an example and symptom of the political evolution of the 
European Union (EU). However, with the institutional redesign 

articulated through the adoption of the Lisbon Treaty, the EU has set 

up a new tool of transnational participatory democracy, the European 
citizen's initiative, which allows citizens to return to their role as agents 

of change and legitimacy of the process European construction. Hence, 

it is of great interest to analyze the ECI in the legislative process as an 

opportunity to achieve a horizontal Europeanization, capable of 
integrating all citizens under an inclusive concept of European identity. 
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Desde hace años venimos asistiendo a un proceso de construcción de la 

ciudadanía europea basado en un enfoque nacional meramente agregativo que ha 

resultado ser ejemplo y síntoma de la propia evolución política de la Unión Europea 

(UE). No obstante, con el rediseño institucional articulado gracias a la aprobación del 

Tratado de Lisboa, la UE ha configurado una nueva herramienta de democracia 

participativa transnacional, la iniciativa ciudadana europea, que permite devolver al 

ciudadano su protagonismo como agente de cambio y de legitimación del proceso de 

construcción europeo. De ahí que sea de sumo interés analizar la iniciativa ciudadana 

europea en el proceso legislativo como una oportunidad para lograr una europeización 

horizontal, capaz de integrar a todos los ciudadanos bajo una concepción inclusiva de 

identidad europea.  

1.- Introducción 

La iniciativa ciudadana europea (en adelante ICE) es un mecanismo de 

participación transnacional arbitrado por la Comisión que permite una mayor 

percepción integradora de la ciudadanía europea pero no constituye una herramienta 

de democracia directa ni logra solventar los problemas de legitimidad democrática de 

la Unión. 

Esta inicial y rotunda afirmación se sustenta en el convencimiento de que la 

imposibilidad fáctica de alcanzar estos objetivos se debe a que en su base se encuentra 

el verdadero problema de la Unión Europea (en adelante UE): la indefinición de su 

naturaleza.  

Siendo un lugar común ampliamente reiterado por la doctrina preguntarse si la 

UE constituye un Estado supranacional o una unión de Estados, considero importante 

recordar esta disyuntiva porque incide de modo directo en la configuración de su 

sustrato personal: la ciudadanía. A mi juicio, no resulta inane cuestionar el tipo de 

ciudadanía que puede conformarse en una entidad que no es un Estado, y en relación 

directa con ella, las formas de participación que debieran arbitrase.  

A día de hoy estimo que la ICE, tal y como ha quedado configurada 

formalmente, se erige en una incipiente herramienta de participación transnacional 

que puede cumplir dos importantes y limitadas funciones: 
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garantizar, en particular, la seguridad de la recogida de los datos y de su 

almacenamiento en el sistema.  

Cuando hayan creado un sistema de recogida a través de páginas web que cumpla 

plenamente los requisitos señalados más arriba, los organizadores deberán solicitar su 

certificación por la autoridad nacional competente del Estado miembro en el que se 

vayan a almacenar los datos. Para ello, tendrán que facilitar a la autoridad competente 

la documentación necesaria. 

 

4. Recogida de declaraciones de apoyo electrónicas o en papel (plazo máximo 12 

meses). Una vez confirmada la inscripción de la iniciativa propuesta, los organizadores 

pueden empezar a recoger las declaraciones de apoyo de los ciudadanos. Dispondrán 

de 12 meses para obtener el millón de declaraciones exigidas, alcanzando los mínimos 

establecidos en al menos siete Estados miembros. 

 

5. Verificación de las declaraciones de apoyo (plazo máximo 3 meses). Tras recoger las 

declaraciones de apoyo necesarias, los organizadores deben pedir a las autoridades 

nacionales competentes de los Estados miembros donde se haya llevado a cabo la 

recogida que certifiquen el número de declaraciones válidas obtenidas en cada Estado. 

 

6. Presentación de la iniciativa ante la Comisión. Tras haber obtenido de las 

autoridades nacionales competentes los certificados (siete como mínimo) que 

acreditan la recogida del número necesario de declaraciones de apoyo (un millón en 

total, alcanzando los mínimos establecidos en al menos siete Estados miembros), los 

organizadores pueden presentar su iniciativa ante la Comisión, junto con la 

información relativa a los apoyos y la financiación que hayan recibido. 

 

7. Examen, audiencia pública en el Parlamento Europeo y respuesta de la Comisión 

(plazo máximo 3 meses). En el plazo de tres meses a partir de la presentación de la 

iniciativa los organizadores se reunirán con representantes de la Comisión para 

explicar detalladamente las cuestiones que plantea su iniciativa y lo podrán hacer en 



http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/1/2015/ES/1-2015-145-ES-F1-1.PDF
http://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2015/536343/EPRS_IDA%282015%29536343_EN.pdf
http://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2015/536343/EPRS_IDA%282015%29536343_EN.pdf
http://www.eesc.europa.eu/?i=portal.es.events-and-activities-eci-day-2014


http://ec.europa.eu/citizens-initiative/public/initiatives








http://ecithatworks.org/
http://www.consilium.europa.eu/es/general-secretariat/events/eci-conference
http://www.consilium.europa.eu/es/general-secretariat/events/eci-conference
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2. Eliminar los requisitos del número de identificación. 

3. Asegurar que todos los ciudadanos de la UE puedan apoyar una iniciativa 

ciudadana donde quiera que vivan. 

4. Bajar la edad de apoyo a la ICE a los 16 años. 

5. Rediseñar el sistema de recogida de firmas en línea (OCS). 

6. Poder recabar la dirección de correo electrónico en el formulario principal 

apoyo de ICE 

7. Alargar el tiempo de recogida de firmas a 18 meses. 

8. Dar a las campañas de la ICE tiempo para prepararse: dejarles elegir su fecha 

de lanzamiento. 

9. Proporcionar una infraestructura de apoyo a las ICE con asesoramiento 

jurídico, la traducción y financiación. 

10. Proporcionar un estatuto jurídico de la UE para los comités de ciudadanos. 

11. Eliminar o modificar el primer examen de la admisibilidad legal. 

12. Aumentar la conciencia pública y los medios de comunicación de la ICE7. 

 

Todas estas consideraciones sujetas a debate, no restan importancia a su 

apreciación como importante instrumento de participación política transnacional, de 

modo que no debemos de olvidar que nos encontramos ante lo que Bilbao destaca 

como la primera herramienta de participación directa adoptada por una organización 

supranacional (VINTRÓ y BILBAO, 2011: 98), y eso merece un reconocimiento más allá de 

su análisis prospectivo. 

5.- A modo de conclusión 

No debiéramos centrar nuestros esfuerzos por mejorar la percepción de la 

democracia en Europa en creer que la falta de legitimidad democrática obedece 

únicamente a una cuestión de representación sino que también tendríamos que 

orientar nuestros análisis al propio funcionamiento de las instituciones europeas. 

Desde esta perspectiva, la inicial configuración de la ciudadanía como un mero 

legitimador pasivo en el proceso de construcción de Europa debe dejar paso a una 
                                                             
7 http://ecithatworks.org/wp-content/uploads/2014/04/An_ECI_That_Works.pdf 

http://ecithatworks.org/wp-content/uploads/2014/04/An_ECI_That_Works.pdf
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Resumen en español 

PROTECCIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES Y DIÁLOGO 

JURISDICCIONAL EN EL ÁMBITO EUROPEO 
Las Constituciones de los Estados, los Tratados y las Instituciones de la 

Unión Europea han favorecido la configuración de un espacio común 

tendente, en el ámbito de la tutela de los Derechos Fundamentales, a 
un reconocimiento cada vez más amplio de los mismos, y a la adopción 

de mecanismos de protección y respuestas comunes tanto por parte de 

los legisladores como de los jueces. Con respecto a estos últimos existe 
convicción suficiente para afirmar que los Tribunales Constitucionales y 

los Altos Tribunales Internacionales dialogan entre sí al objeto de 

alcanzar soluciones similares para resolver controversias idénticas. 

Asimismo, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJ), que empezó 
su andadura siendo receptor de la doctrina del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos (TEDH), también participa de este diálogo 

manteniendo una comunicación fluida con el TEDH, y afirmando el 
carácter autónomo de los derechos reconocidos en la Unión Europea 

dada la especificidad de los Tratados. La STJ en el asunto Melloni 
resuelve que no es posible un doble estándar de protección cuando ya 
existen garantías comunes en el ámbito de la Unión Europea. El Fallo 

descrito permite afirmar que en tanto el sistema europeo de definición 

de los derechos no tenga contornos más nítidos, será imprescindible el 
diálogo, de una parte, entre el TJ y los Tribunales Constitucionales; y, 

de otra, entre el TJ y el TEDH, y viceversa. 
 

Abstract in italiano 

PROTEZIONE DEI DIRITTI FONDAMENTALI E DIALOGO TRA LE CORTI 

IN EUROPA 

Le Costituzioni degli Stati, i Trattati e le Istituzioni dell'Unione Europea 

hanno incoraggiato la creazione di uno spazio comune che mira, nel 
campo della tutela dei diritti fondamentali, ad un riconoscimento 

sempre maggiore degli stessi e all'adozione di meccanismi di protezione 

e risposte comuni sia da parte dei legislatori che dei giudici. Per quanto 
riguarda questi ultimi si può affermare che i Tribunali costituzionali e 

gli Alti Tribunali Internazionali parlano tra di loro al fine di trovare 

soluzioni simili per risolvere controversie identiche. Inoltre, la Corte di 
giustizia europea (CGE), che inizialmente recepiva la dottrina della 

Corte europea dei diritti dell'uomo (CEDU), prende parte a questo 

dialogo attraverso una comunicazione fluida con la CEDU, affermando il 
carattere indipendente dei diritti riconosciuti nell’Unione europea data 
la specificità dei trattati. La Corte di Giustizia nel caso Melloni decide 

che non può esservi un doppio standard di protezione quando esistono 

garanzie comuni all’interno dell'Unione europea. La decisione in parola 
permette di affermare che fino a quando il sistema europeo di 
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definizione dei diritti non avrà contorni nitidi, sarà essenziale il dialogo, 

da un lato tra la Corte di Giustizia e i Tribunali costituzionali, e 

dall’altro tra la Corte di Giustizia e la CEDU, e viceversa. 
 

Abstract in English 

FUNDAMENTAL RIGHTS PROTECTION SYSTEMS AND JUDICIAL 

DIALOGUE IN THE EUROPEAN LEVEL  
Constitutions of the States, Treaties and EU Institutions have 

encouraged the setting of a common aiming in the field of the 

fundamental rights protection systems, to an ever broader recognition 
there, and the adoption of protective mechanisms and common 

responses by both legislators and judges.  With regard to the latter 

there is enough to say that the Constitutional Courts and Top Courts 

talk to each other in order to achieve similar solutions to the same 
controversy conviction.  Likewise, the General European Court (GC), 

which began life being the recipient of the doctrine European Court 

Human Rights (ECHR), also participate in this dialogue in regular 
communication with the ECHR, and affirming the character 

independent of the rights recognized in the EU given the specificity of 

the Treaties.  The General Court Sentence in Melloni matter can not be 
resolved to a double standard of protection when existing common 

guarantees in the context of the European Union.  The failure described 

to suggest that while the European system of defined rights no more 
sharp edges, it is essential dialogue, on the one hand between the GC 

and the Constitutional Courts; and, secondly, between the GC and the 

ECHR. 
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Estados, y que por eso hay que entender que existe una doctrina propia de los 

derechos fundamentales en el ámbito de la UE13. 

Es a partir de 1996 cuando el TJ adopta ya en sus Sentencias posturas 

abiertamente distintas a las del TEDH. Un ejemplo destacado lo constituye la STJ de 30 

de abril de 1996, en el asunto P. c. S. y Cornwall County Council14, donde el TJ condena 

la discriminación por razón de sexo que venían padeciendo los transexuales; frente a la 

posición más conservadora defendida por el TEDH, en sus Sentencias Rees y Cossey, en 

las que había reconocido el margen de apreciación de Reino Unido.  

El TJ pasa así de una indiferencia inicial mostrada hacia los derechos 

fundamentales, a la resolución de conflictos entre derechos fundamentales y 

libertades económicas, posicionándose a favor de los primeros15. En este sentido, en la 

STJ de 12 de junio de 2003, asunto Schmidberger16, el TJ resuelve un conflicto 

pronunciándose a favor del derecho a la libertad de expresión y reunión, frente a la 

libre circulación de mercancías; y en la STJ de 14 de octubre de 2004, asunto Omega17, 

afronta el conflicto entre la libre prestación de servicios y la libre circulación de 

mercancías, frente a las exigencias de la dignidad humana; en la STJ de 11 de 

diciembre de 2007, asunto Viking18 y en la STJ de 18 de diciembre de 2007, asunto 

                                                             
13

 El TJ fue reconociendo diversos derechos antes del aprobación de la CDFUE. Sin ánimo de 
exhaustividad, cabe recordar el principio de igualdad (SSTJ de 8 de abril de 1975, caso Defrenne II, causa 
43/75, y de 15 de junio de 1978, caso Defrenne III, causa 149/77), el derecho de propiedad (STJ de 18 de 
octubre de 1979, caso Sirena, causa 40/70), el libre ejercicio de las actividades económicas y 
profesionales (STJ de 14 de mayo de 1974, caso Nold, causa 4/73), el respeto de la vida privada y 
familiar (STJ de 12 de noviembre de 1969, caso Stauder, causa 29/69), del domicilio (STJ de 21 de 
septiembre de 1989, caso Hoechst, en causa 46/87)  y de la correspondencia (STJ de 5 de marzo de i980, 
caso Ferweda, causa 265/78), la libertad de asociación (STJ de 15 de diciembre de 1995, caso Bosman, 
causa C-415/93), el derecho de defensa (STJ de 13 de febrero de 1979, caso Hoffmann-La Roche, causa 
85/76), la libertad religiosa (STJ de 27 de octubre de 1976, caso Prais, causa 130/75), la libertad de 
expresión (STJ de 13 de diciembre de 1989, caso Oyowe e Traore, causa C-100/88), el principio de 
irretroactividad de las normas penales (STJ de 11 de junio de 1987, caso Pretore di Salò, causa 14/86), la 
prohibición de discriminación por razón de sexo (STJ de 13 de junio de 1977, caso Defrenne, causa 
149/77), el derecho a un recurso judicial efectivo (STJ de 15 de octubre de 1987, caso Heylens, causa 
222/86). 
14 Causa C-13/94. 
15 SARRIÓN ESTEVE (2011: 17 y ss.). 
16 Causa C-112/00. 
17

 Causa C-36/02. 
18 Causa C-438/05. 
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establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 

ocupación, en el marco de un litigio entre el Sr. Maruko y la Caja de Pensiones de los 

Teatros Alemanes, relativo a la negativa de ésta a reconocerle el derecho a una 

prestación de supervivencia, establecida por el régimen obligatorio de previsión 

profesional al que estaba afiliado su pareja. El TJ resolvió que la Directiva se oponía a la 

normativa controvertida cuando en el derecho nacional la institución de la pareja 

inscrita coloca a las personas del mismo sexo en una situación comparable a la de los 

cónyuges, en lo relativo a la citada prestación de supervivencia. 

La STEDH de 24 de junio de 2010, asunto Schalk y Kopf c. Austria25, hubo de 

pronunciarse abiertamente sobre la cuestión de si dos hombres homosexuales tienen 

derecho a casarse el uno con el otro26. La jurisprudencia del TEDH había establecido 

que el art. 12 CEDH garantiza a un hombre y a una mujer el derecho a casarse y fundar 

una familia, pero nunca había afrontado la cuestión de si dos personas del mismo sexo 

podían o no contraer matrimonio. En su resolución el TEDH reconoce que el art. 12 del 

CEDH excluye literalmente el matrimonio homosexual, cita el art. 9 de la CDFUE 

señalando que no existe consenso a nivel europeo sobre la consideración como  

matrimonio de una relación  homosexual, no hace referencia a la STJ, y concluye que el 

art. 12 CEDH, regulador del derecho a casarse, ya no debe limitarse en todo caso a 

personas de distinto sexo; y que serán las leyes nacionales las que decidirán la 

cuestión, reconociendo a Austria el margen de apreciación. 

3. 3. Respeto y observancia del CEDH en la UE: el TEDH como órgano de garantía 

El TEDH es el órgano que tiene atribuida la competencia para controlar el 

respeto al CEDH en la UE. Asimismo, las referencias al CEDH incluidas en el art. 6 del 

TUE han provocado un incremento de demandas contra actos de Estados miembros 

                                                             
25

 El 24 de junio de 2010 (fecha de la Sentencia Schalk y Kopf c. Austria), de los 47 Estados miembros del 
Consejo de Europa, sólo seis abrían el matrimonio a las personas homosexuales: Bélgica, España, Países 
Bajos, Noruega, Portugal y Suecia. Trece regulaban las parejas homosexuales como parejas registradas y 
dos más estaban en vías de hacerlo, siendo las consecuencias jurídicas variables. 
26 Schalk y Kopf eran dos homosexuales que pidieron a la Oficina del Estado de Civil del Ayuntamiento de 
Viena que los casara. Se les denegó administrativa y judicialmente su pretensión. El Tribunal 
Constitucional de Austria también se la denegó, aduciendo el art. 12 CEDH y la jurisprudencia del TEDH 
que avalaba el concepto tradicional del matrimonio. 
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Abstract in italiano 

L’incerto cammino dell’Europa dei diritti: spunti dalla più recente 
giurisprudenza  
Il paper affronta il tema della tutela dei diritti fondamentali 

nell’ordinamento dell’Unione Europea a seguito dell’entrata in vigore 
della Carta di Nizza. 
Da allora, il dibattito circa la natura dell’Unione europea come Europa 
dei diritti e della Corte di Giustizia come “human rights adjudicator” ha 
avuto, infatti, una decisa accelerazione. Nonostante questa decisiva 
svolta, il presente contributo intende mettere in luce i nodi problematici 

che ancora permangono nell’intreccio europeo e nazionale nella tutela 
dei diritti, che portano a mettere in discussione l’esistenza e la 
consistenza  stessa dell’Europa dei diritti. 
L’analisi verrà condotta in particolare attraveso lo studio della 

giurisprudenza della corte di giustizia (sentenza Akerberg Fransson, 

Melloni, Ymeraga) e di alcune corti supreme nazionali in dialogo con la 
prima. 
 

 

Resumen en español 

El incierto camino de la Europa de los derechos: consideraciónes desde 
la jurisprudencia más reciente 

El paper aborda la cuestión de la protección de los derechos 

fundamentales en el órdenes de la Unión Europea despues de la 
entrada en vigor de el tratado de Niza. Desde entonces, el debate sobre 

la naturaleza de la Unión Europea como Europa de los derechos y del 

tribunal de justicia como "human right adjudicator" ha tenido una gran 
aceleración. Aunque si hemos tenido en cuenta este momento crucial, 

esta contribución pretende poner en relieve las cuestiones 

problemáticas que aún permanecen en relación entre la UE y los 
Estados nacionales sobre la protección de los derechos. 

La análisis se llevarán a cabo, en particular, a través del análisis de la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia (sentencia Akerberg Fransson, 

Melloni, Ymeraga) y algunos tribunales supremos nacionales, en 
cooperación con la primera. 
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Abstract in English 

The uncertain path of the Europe of rights: considerations from the 

most recent case law. 
The paper deals with the theme of the fundamental rights protection in 

the European Union after the entry into force of the Charter of Nice. 

Since then the nature of the European Union as Human rights 
organization and of the ECJ as human rights adjudicator had been 

debated among legal scholars. 

The paper is aimed to shed lights on the critical issues that 
characterized the intertwined systems of rights protection at European 

and national level. 

The analysis will be conducted through the study of the ECJ case law 

(Akerberg Fransson, Melloni, Ymeraga and Siragusa cases) and that of 
the national supreme courts in dialogue with their European 

counterpart. 
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Resumen en español 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y JUDICIAL REVIEW:  EL RENOVADO 

CONSTITUCIONALISMO DE LA UNIÓN EUROPEA 
A lo largo de su historia, el ahora TJUE ha cumplido un rol esencial en 

el proceso de integración europea. Con la entrada en vigor del Tratado 

de Lisboa y la consecuente conversión de la CDFUE en un verdadero 
parámetro de control de validez de los actos normativos de la UE se ha 

reforzado el papel protagonista del Tribunal de Luxemburgo en la 

constitucionalización del sistema de la Unión. Pero el reconocimiento a 

la CDFUE del mismo valor jurídico que el atribuido a los Tratados 
constitutivos no sólo ha supuesto la posibilidad de su utilización 

interna/horizontal por las instituciones, órganos y organismos de la 

Unión, sino que la entrada en vigor del Tratado de Lisboa insta a su uso 
externo por los ciudadanos europeos ante los jueces y tribunales 

nacionales de los Estados miembros.  

En este trabajo se analiza la evolución de la judicial review 
encomendada al TJUE en esta nueva era, adelantando que si bien la 

invocación de la Carta por las instituciones europeas para instar el 

control de validez de los actos normativos de la Unión no ha planteado 
un mayor obstáculo, la situación ha sido bien distinta en los supuestos 

de aplicación externa/vertical de la CDFUE. 
 

Abstract in italiano 

DIRITTI FONDAMENTALI E JUDICIAL REVIEW: IL RINNOVATO 

COSTITUZIONALISMO DELL'UNIONE EUROPEA 

Nel corso della sua storia, la Corte di giustizia europea ha oggi svolto un 

ruolo chiave nel processo di integrazione europea. L'entrata in vigore del 
trattato di Lisbona e la successiva conversione della CDFUE in un 

parametro di validità reale di controllo di atti legislativi dell'Unione 

europea ha rafforzato il ruolo centrale della Corte di Lussemburgo nella 
costituzionalizzazione del sistema comunitario. Ma il riconoscimento 

alla CDFUE dello stesso valore giuridico dei trattati non solo implica la 

possibilità di utilizzo orizzontale/interno da parte delle istituzioni e degli 
organi dell'Unione, ma l'entrata in vigore del trattato di Lisbona chiede 

che per uso esterno da parte dei cittadini europei dinanzi ai giudici degli 

Stati membri nazionali. 
In questo lavoro studieremo l'evoluzione del controllo giurisdizionale 

affidato alla Corte di giustizia europea in questa nuova era, avanzando 

che, mentre l'invocazione della Carta da parte delle istituzioni europee 

per sollecitare il controllo della validità degli atti legislativi dell'Unione 
non è stato un importante ostacolo, la situazione è molto diversa nei 

casi di applicazione esterna/verticale della CDFUE 
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Abstract in English 

FUNDAMENTAL RIGHTS AND JUDICIAL REVIEW: THE RENEWED 

CONSTITUTIONALISM OF THE EUROPEAN UNION 
During its history, the current Court of Justice of the European Union 

has developed an instrumental role in the European integration 

process. This leading role of the Luxembourg Court has been 
reinvigorated due to the entry into force of the Lisbon Treaty and the 

resulting conversion of the Charter of Fundamental Rights of the 

European Union in a real parameter to control the validity of the 
European Union’s normative acts. However, the recognition of the same 

legal value as the constitutive treaties received by the Charter not only 

has supposed the possibility of its use at the European institutions 

level, but by the European citizens as well, when they lodge an 
application at the Member States’ national courts. 

With this work we analyse the evolution of the judicial review done by 

the Court of Justice of the European Union in this new era. We can 
advance that, although the use of the Charter by the European 

institutions to control the validity of the normative acts of the Union 

has not been an insurmountable obstacle, the situation has been quite 
different when the Charter of the European Union is applied externally. 
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relacionados con la política agrícola común. A pesar de que con esta medida se 

perseguía aumentar la transparencia de la Unión y en la utilización de fondos públicos, 

el análisis ponderado entre los derechos fundamentales consagrados en la Carta y el 

interés de la Unión mostró en este caso un desequilibrio hacia este último. 

Incluso un mismo asunto ha dado lugar a la anulación de dos reglamentos en 

una sucesión de sentencias relacionadas con el caso Kadi (Kadi/Al Barakaat, sentencia 

3 de septiembre de 2008, Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo 

de Europa, C-402/05 P y C-415/05 P, y Kadi II, sentencia de 18 de julio de 2013, Reino 

Unido, Consejo y Comisión/Kadi, C-584/10P, C-593/10P y C-595/10P). El Consejo 

aprobó el Reglamento 881/2002 para aplicar las resoluciones del Consejo de Seguridad 

de las Naciones Unidas dirigidas a que los Estados Miembros congelaran los fondos y 

activos financieros vinculados a personas relacionadas con Usama bin Laden, 

reglamento que incluía anexa un listado de personas. Tras las primeras sentencias del 

Tribunal de Primera Instancia que consideró que este tipo de reglamentos quedaban 

bajo una inmunidad de jurisdicción, el Tribunal de Justicia aclaró que los tribunales de 

la Unión han de garantizar el control de la legalidad de todos los actos de la Unión, 

incluyendo a los reglamentos que aplican resoluciones del Consejo de Seguridad de las 

Naciones Unidas. Así, este reglamento fue declarado nulo al resultar lesivo para el 

derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva, ya que no se le trasladaron al Sr. 

Kadi los datos y los motivos por los que había sido incluido en la lista. En aplicación de 

esta Sentencia, la Comisión emanó un nuevo reglamento y trasladó el resumen de los 

motivos de la inscripción en la lista al Sr. Kadi, manteniendo su inclusión. Este 

reglamento fue a su vez anulado por el Tribunal General, considerando que los datos y 

pruebas sobre los que se había sostenido la inclusión no habían sido comunicados y el 

resumen de motivos que sí se había trasladado era demasiado vago, lo que volvía a 

suponer una vulneración del derecho a la defensa y del derecho a la tutela judicial 

efectiva. Esta Sentencia del Tribunal General fue impugnada por la Comisión, el 

Consejo y el Reino Unido. El Tribunal de Justicia anuló el nuevo reglamento de la 

Comisión, aunque considerando que el Tribunal General se había equivocado en su 

interpretación del derecho a la defensa y del derecho a la tutela judicial. Al no estar 
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fundadas las alegaciones de implicación del Sr. Kadi en actividades relacionadas con el 

terrorismo internacional en datos o pruebas fehacientes, la Unión no puede adoptar 

semejantes medidas restrictivas. 

En cuanto a las directivas, también han sido objeto de anulación desde el caso 

C-236/09 Association Belge des Consommateurs Test-Achats ASBL v Conseil des 

ministres, 2011, que tuvo motivo en una cuestión prejudicial planteada por el Tribunal 

Constitucional de Bélgica, sobre la compatibilidad entre la prohibición de cualquier 

discriminación por razón de sexo y el derecho a la igualdad entre hombres y mujeres 

en todos los ámbitos (arts. 21 y 23 de la Carta) y la ley belga sobre la lucha contra la 

discriminación entre mujeres y hombres por razón de sexo en materia de seguros, se 

observó la incompatibilidad con estos dos principios de la disposición normativa de la 

Directiva que permitía a los Estados miembros conservar una excepción a la norma de 

primas y prestaciones independientes del sexo durante un periodo ilimitado.  

Y no podemos dejar destacar la sentencia Digital Rights Ireland y Seitlinger y 

otros, de 8 de abril de 2014, C-293/12 y C-594/12. También a raíz de cuestiones 

prejudiciales, planteadas por el High Court irlandés y el Tribunal Constitucional 

austriaco, acabó determinándose como nula la Directiva 2006/24/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, sobre la conservación de datos generados o tratados en 

relación con la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso 

público o de redes públicas de comunicaciones. El Tribunal de Justicia consideró que el 

principio de proporcionalidad no se había respetado al no contener la Directiva 

garantía de que las injerencias en los derechos fundamentales vayan más allá de lo 

necesario. La Directiva abarcaba de forma generalizada a todas las personas, medios 

de comunicación y datos, sin establecer límites en la actuación de las autoridades 

nacionales competentes ni garantías que impidan abusos y el acceso y utilización 

ilícitos de los datos. 

A su vez, vienen siendo frecuentes las sentencias en las que el Tribunal 

establece una interpretación compatible con la Carta, como ocurrió en el caso C-70/10, 

Scarlet v Sabam, de 24 de noviembre de 2011. En esta Sentencia se aclaró que las 

cinco directivas enjuiciadas y relacionadas con la sociedad de la información, derechos 
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como miembros de la Unión. Por su parte, no debe descartarse la utilización de la 

CDFUE a tales efectos en un sentido amplio, esto es, en supuestos de actividad 

nacional vinculada en términos muy generales al ámbito del Derecho de la UE, podría 

desembocar en el peligroso reconocimiento a esta organización supranacional de 

poderes para operar una judicial review que tendría por objeto el Derecho nacional 

que simplemente afectara al amplio abanico de materias que abarca la propia 

CDFUE15.  

A la polémica cuestión de la delimitación del ámbito de aplicación de la CDFUE 

debe añadirse el no menos peliagudo problema de la concurrencia de distintos 

estándares de protección. La lógica de la tutela multinivel de los derechos, basada en 

la aplicación del estándar de protección más elevado, puede peligrar en aquellos 

supuestos en los que, en cumplimiento de sus obligaciones supranacionales, un Estado 

miembro de la Unión se vea constreñido al cumplimiento de una norma de Derecho 

derivado que suponga un menor nivel de protección de los derechos que el ofrecido 

por su propio ordenamiento16. O al menos así parece derivarse de las SSTJUE en los 

asuntos Melloni c. España y Aklagaren c. Hans Akerberg Fransson, ambas de 26 de 

febrero de 2014. A partir del análisis conjunto de estas resoluciones puede concluirse 

que en los supuestos en los que el Estado miembro no goce de discrecionalidad alguna 

para la aplicación del Derecho de la UE, el mismo habrá de aplicar los estándares de 

protección establecidos por la CDFUE. En caso contrario, esto es, en los que no exista 

una plena armonización, el Estado podrá elegir el estándar iusfundamental para el 

control del Derecho derivado aunque, eso sí, siempre bajo la condición ineludible del 

respeto del estándar mínimo de la CDFUE y del principio de primacía del Derecho de la 

UE.  

La salvaguarda de los principios del sistema jurídico de la Unión prescrita por 

estas resoluciones permite prever la excepcionalidad de los supuestos en los que 

efectivamente pueda llevarse a cabo un desplazamiento de los estándares de la CDFUE 

a favor de los nacionales, cuando estos últimos supongan un mayor nivel de 

                                                             
15

 YOWELL (2012: 117-121) 
16 TENORIO SÁNCHEZ (2013: 32-34) 





http://cultura.elpais.com/cultura/2014/08/15/actualidad/1408118079_469557.html










800 

 



801 

I DIRITTI FONDAMENTALI NEL DIALOGO TRA 
CORTI, UNA COSTITUZIONE IN FIERI? 

Valentina Capuozzo 
Università di Napoli Federico II 

 

Sommario: 

1.- Unitarietà costituzionale europea e tutela dei diritti fondamentali: 

l'“integrazione mediante il diritto”. 

2.- Rinvio pregiudiziale e integrazione europea. 

2.1.- Le recenti evoluzioni giurisprudenziali sul rinvio pregiudiziale: una 
valorizzazione applicativa. 

3.- Dialogo tra Corti e Costituzione europea. 

Riferimenti bibliografici. 

  



802 

Abstract in italiano 

I diritti fondamentali nel dialogo tra Corti, una Costituzione in fieri? 

La prospettiva di analisi che si propone intende esaminare il ruolo 
svolto dalle Corti giurisdizionali europee nella definizione e nella tutela 

dei diritti fondamentali in Europa. In particolare, si intende focalizzare 

l'attenzione su quel processo circolare posto in essere dalla Corte di 
giustizia, che, dopo aver estrapolato dalle tradizioni costituzionali degli 

Stati membri, oltre che dalla CEDU, i principi idonei alla tutela dei 

diritti fondamentali, li ha poi rielaborati, armonizzandoli, ed infine li ha 

restituiti agli operatori interni  al fine di favorirne l'applicazione rispetto 
alle norme di attuazione del diritto dell'Unione. In questo contesto di 

alimentazione reciproca, si pone la questione del rapporto 

dell'ordinamento europeo con le Costituzioni nazionali. Più 
specificamente, pare opportuno soffermarsi sul quesito circa la possibile 

"europeizzazione" dei principi costituzionali nazionali e sul ruolo che lo 

strumento del rinvio pregiudiziale può svolgere nell'ambito di questa 
"integrazione mediante il diritto". In tal senso, una valorizzazione 

applicativa del rinvio pregiudiziale pare potersi cogliere in relazione a 

diversi fattori. Innanzitutto, di particolare rilievo è l'analisi del recente 
orientamento giurisprudenziale della Corte EDU che condanna lo Stato 

che ometta immotivatamente di porre una questione pregiudizale alla 

Corte di giustizia (sentenza Dhahbi c. Italia). Poi, avendo riguardo 
all'esperienza italiana, dall'esame delle ordinanze nn. 102/2008 e 

207/2013 sembra venire in luce la fine di quell'atteggiamento di 

chiusura che la Corte costituzionale aveva assunto nei confronti del 

rinvio, che aveva contribuito a quella sorta di "emarginazione" dallo 
scambio col diritto europeo, a fronte di un sempre maggiore 

protagonismo dei giudici comuni.  

Si coglie, quindi, nell'analisi delle dinamiche giurisprudenziali in tema 
di diritti fondamentali, la dimensione di un “ordine intercostituzionale 
in costruzione” che si arricchisce con la specificità delle identità 
costituzionali proprie di ciascun ordinamento, rendendo l'Europa unita 
nelle sue diversità e costituendo, si auspica, la premessa per una 

compiuta Costituzione europea. 
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Resumen en español 

Los derechos fundamentales en el diálogo entre las Cortes, una 

Constitución en desarrollo? 
La perspectiva de análisis propuesta tiene el propósito de examinar el 

papel desempeñado por las Cortes jurisdiccionales europeas en la 

definición y protección de los derechos fundamentales en Europa. En 
particular, la atención se concentra en aquel proceso circular puesto en 

acción por la Corte de justicia, la cual, después de haber extrapolado de 

las tradiciones constitucionales de los Estados miembros, y además de 
la CEDU, los principios idóneos para la protección de los derechos 

fundamentales, los ha sucesivamente reelaborado, armonizándolos, y 

por fin los ha devuelto a los operadores internos con la finalidad de 

favorecer su aplicación con respecto a las normas de actualización del 
derecho de la Unión. En este contexto de alimentación recíproca, se 

pone la cuestión de la relación del ordenamiento europeo con las 

Constituciones nacionales. Más específicamente, parece adecuado 
detenerse a la cuestión sobre la posible “europeización” de los principios 
constitucionales nacionales y sobre el papel que el instrumento del 

reenvío prejudicial puede desempeñar en el ámbito de esta “integración 
a través el derecho”. En este sentido, una valorización aplicativa del 

reenvío prejudicial parece pueda cogerse en relación a diferentes 

factores. En primer lugar, de especial relevancia es el análisis de la 
reciente orientación jurisprudencial de la Corte EDU que condena el 

Estado que, sin motivo, omita poner una cuestión prejudicial a la Corte 

de justicia (sentencia  Dhahbi c. Italia). A continuación, tomando en 

consideración la experiencia italiana, el examen de los autos nn. 
102/2008 e 207/2013 parece revelar el fin de aquella actitud de cierre 

que la Corte constitucional había tenido respecto al reenvío, y que había 

contribuido, en sustancia, a aquella especie de “marginación” del 
intercambio con el derecho europeo, frente a un creciente protagonismo 

de los jueces comunes. Se observa, por lo tanto, a través del análisis de 

las dinámicas jurisprudenciales relativas a los derechos fundamentales, 
aquella dimensión de “orden interconstitucional en construcción” que 
se enriquece,  cada vez, con la especificidad de las identidades 

constitucionales propias de cada ordenamiento, construyendo una 
Europa unida en sus diversidades y, se confía, la premisa para una 

cumplida Constitución Europea. 
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Abstract in English 

Fundamental rights in the dialogue between Courts, a Constitution that 

is making? 
The analysis that aims will examin the role played by the European 

Courts in the definition and protection of fundamental rights in Europe. 

In particular, we intend to concentrate on the circular process 
implemented by the Court of Justice, which, after having extrapolated 

from the constitutional traditions of the Member States, as well as by 

the ECHR, the principles suitable for the protection of fundamental 
rights, there has also revised to harmonize them, and then it returned 

them to the internal operators in order to facilitate their application in 

relation to the rules implementing EU law. In this context of mutual 

support there is the question of the relationship of the European legal 
sytstem and national Constitutions. More specifically, it seems 

appropriate to question about the possible “europeanisation” of national 
constitutional principles and the role that the preliminary ruling of the 
Court of Justice can play in this “integration through law”. In this 
sense, a development application of the preliminary ruling of the Court 

of Justice seems to emerge in relation to several factors. First of all 
particular important is the analysis of the recent case-law of the Court 

of Human Rights condemming the State fails to ask the preliminary rule 

to the Court of Justice without a statement of reasons (decision Dhahbi 
c. Italia). Then, having regard to the Italian experience, the examination 

of the decisions No. 102/2008 and No. 207/2013 seems to point out 

the end of the attitude of closure that the Constitutional Court had 

taken to the preliminary ruling. As a matter of fact, this behaviour had 
contributed to cause a kind of exclusion from the exchange with 

European law for the Constitutional Court, in the face of an ever-

increasing role played by the ordinary judges. This analysis of the case-
law about fundamental rights shows a kind of “intercostitutional order 
under construction”; a “route” that is enhanced with the specific 
constitutional identity of the legal system of each Member State, making 
Europe united in its diversity and forming, it is hoped, the premise for a 

completed European Constitution. 
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Abstract in italiano 

IL PRINCIPIO DI PROPORZIONALITÀ E LA VOCAZIONE 

COSTITUZIONALE DELLA CORTE DI GIUSTIZIA 
Con le decisioni riunite C-293/12 e C-594/12 dell’8 aprile 2014, la 
Corte di giustizia dell’Unione europea ha superato un suo precedente 
orientamento giurisprudenziale e, facendo proprie le perplessità 
espresse da molte giurisdizioni costituzionali nazionali, ha annullato la 

famigerata direttiva 2006/24/CE che obbligava i gestori di servizi di 

telecomunicazione a conservare tutti i dati connessi alle comunicazioni 
elettroniche e su richiesta a fornirli alle autorità investigative e alla 

magistratura.  Utilizzando quale parametro di costituzionalità i diritti al 

rispetto della vita privata, alla protezione dei dati personali, e alla 

libertà di espressione (come tutelati rispettivamente dagli artt. 7, 8 e 11 
della Carta europea dei diritti fondamentali), le decisioni in esame ci 

forniscono un florido esempio dell’applicazione del principio di 
proporzionalità per la tutela del nucleo essenziale dei diritti 
fondamentali nel quadro europeo. Infatti, nel rispetto di tale 

fondamentale principio ex art.52 par.1 della Carta, possono essere 

apportate limitazioni ai diritti fondamentali della persona solo laddove 
siano necessarie e rispondano effettivamente a finalità di interesse 

generale riconosciute dall’Unione o all’esigenza di proteggere i diritti e le 
libertà altrui.  
Nel paper, pertanto, si vorrà evidenziare come attraverso il parametro 

della proporzionalità, sfumata in valutazioni di necessità-adeguatezza 
per la tutela del nucleo inviolabili dei diritti della Carta europea, la 

Corte di Giustizia ponga dei limiti alla discrezionalità del legislatore 
europeo, contribuendo di fatto all’integrazione politica dell’Unione. 
 

Resumen en español 

EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y LA VOCACIÓN 
CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

Con las decisiones reunidas de los casos C-293/12 y C-594/12 de 8 de 

abirl de 2014, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha superado 
su orientación jurisprudencial precedente y, haciendo propia la 

perplejidad expresada por diferentes jurisdicciones constitucionales 

nacionales, ha anulado la infame Directiva 2006/24/CE que obligaba a 

los gestores de servicios de telecomunicaciones a conservar todos los 
datos en relación con las comunicaciones electrónicas que podrían ser 

entregados a las autoridades policiales y judiciales que lo requieran. 

Utilizado como parámetro de constitucionalidad de los derechos al 
respeto de la vida privada, a la protección de datos personales, y a la 

libertad de expresión (tutelados respectivamente por los arts. 7, 8 y 11 

de la Carta Europea de Derechos Fundamentales), las sentencias 
examinadas ofrecen un florido ejemplo de la aplicación del principio de 
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proporcionalidad para la tutela del contenido esencial de los derechos 

fundamentales en el ámbito europeo. En aplicación de este principio 

fundamental ex art. 52.1 de la Carta, pueden darse limitaciones a los 
derechos de la persona solo en la medida que sean necesarias y 

respondan efectivamente a la finalidad de interés general reconocidas 

por la Unión o a la exigencia de proteger los derechos y las libertades de 

los demás. En la comunicación, por tanto, se pondrá en evidencia cómo 
a través del parámetro de proporcionalidad, difuso en valoraciones de 

necesidad-adecuación para la protección del núcleo de los derechos 

inviolables de la Carta europea, el Tribunal de Justicia llega a reconocer 
incisivas limitaciones a la discrecionalidad del legislador europeo, 

contribuyendo de hecho a la integración política de la Unión. 

 

Abstract in English 

THE PRINCIPLE OF PROPORTIONALITY AND THE CONSTITUTIONAL 
VOCATION OF THE COURT OF JUSTICE 

With the decisions Cases C-293/12 and C-594/12 of 8 April 2014, the 

Court of Justice of the European Union has passed its previous case-
law and, by giving voice to the concerns expressed by many national 

constitutional courts, has declared invalid the Directive 2006/24/ EC 

which obliges the operators of telecommunications services to retain all 
information relating to electronic communications and to provide them 

upon request to the investigating authorities and the courts. Using as 

parameter of constitutionality the rights to privacy, to protection of 

personal data and the freedom of expression (as protected by Articles. 7, 
8 and 11 of the European Charter of Fundamental Rights), the 

decisions in question provide us with an important example of the 

application of the principle of proportionality for the protection of the 
essential core of fundamental rights in the European framework. In 

fact, in compliance with this fundamental principle ex art.52 par.1 of 

the Charter, limitations may be made to the fundamental human rights 
only if they are necessary and genuinely meet objectives of general 

interest recognized by the Union or the need to protect rights and 

freedoms of others. 
In the paper, therefore, I want to underline how, troughout the 

parameter of proportionality, vanished in evaluations of necessity-

adequacy for the protection of the inviolabile core of fundamental rights 

of the European Charter, the Court of Justice would put limits on the 
discretion of the European legislator, contributing effectively to the 

political integration of the Union. 

  

































837 

IL PRIMO RINVIO PREGIUDIZIALE DEL CONSEIL 
CONSTITUTIONNEL: SPUNTI DI RIFLESSIONE IN 
TEMA DI INTERAZIONI DIALOGICHE TRA CORTI E 
DI TUTELA MULTILIVELLO DEI DIRITTI 

Chiara Sorbello 
Dottoranda di ricerca in Diritto costituzionale 
Alma Mater Studiorum - Università di Bologna 

 

Sommario: 

1. Premessa. 

2. Il quadro normativo ed il quadro fattuale. 

3. (segue): la sentenza della CGUE del 30 maggio 2013 e la successiva 

declaratoria di incostituzionalità del Conseil constitutionnel. 

4. Il primo rinvio pregiudiziale del Conseil constitutionel nell'ambito di 

una “pacification potentielle” dei rapporti interordinamentali. 

5. Considerazioni conclusive. 

Riferimenti bibliografici. 

 

  



838 

Abstract in italiano 

IL PRIMO RINVIO PREGIUDIZIALE DEL CONSEIL CONSTITUTIONNEL: 

SPUNTI DI RIFLESSIONE IN TEMA DI INTERAZIONI DIALOGICHE TRA 
CORTI E DI TUTELA MULTILIVELLO DEI DIRITTI. 

Lo scritto si incentra sul seguito della decisione n. 2013-314P QPC del 4 

aprile 2013 con la quale il Conseil constitutionnel, per la prima volta, ha 
operato un rinvio pregiudiziale degli atti alla Corte di giustizia nel corso 

di un giudizio in via incidentale in merito alla decisione quadro del 

Consiglio 2002/584/GAI, relativa al mandato d'arresto europeo e alle 

procedure di consegna tra Stati membri. La decisione, rappresentando 
un'importante tappa nell'evoluzione del sistema di giustizia 

costituzionale francese vis-à-vis l'ordinamento europeo, si pone quale 

occasione significativa per analizzare lo stato dei rapporti tra diritto 
interno e diritto dell'Unione europea sia nel contesto delle interazioni 

dialogiche tra le Corti, sia nell'ambito della tutela multilivello dei diritti. 

Muovendo dalla sentenza de qua, si intende quindi riflettere sulla scelta 
del Consiglio costituzionale francese di ricorrere a tale meccanismo di 

rinvio, allineandosi all'orientamento delle Corti costituzionali nazionali, 

onde esaminare gli effetti che ne discendono sul percorso di 

rafforzamento dell'unione politica e giuridica europea e di tutela dei 
diritti in ambito nazionale e sovranazionale. 
 

Resumen en español 

EL PRIMER REENVÍO PREJUDICIAL DEL CONSEIL CONSTITUTIONNEL: 
BREVES REFLECTIONES EN MATERIA DE COOPERACIÓN ENTRE 

CORTES Y TUTELA MULTINIVEL DE LOS DERECHOS. 

El escrito se centra en la decisión n. 2014-314 QPC de 4 de abril de 
2013 con la cual el Conseil constitutionnel, por primera vez, ha realizado 

un reenvío prejudicial al Tribunal de Justicia a partir de un juicio en vía 

incidental en relación con la Decisión Marco 2002/584/JAI, sobre la 
orden de detención europea y el procedimiento de entrega entre Estados 

miembros. La decisión representa una importante etapa en la evolución 

del sistema de justicia constitucional francés vis à vis con el 

ordenamiento europeo y es una ocasión significativa para analizar el 
estado de las relaciones entre Derecho interno y Derecho de la Unión 

europea sea en el contexto de las interacciones dialécticas entre las 

Cortes, sea en el ámbito de la tutela multinivel de los derechos. 
Partiendo de la sentencia de qua, se quiere reflexionar sobre la elección 

del Consejo constitucional francés de recurrir a tal mecanismo de 

reenvío, alinéandose con la orientación de las Cortes constitucionales 
nacionales, para examinar así los efectos que se producen en el proceso 

de reforzamiento de la unión política y jurídica europea y de tutela de 

los derechos en el ámbito nacional y supranacional. 
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Abstract in English 

THE FIRST PRELIMINARY QUESTION TO THE COURT OF JUSTICE OF 

THE EUROPEAN UNION REFERRED BY THE FRENCH CONSEIL 
CONSTITUTIONNEL: A REFLECTION ON THE MULTILEVEL ON THE 

DIALOGUE BETWEEN COURTS AND PROTECTION OF FUNDAMENTAL 

RIGHTS. 
The paper focuses on the decision n. 2013-314P QPC of april 4th 2013, 

with which the French Constitutional Council for the first time has 

referred to the Court of Justice of the European Union for a preliminary 

ruling, raised in the course of the Priority Preliminary Question on 
Constitutionality proceedings concerning the Council Framework 

Decision 2002/584/JHA, on the European arrest warrant and the 

surrender procedures between Member States. This decision represents 
an important stage on the evolution of the French constitutional justice 

system vis-à-vis the European law and gives the opportunity to analyse 

the relationship between national law and EU law, both from the 
“dialogue between Courts” point of view, and within the scope of the 
multilevel protection of fundamental rights. Starting from the decision 

de qua, the purpose of the paper is to analyse the choice of the French 

Constitutional Council to use this referral mechanism, in line with other 
constitutional Courts positioning, in order to examine the effects 

resulting from it to strengthen the political and legal European Union 

and to broaden the protection of rights in national and supranational 
level. 
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principio si fonda sulla fiducia reciproca tra gli Stati membri in ordine al fatto che i 

rispettivi ordinamenti giuridici nazionali siano in grado di fornire una tutela equivalente 

ed effettiva dei diritti fondamentali riconosciuti a livello dell'Unione, ed in particolare 

nella Carta dei diritti fondamentali, onde consentire ai destinatari di un mandato di 

arresto la possibilità di ricorrere ai mezzi di impugnazione previsti nell'ordinamento 

giuridico dello Stato membro di emissione al fine di contestare la legittimità del 

procedimento che ha condotto all'applicazione di una misura restrittiva della libertà 

personale (punto 50). I Giudici proseguono (punti 56 - 75) distinguendo tra la 

perentorietà dei termini di cui all'art. 17 della DQ, relativa all'adozione della decisione 

definitiva da parte dello Stato e quelli previsti dagli artt. 27, par. 3 e 28, par. 4, lett. c).  

Ne deriva, secondo i giudici di Lussemburgo, che tali ultime disposizioni, 

contrariamente all'art. 17, non impediscono agli Stati membri di legiferare in merito 

alla proposizione di un ricorso avverso le decisioni sul mandato d'arresto e che, anzi, il 

secondo comma del considérant 12 della decisione quadro non impedisce agli Stati 

membri di applicare le proprie regole costituzionali relative al rispetto del principio del 

giusto processo (punto 53).  

La Corte risolve pertanto il quesito rispondendo negativamente alla questione 

pregiudiziale, e  statuisce che le disposizioni di cui agli artt. 27 par. 4 e 28, par. 3 Lett. c) 

della decisione quadro  non ostano alla previsione da parte degli Stati membri di un 

ricorso con effetto sospensivo avverso il provvedimento di estensione del mandato a 

reati anteriori alla consegna diversi da quello per cui è avvenuta la consegna o di 

consegna della persona ad uno Stato diverso da quello di esecuzione a seguito di un 

mandato emesso per un reato anteriore alla sua consegna. Nell'inferire, la Corte 

sancisce altresì che il margine di manovra riconosciuto agli Stati membri non è privo di 

limiti, in quanto gli ordinamenti nazionali in ossequio all'obiettivo di accelerazione 

della cooperazione giudiziaria in materia penale, non possono comunque prevedere 

per un eventuale ricorso sospensivo nei confronti di un provvedimento reso 

nell'ambito della procedura del MAE,  tempi più lunghi di quelli previsti dall'art. 17 DQ. 

Nei passaggi fondamentali della predetta sentenza, i Giudici di Lussemburgo si 

soffermano in primo luogo sul principio della leale collaborazione tra gli Stati membri. 
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Resumen en español 

El Tribunal de Justicia y los estándares europeos de protección de los 

derechos de la personalidad 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea tiene un papel protagonista 

en la concreción de los derechos fundamentales en tanto límites al 

ejercicio del poder por parte de las insituciones europeas.  Pero no solo 
eso: como garante de la uniformidad en la aplicación del Derecho 

europeo, el juez europeo perfila cómo los derechos fundamentales se 

proyectan en la aplicación del Derecho de la Unión por los Estados 
miembros. En estos contextos, la protección de los derechos de la 

personalidad –honor, intimidad, propia imagen o protección de datos- 

frente al uso de las nuevas tecnologías, y frente a la libre circulación del 

discurso en internet, es un interesante campo de análisis. Por una 
parte, la transmisión de contenidos a través de la red es un campo 

minado para el conflicto entre libertades de comunicación pública y 

derechos de la personalidad más allá de las fronteras nacionales.  Por 
eso es necesario que en el espacio europeo haya estándares comunes 

para la ponderación de derechos y la resolución de conflictos. Por otra 

parte, la existencia de regulaciones europeas que afectan o desarrollan 
elementos de esos derechos convierte a la jurisprudencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión en parámetro básico para esos estándares 

comunes de protección. El presente trabajo se propone escrutar las 
sentencias relevantes del Tribunal de Justicia en relación con los 

derechos de la personalidad en el discurso, con el fin de demostrar 

cómo en las mismas se esbozan criterios básicos comunes de protección 

de los derechos de la personalidad y para la ponderación que los 
mismos requieren. 
 

Abstract in italiano 

La Corte di Giustizia e gli standard europei di protezione dei “diritti 
della personalità”. 

La Corte di giustizia dell’ Unione Europea ha un ruolo chiave nella 
definizione dei diritti fondamentali come limite all’azione delle istituzioni 
europee. Ma non è tutto: come garante dell’uniforme applicazione del 
diritto europeo la Corte di Giustizia evidenzia come i diritti fondamentali 

debbano essere rispettati dagli Stati Membri allorché applicano il diritto 
dell’Unione. In tale contesto, la protezione dei diritti della personalità – 
onore, privacy, immagine e riservatezza – in rapporto all’uso delle nuove 

tecnologie, e alla libera manifestazione del pensiero in internet, è un 
campo di indagine interessante. Da un lato, la trasmissione di contenuti 

attraverso la rete è un campo minato per il conflitto tra la libertà di 

comunicazione pubblica e i diritti della personalità oltre i confini 
nazionali, e, di conseguenza, è necessario che nello spazio europeo ci 

siano degli standard comuni di protezione per tali diritti. Sotto diverso 
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profilo, esistono normative europee che incidono o sviluppano aspetti 

inerenti tali diritti. Ed è per questo motivo che la giurisprudenza della 

Corte di Giustizia è una è una fonte fondamentale per la definizione di 
tali standard comuni. Il presente lavoro si propone di analizzare le 

decisioni più rilevanti della Corte di Giustizia in relazione ai diritti della 

personalità, al fine di dimostrare come nella giurisprudenza si delineino 

criteri comuni di protezione di tali diritti e elementi utili per il loro 
bilanciamento. 
 

Abstract in English 

The European Court of Justice and the European standards of 

protection for privacy, reputation and personal data 

The European Court of Justice has a leading role in the definition of the 

fundamental rights as limits for the action of the European institutions.  
But that is not all: as the guarantor of the uniformity in the application 

of European law, the ECJ outlines how the fundamental rights must be 

observed by the Member States when they apply EU law.  In such a 
context, the protection of personal reputation, privacy, image or 

personal data against the new technologies, and how free speech rules 

function on the internet, is a very interesting topic to analyse.  On the 
one hand, on line content transmission is an undermined field for 

conflicts between freedom of speech, public communication and 

reputation, privacy or personal data.  This fact makes it necessary to 
define common standards of protection for such rights.  On the other 

hand, there are European regulations that affect or develope basic 

features of privacy, reputation or personal data.  That is why ECJ case 

law is a basic source for the clarification of those common standards.  
This article analyses the most relevant ECJ rulings related to privacy, 

reputation and personal data against free speech.  Its purpose is to 

show how those rulings outline some elementary basic criteria for the 
protection of such rights and for the previous balancing that must be 

done before deciding which one is preferent in each case. 
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1.-Introducción: Tribunal de Justicia y estándares de protección de los derechos 

fundamentales 

Como último intérprete y guardián del Derecho de la Unión, el Tribunal de 

Justicia tiene una función básica en la concreción de los estándares de protección de 

los derechos fundamentales en ese ámbito supranacional.  En tal sentido, la función 

del TJ es ambivalente, pues los derechos fundamentales son límites al ejercicio del 

poder por parte de las instituciones europeas, pero también límites a la actuación de 

los Estados miembros cuando aplican el derecho de la Unión, según reza el artículo 

51.1 de la Carta de Derechos Fundamentales.  En ese segundo contexto la 

comprensión de los derechos por parte del TJ se solapa con las que recogen las 

constituciones estatales y son perfiladas por sus jurisdicciones constitucionales y es ahí 

donde el juez de Luxemburgo vela por la uniformidad en la aplicación del Derecho 

europeo, mientras que los Estados miembros se reservan la posibilidad de oponer 

elementos iusfundamentales propios de su identidad constitucional.  No otro era el 

problema planteado en el asunto Melloni y no otra la enseñanza que se saca al 

comparar la sentencia del Tribunal de Justicia en dicho asunto y la correspondiente del 

Tribunal Constitucional español, con su última palabra al respecto. 

En efecto, llevamos bastante tiempo asistiendo a un diálogo 

intermitentemente continuo entre la jurisdicción del TJ y las jurisdicciones 

constitucionales estatales, un diálogo sobre los límites al ejercicio del poder de la 

Unión, definidos por sus propias competencias y por los contralímites de las 

constituciones estatales (VERGOTTINI, 2010: 70-71), y un diálogo cuyo potencial 

conciliador aún no ha sido completamente explotado (CRUZ VILLALÓN, 2004: 79).  Desde 

los años setenta, con Stauder e Internationale Handelsgesselschaft, la jurisprudencia 

del TJ adoptó a los derechos fundamentales como objetos de protección propios, que 

se integraban en el Derecho de la Unión a través de las tradiciones constitucionales 

comunes de los Estados miembros, en gran parte como respuesta a la ofensiva de los 

Tribunales Constitucionales alemán e italiano en Solange y Granital. Pero en la 

jurisprudencia del Tribunal de Luxemburgo sobre los derechos fundamentales hay un 

factor diferencial, y es que la dimensión económica y técnica que singulariza al 
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Derecho de la Unión, basado en objetivos de mercado, tiene una gran influencia en la 

interpretación de controversias supranacionales con incidencia iusfundamental. Esta 

realidad ha determinado singulares líneas de interpretación de los derechos 

fundamentales por parte del Tribunal de Justicia.  Al menos, podemos identificar tres: 

una de no contradicción con las tradiciones comunes de los Estados miembros, que 

asume como propios los parámetros constitucionales estatales1; otra que perfila 

ciertos derechos en un sentido particular europeo, diferenciándose así el TJ de la 

comprensión constitucional aportada por el Estado miembro2; otra que pasa por alto 

las alegaciones referidas a problemas iusfundamentales si el conflicto puede resolverse 

apelando a los objetivos económicos de las competencias europeas3. La entrada en 

vigor de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea en 2009 consolida la 

posición preeminente que el TJ había dado a los derechos, pero también les confiere 

una nueva identidad, europea, en tanto que ya son también normas positivas de 

Derecho europeo. 

En torno a estos procesos de incorporación intertextual y diálogo jurisdiccional 

sobre el alcance de los derechos fundamentales, este trabajo se detiene en el análisis 

de los estándares definidos por el TJ para la protección de los derechos de la 

personalidad.  Se incluyen como tales los derechos los derechos al honor, a la 

intimidad y a la propia imagen y se añade el de protección de datos de carácter 

personal, en un reflejo de nuestra propia Constitución. Hay dos motivos metodológicos 

para elegir estos derechos.  El primero es que los derechos de la personalidad sirven 

para indagar en la hipótesis de partida, el protagonismo del TJ en la definición de los 

estándares de protección de los derechos fundamentales en el ámbito supranacional, 

                                                             
1 Podrían ser los ejemplos clásicos de Stauder e Internationale Handelsgesellschaft. Véanse los 
razonamientos de las resoluciones: Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 12 de 
noviembre de 1969, asunto C-29/69,  Stauder, Rec. 1969, p. 00419;  Sentencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea de 17 de diciembre de 1970, asunto C-11/70, Internationale Handelsgesellschaft, Rec. 
1970, p. 01125.   
2 Sin ir más lejos, la Sentencia de 26 de febrero de 2013, asunto C-399/11, Melloni, pendiente de incluir 
en el recopilatorio; o la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 8 de septiembre de 
2011, asunto C-177/10, Rosado Santana, Rec. 2011 I-07907. 
3 Claramente en la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 4 de octubre de 1991, 
asunto C-159/90, The Society for the Protection of Unborn Children Ireland Ltd contra Stephen Grogan, 
Rec. 1991, p. I-04685. 
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2.-El Tribunal de Justicia y los derechos de la personalidad 

Antes de nada, una precisión es necesaria sobre la posición del TJ en asuntos 

relativos a la protección jurisdiccional de los derechos de la personalidad. Y es 

necesaria porque en tales casos la visión del Tribunal de Justicia no es la de un juez que 

ampara a un particular por la lesión de un derecho fundamental.  La cuestión 

prejudicial no es un recurso de amparo, ni siquiera indirecto.  Pero es que, además, los 

conflictos que vamos a exponer no se refieren a aspectos sustantivos de los derechos 

de la personalidad, sino a la competencia de los jueces estatales para protegerlos 

cuando la publicación ofensiva tiene su origen en el territorio de un Estado miembro 

distinto de aquel en el que se interpone la reclamación judicial. Son controversias más 

afines al Derecho Internacional Privado que al Derecho Constitucional, pues versan 

sobre la apropiada aplicación de las normas de conflicto contenidas en el reglamento 

44/2001, sobre competencia, reconocimiento y ejecución de resoluciones civiles y 

mercantiles5. Ese reglamento establece que las personas domiciliadas en un Estado 

miembro podrán ser demandadas en el lugar donde se haya producido el hecho 

dañoso cuando se trate de materia delictual o cuasidelictual, como excepción a la 

general de que las demandas han de presentarse en el Estado donde tenga el domicilio 

el demandado. Por tanto, la perspectiva sustantiva, la de la interpretación de los 

derechos, es un tema tangencial. Eso sí, la determinación de una jurisdicción estatal, y 

no de otra, como jurisdicción competente afecta a la comprensión del derecho 

fundamental.  La interpretación del mismo tendrá los matices propios de los factores 

socioculturales, históricos y constitucionales que enmarquen de forma habitual su 

comprensión en cada Estado.  Y también se verán afectados por requisitos procesales 

que privilegien bien su protección, bien su puesta en cuestión6. 

                                                             
5 Reglamento (CE) nº 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (DO 
2001, L 12, p. 1).   
6 Como se pone de manifiesto en los casos conocidos como libel tourism (turismo por libelo), que ponen 
de manifiesto que las diferencias procesales y sustantivas de una jurisdicción frente a otra determinan 
una elección estratégica del fuero. 
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2.1.-Jurisdicción y protección del honor: Shevill7 

Este caso se remonta a 1995 y a una sentencia en la que el Tribunal de Justicia 

determinó que cuando se tratara de publicaciones difundidas en varios Estados 

miembros, distintos de aquel donde estuviere establecido el editor, el daño sobre los 

derechos de la personalidad y los intereses del ofendido se entendería producido bien 

donde se hubiera dado el hecho causal, bien donde se hubiera concretado el daño 

efectivo.  El TJ estableció así que una víctima de difamación, en este caso la señora 

Shevill, de nacionalidad y residencia británica, podía presentar su reclamación bien en 

el Estado miembro donde tuviera su establecimiento el editor, en este caso Francia, 

bien en cada Estado miembro donde la publicación hubiera sido difundida con 

consecuencias lesivas para la reputación del ofendido.  Para la señora Shevill era el 

fuero idóneo era el de Reino Unido, donde la presunción de daño por difamación la 

eximía de tener que aportar prueba de los efectos lesivos de la publicación 

difamatoria.  Esta solución ha sido analizada en la doctrina del Derecho Internacional 

Privado (DE MIGUEL ASENSIO, 2012; TORRALBA MENDIOLA, 2012; LORENTE MARTÍNEZ, 2012), y 

en ese ámbito ha recibido críticas por su escasa operatividad y por sus problemas de 

incertidumbre (TORRALBA MENDIOLA, 2012: 14). Desde el Derecho Constitucional, la 

elección de fuero supone también la elección de un determinado concepto sustantivo 

de los derechos en conflicto y de unos determinados criterios de ponderación, que 

dependen, de entrada, de las jurisdicciones constitucionales estatales.  En el asunto 

Shevill, como se ha explicado, la jurisdicción de los tribunales ingleses era más 

beneficiosa para la protección de la reputación de la ofendida.  Probar los efectos 

dañinos para la reputación de la ofendida en Francia, un país donde no había residido 

nada más que tres meses y donde la distribución de la publicación lesiva había sido 

mucho más voluminosa, hubiera cambiado de forma radical la ponderación de los 

derechos y, por tanto, la resolución del conflicto. 

2.2.-Jurisdicción, honor, intimidad y propia imagen en internet: eDate Advertising y 

Olivier Martínez8 

                                                             
7
 Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 7 de marzo de 1994, asunto C-68/93, Shevill y 

otros, Rec. 1995, p. I-415. 
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En los asuntos acumulados eDate Advertising y Olivier Martínez, sentenciados en 2011, 

al mismo reglamento se les une la directiva sobre comercio electrónico.  En el primer 

caso, eDate, un ciudadano alemán pide a los tribunales de ese país una acción de 

cesación contra un portal austriaco de internet, que publicó hasta 2007 información de 

1999 sobre la condena judicial impuesta a dicho ciudadano por el asesinato de un 

conocido actor.  Se trataba de una especie de reclamación del derecho al olvido digital. 

En el segundo caso, el también actor Olivier Martínez demanda en París a la empresa 

británica editora del Sunday Mirror a causa de una información aparecida en la edición 

digital del medio.  En la misma se daban detalles sobre su posible reconciliación 

sentimental con la cantante australiana Kylie Minogue.  La demanda se presenta en 

París, donde reside el actor, alegando vulneración de sus derechos a la intimidad y a la 

propia imagen. 

Pues bien, el Bundesgerichtshof, en el primer caso, y el Tribunal de Grande 

Instance, en el segundo, quieren confirmar su competencia para conocer de una lesión 

de los derechos de la personalidad cometida a través de internet desde otro Estado 

miembro de la Unión.  Si en Shevill se habían decidido reglas para publicaciones 

convencionales, ahora se trataba de ver en qué medida eran aplicables a las 

publicaciones en la red, donde no es tan sencillo determinar dónde se produce el 

hecho lesivo: ¿en cualquier lugar donde pueda consultarse la página web?; ¿donde 

exista una vinculación sustancial entre el hecho lesivo y el territorio estatal? Y, 

entonces, ¿cómo se deduce dicha vinculación: del volumen de conexiones, de la 

residencia o nacionalidad de la persona ofendida, de la lengua en la que se difunde la 

información, del lugar donde ocurrieron los hechos objeto del relato publicado?9 A 

juicio del TJ, la jurisprudencia Shevill no resultaba del todo apropiada para internet, 

pues la ubicuidad de los contenidos complicaba, y encarecía, la solución de tantas 

demandas como lugares de daño efectivo10. Tratándose de internet, la difusión de 

                                                                                                                                                                                   
8 Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 25 de octubre de 2011, asuntos acumulados 
C-509/09, eDate Advertising, y C-161/10, Olivier Martínez, Rec. 2011, p. 0000. En adelante: Sentencia 
eDate Advertising/Olivier Martínez. 
9 Sentencia e Sentencia eDate Advertising/Olivier Martínez, párrafo 29. 
10

 No toma en consideración el juez europeo considere el principio de neutralidad tecnológica, que se 
proyectaría sobre los conflictos en torno al contenido de la comunicación pública, independientemente 
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3.-El Tribunal de Justicia y la protección de datos de carácter personal 

A diferencia de los asuntos referidos en el epígrafe anterior, la manera que el 

TJ tiene de abordar la interpretación de los conflictos relativos protección de datos y 

su difusión a través de internet sí tiene un carácter sustantivo.  Por el contrario, y al 

igual que ocurre con las sentencias sobre reputación o intimidad, el TJ establece 

criterios de ponderación de derechos, quizás, eso sí, bastante más claros.  Esa mayor 

claridad se debe, cómo no, al hecho de que los mismos están prefigurados en la 

directiva de protección de datos, así como lo está la propia comprensión 

iusfundamental del habeas data.  Por fin, el tratamiento que se hace del derecho a la 

protección de datos incluye en muchas ocasiones contenidos sustantivos de la 

intimidad y el honor, confirmando la afinidad e instrumentalidad del primero respecto 

a los segundos. 

3.1.-Publicidad inconsentida de datos personales: Lindqvist y Satakunnan20 

El asunto Lindqvist nos lleva a Suecia, donde una catequista sueca cuelga en la 

página web de su parroquia, enlazada a la de la Iglesia sueca, información personal 

relativa a los distintos catequistas que colaboraban con ella.  Su intención era facilitar 

las inscripciones de los catecúmenos y la organización de las actividades propias de la 

formación de los mismos.  La señora Lindqvist fue denunciada por sus correligionarios 

y se le impuso una sanción por haber publicado aquella información sin 

consentimiento de los titulares de los datos.  El Tribunal de Justicia consideró 

expresamente que el asunto requería una ponderación entre libertad de expresión, la 

de la señora Lindqvist, y la tutela de la intimidad de las personas que esta incluía en la 

página web.  Al ser un tratamiento de datos inconsentido, y al ser datos referidos a la 

religión, especialmente protegidos por la directiva, la balanza tenía ya una inclinación.  

En este sentido, a diferencia de lo ocurrido con los asuntos analizados en el apartado 

anterior, el TJ no considera la ausencia de dimensión económica del asunto, pues se 

trata de una actividad particular, y sí los objetivos de la directiva (GERRERO PICÓ, 2005: 

                                                             
20 Sentencia del Tribunal de Justicia de 6 de noviembre de 2003 en el asunto C-101/01, Lindqvist, Rec. 
2003, p. I-12971. Sentencia del TJUE de 16 de diciembre de 2008 en el asunto C-73/07, Satakunnan, Rec. 
2008, p. I-09831. 
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300). En el asunto Satakunnan, C-73/07, la publicación controvertida se refiere a 

información fiscal de varias personas aparecida en el diario finlandés Veropörssi. Para 

el TJ, de nuevo, la ponderación entre libertades de comunicación pública y protección 

de datos es el centro del conflicto y la transmisión de datos con fines exclusivamente 

periodísticos, aun realizadas con ánimo de lucro, puede encuadrarse en las 

excepciones y exenciones potenciales contempladas en el artículo artículo 9 de la 

directiva de protección de datos. Por último, afirma el TJ que la transmisión de 

información de interés público se considera efectuada con fines periodísticos 

independientemente del soporte, incluido internet, por el que se transmita.  En este 

asunto, la sensibilidad de los datos es menor, al no estar trazada en la directiva, por lo 

que la balanza, en su inclinación, va en sentido distinto que en el caso anterior. 

3.2.-Reputación y olvido digital: Google Spain21 

Para finalizar, la cuestión remitida por la Audiencia Nacional Google Spain, 

tiene un desarrollo sustantivo interesante de la relación entre protección de datos y 

protección de la reputación.  La Agencia Española de Protección de Datos recibe una 

reclamación de Mario Costeja contra Google y contra un diario nacional con edición 

digital.  Según Costeja, cada vez que alguien introducía su nombre en el motor de 

búsqueda  Google hacía accesible una información relativa a su persona, que había 

sido publicada en el referido diario en 1998 y que lo señalaba como protagonista de 

una subasta de muebles derivada de un embargo por deudas.  El mantenimiento de 

esa información en la red constituía para Costeja una lesión de su derecho a la 

autodeterminación informativa y de su reputación actual, pues la deuda estaba 

liquidada hacía tiempo.  La AEPD desestimó la reclamación contra la editorial del 

diario, pues al tratarse de prensa institucionalizada la publicación de la noticia tenía 

una justificación legal.  Sin embargo sí estimó la reclamación contra el motor de 

búsqueda, instándole a adoptar las medidas necesarias para retirar los datos de su 

índice e imposibilitar el acceso futuro a los mismos.  Como consecuencia de tal 

                                                             
21

 Sentencia del TJUE de 13 de mayo de 2014, asunto C-131/12, Google Spain, pendiente de incluir en el 
recopilatorio. 
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resolución, Google Spain interpuso el recurso administrativo que acabó como cuestión 

prejudicial ante el TJUE. 

Las conclusiones sobre el caso del abogado general Niilo Jääskinen apuntaban 

interesantes líneas en relación con la interpretación de los derechos en conflicto22.  

Sostenían, por un lado, que el motor de búsqueda perseguía intereses legítimos 

amparados por la libertad de expresión y de información cuando hacía accesibles 

contenidos a los ciudadanos (GUICHOT REINA, 2012: 139)23. Por otro lado, explicaban que 

la imposición de límites por parte de la Unión Europea dentro de ese contexto 

requeriría ponderar los derechos en liza, puesto que el motor de búsqueda se trata de 

una entidad privada y no de un poder público.  Por último, exponían que no puede 

establecerse un derecho al olvido generalizado que obligase a los motores de 

búsqueda a modificar sus criterios de selección de la información, pues esto crearía 

distorsiones en el ejercicio de las libertades informativas: tanto la del editor de la web 

fuente -el diario donde originariamente se publicó la información-, como las de los 

propios usuarios de los motores, a los que se implicaba en el ejercicio de ponderación. 

Las conclusiones de Jääskinen no fueron totalmente asumidas por el Tribunal 

de Justicia en su sentencia24, pero el TJ sentó algunos criterios de ponderación de 

derechos interesantes a lo que a este análisis interesa.  En primer lugar, el juez 

europeo determinó que la actividad del motor de búsqueda tenían la consideración de 

tratamiento automatizado de datos; que la directiva era plenamente aplicable a la 

actividad de indexación llevada a cabo por el motor, aunque se tratara, como en el 

caso concreto, de información aparecida previamente en un medio de comunicación y 

por tanto amparada por una excepción legal; y que había que subrayar la 

responsabilidad del motor de búsqueda frente a las lesiones de los derechos de la 

personalidad protegidos por los derechos de autodeterminación informativa.  En 

                                                             
22 Conclusiones del abogado general Niilo Jääskinen en el asunto C-131/12, presentadas el 25 de junio 
de 2013 (http://curia.europa.eu/).   
23 El autor cita a pie de página las resoluciones de la AEPD R/01871/2008 (Google) y R/00494/2009 
(Lycos), probando como la teoría de Jääskinen contradice algunas consideraciones efectuadas por la 
AEPD sobre los motores de búsqueda, cuya actividad, según la Agencia y al menos en lo que a los datos 
de una publicación oficial se trataba, no podría ampararse en la libertad de información.  
24 Sentencia del TJUE de 13 de mayo de 2014 en el asunto C-131/12, Google Spain. 

http://curia.europa.eu/
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segundo lugar, el TJ aclaró que los derechos a ponderar en torno a estas cuestiones 

eran por un lado los del interesado, titular de los datos, y por otro los derechos a 

recibir información de los internautas, dejando al margen consideración alguna sobre 

el ejercicio por parte del motor de búsqueda de libertades informativas, al que solo se 

le atribuirían intereses económicos.  En tercer lugar, el Tribunal estableció que en la 

ponderación entre derechos dos aspectos eran igualmente determinantes: el perjuicio 

causado al titular de los datos y la relevancia pública de ese mismo titular, siendo así 

que a mayor relevancia pública del titular, mayor sería el peso del derecho de los 

receptores de la información. Y viceversa. En cuarto y último lugar, se afirmaba la 

existencia de un derecho al olvido para el titular de los datos en relación con la 

actividad de los motores de búsqueda. Ese derecho existiría siempre y cuando la 

ponderación previa de derechos en conflicto, los del titular de los datos frente a los de 

los internautas, así lo hicieran deducir. Como puede observarse, el TJ introduce un 

nuevo modelo de ponderación en los conflictos de este tipo: derechos de la 

personalidad frente a derechos, difusos, a recibir información.  Sin duda es un gran 

descubrimiento. 

4.-Tres concisas conclusiones 

Con la impresión de que ni mucho menos se han agotado en este trabajo las 

posibilidades de análisis, sí que pueden defenderse, en esbozo, algunas conclusiones 

sobre la posición del Tribunal de Justicia sobre los derechos de la personalidad.  La 

primera es que, ante la transnacionalidad de lesiones a estos derechos por 

publicaciones locales que se difunden en el espacio europeo, el TJ ha dictado reglas 

firmes para determinar la competencia jurisdiccional y esas reglas, por su amplitud, 

favorecen los intereses de los supuestos ofendidos por las posibilidades de elección de 

fuero que plantean.  La segunda es que la ponderación de derechos en conflicto que 

delinea el TJ, como ocurre en el asunto eDate o en los distintos sobre protección de 

datos, en ningún caso llega a ser una ponderación libre, sino que habitualmente 

aparece enmarcada en los parámetros definidos en las regulaciones europeas: las 

directivas de comercio electrónico y protección de datos.  La orientación finalista, que 

prioriza los objetivos de la integración, no es abandonada por el TJ al evaluar desde su 
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Abstract in italiano 

IL DIRITTO ALLA LIBERA CIRCOLAZIONE DEI CITTADINI EUROPEI 

NELLA RECENTE GIURISPRUDENZA DELLA CORTE DI GIUSTIZIA 
DELL’UE 

La libertà di circolazione costituisce uno dei diritti fondamentali dei 

cittadini europei e, dal Trattato di Maastricht in poi, insieme con la 
libera circolazione dei servizi, dei capitali e delle merci, ha influito 

concretamente sulla percezione dell'Unione europea da parte dei suoi 

cittadini, accrescendone spesso l'entusiasmo di esserne parte. Gli ultimi 
anni tuttavia hanno visto crescere sentimenti ostili all'Unione europea 

come quelli rappresentati dai partiti c.d."euroscettici" e una delle 

risposte più efficaci dell'Unione alle critiche circa l'effettiva convenienza 

di essere parte dell'Ue, é stato il potenziamento delle opportunità per i 
cittadini e i lavoratori europei come la mobilità tra gli Stati membri. In 

questa operazione la Corte di giustizia dell'Ue ha svolto un ruolo 

fondamentale sviluppando, negli ultimi mesi, una giurisprudenza 
particolarmente favorevole alla promozione della libera circolazione degli 

europei potenziando anche i contenuti dello stesso diritto di soggiorno 

sancito dall'art. 45 del Trattato sull’Unione europea. 
Si propone quindi un'analisi approfondita di detta giurisprudenza della 

Corte che dal gennaio 2014 ha iniziato a trattare la circolazione dei 

lavoratori in maniera estensiva sul piano del riconoscimento di quei 
diritti, come quello del diritto derivato di soggiorno per il cittadino di 

Paese terzo familiare di un cittadino europeo, che promuovono 

sostanzialmente un'effettiva mobilità dei  cittadini dell'Unione e ne 

accrescono la qualità della vita. É una giurisprudenza che ritrae 
un'Unione diversa rispetto al passato poiché i diritti sanciti nei trattati e 

nella Carta di Nizza sembrano acquistare un'umanità diversa, uscendo 

dalla dimensione individuale del lavoratore e coinvolgendo la sua sfera 
affettiva e famigliare. In particolare, le recenti pronunce C-378/12; C-

400/12; C-423/12: C-456/12; C-457/12 e C-507/12, trovando 

riferimento comune nella direttiva 2004/38, hanno evidenziato come 
l'effettiva mobilità del lavoratore nell'Unione europea sia strettamente 

legata a quella del proprio nucleo familiare al quale sarà necessario 

riconoscere le giuste  garanzie e un diritto alla circolazione adeguato, di 
modo da non inibire la libertà di circolazione del cittadino europeo. In 

queste pronunce, il giudice europeo ha proposto soluzioni che 

intendono incoraggiare la mobilità effettiva del lavoratore europeo 

ampliando le fattispecie previste per il diritto di soggiorno derivato dei 
familiari cittadini di Paesi terzi, poiché il mancato riconoscimento di tale 

diritto avrebbe di fatto dissuaso il cittadino europeo dall'esercizio di un 

suo diritto essenziale come quello alla libera circolazione.  
Alcune delle sentenze suddette (C-244/13; C-378/12; C-400/12) inoltre 

costituiscono un passaggio fondamentale e delicato nella descrizione di 

una delle conseguenze principali della libera circolazione ossia 
l'integrazione di un individuo nel tessuto sociale della comunità ospite 
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che, ribadisce la Corte, deve essere considerata nella sua concreta 

realizzazione al di là di meri dati formali che, come il mero dato 

temporale della permanenza su un territorio, sono inutili a definirne il 
livello raggiunto. In particolare, nella pronuncia del 10 luglio 2014 (C-

244/13) la Corte ha formulato il concetto di "diritto permanente di 

soggiorno", ribadendo sul piano sostanziale che il diritto di soggiorno 

derivato non può essere negato, in virtù del livello di integrazione 
sociale raggiunto, neanche ai cittadini di Paesi terzi i quali, divenuti 

cittadini dell'Unione tramite matrimonio, hanno sciolto il loro legame 

con il coniuge cittadino europeo.  
Riconoscere il diritto di circolazione e di soggiorno anche ai nuclei 

familiari dei cittadini europei e agli stessi stranieri, che pur hanno perso 

il legame con il coniuge europeo secondo la direttiva 2004/38, equivale 
a tutelare i risultati positivi della circolazione e disegnare una nuova 

cittadinanza europea concretamente più "mobile", incoraggiandola a 

esercitare i propri diritti poiché effettivamente dotata di quelle garanzie 
e di quegli strumenti necessari a raggiungere gli obiettivi del Trattato di 

Maastricht. 

Resumen en español 

EL DERECHO A LA LIBRE CIRCULACIÓN DE CIUDADANOS 

EUROPEOS EN LA RECIENTE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE 
JUSTICIA DE LA UE 

La libre circulación constituye uno de los derechos fundamentales de 

los ciudadanos europeos y, a partir del Tratado de Maastricht, junto 
con la libre circulación de servicios, capitales y mercancías, ha influido 

notablemente sobre la percepción de la Unión Europea por parte de sus 

ciudadanos, incrementando su entusiasmo por formar parte de la 

misma. Sin embargo, en los últimos años han aparecido sentimientos 
hostiles hacia la Unión Europea representados, por ejemplo, por los 

partidos “euroescépticos” y, en consecuencia, una de las respuestas 
más eficaces de la Unión Europea hacia las críticas sobre la adecuación 
de la pertenencia a la Unión Europea ha sido la potenciación de las 

oportunidades para los ciudadanos y trabajadores europeos y, por 

extensión, la movilidad de los mismos entre Estados miembros. En este 
contexto, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha jugado un 

papel fundamental desarrollando, en los últimos tiempos, una 

jurisprudencia especialmente favorable a la promoción de la libre 
circulación de los europeos, potenciando igualmente el derecho de 

residencia proclamado en el artículo 45 del Tratado de la Unión 

Europea. 

Pretendemos realizar aquí un análisis pormenorizado de dicha 
jurisprudencia que, desde enero de 2014, ha comenzado a tratar la 

circulación de trabajadores de forma extensiva, reconociendo dicho 

derecho a los ciudadanos de países terceros familiares de ciudadanos 
europeos para, con ello, promover una auténtica movilidad por parte de 
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los ciudadanos europeos. Dicha jurisprudencia nos muestra una Unión 

Europea diferente a la que habíamos conocido hasta el momento, pues 

los derechos recogidos en los Tratados y en la Carta de Niza adquieren 
una humanidad diferente, yendo más allá de la dimensión individual 

del trabajador y extendiéndose a su esfera afectiva y familiar. En 

particular, los recientes pronunciamientos C-378/12; C-400/12; C-

423/12: C-456/12; C-457/12 y C-507/12, que tienen como punto de 
referencia común la Directiva 2004/38, han puesto de manifiesto que la 

efectiva movilidad de los trabajadores de la Unión Europea se encuentra 

fuertemente vinculada a la de su núcleo familiar, al que se hace 
necesario reconocer las garantías necesarias y un derecho de 

circulación adecuado, de modo que la libertad de los ciudadanos 

europeos no se vea limitada. En dichas sentencias, el Tribunal europeo 
ha propuesto soluciones que pretenden reforzar la movilidad efectiva del 

trabajador europeo, extendiendo el derecho de residencia a los 

familiares residentes en países terceros pues, de no reconocerse dicho 
derecho, se estaría disuadiendo al ciudadano europeo del ejercicio de 

un derecho fundamental como es el de la libre circulación. 

Además, algunas de las sentencias citadas (C-244/13; C-378/12; C-

400/12) constituyen una transición fundamental y delicada en la 
descripción de una de las principales consecuencias de la libre 

circulación, esto es, la integración del individuo en el tejido social que lo 

hospeda, lo que debe contemplarse a través de realizaciones concretas, 
más allá de meros datos formales que, como el simple dato de la 

permanencia temporal en un territorio, no sirven para describir el nivel 

alcanzado. En particular, en la Sentencia de 10 de julio de 2014 (C-
244/13), el Tribunal ha formulado el concepto de “derecho permanente 
de residencia” que implica que el derecho de residencia no puede ser 
negado, en virtud del nivel del integración social adquirido, ni siquiera a 
los ciudadanos de países terceros que, habiéndose convertido en 

residentes europeos vía matrimonio, han elegido vincularse a un 

ciudadano europeo. 

El reconocimiento del derecho de circulación y residencia al núcleo 
familiar de los ciudadanos europeos y a aquéllos que han perdido el 

vínculo con el cónyuge europeo según la Directiva 2004/38, equivale a 

tutelar el resultado positivo de la circulación y diseñar una nueva 
ciudadanía europea más móvil, dotada de todas las garantías e 

instrumentos necesarios para conseguir los objetivos previstos en el 

Tratado de Maastricht. 

Abstract in English 

FREE MOVEMENT OF THE EUROPEAN CITIZENS IN THE RECENT 
DECISIONS OF THE EU COURT OF JUSTICE 

Freedom of movement is one of the fundamental rights of the European 

citizens and, since the entry in force of the Treaty of Maastricht, along 
with the free movement of services, capital and goods, influenced the 
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citizens' perception of the European Union, increasing their enthusiasm 

to be part of the EU. During the last few years, however, the so-called 

"Euro-skeptic" parties have spread in Europe and one of the most 
effective responses to the criticisms against the Union has been 

represented by the improvement of the opportunities for the EU citizens 

and workers such as their right to move in the Member States. In this 

procedure, the EU Court of Justice has played a key role developing a 
relevant jurisprudence that supports the promotion of the free 

movement also enhancing the contents of the right to reside under Art. 

45 of the Treaty on European Union. 
Since January 2014 the Court of justice has begun to broadly recognize 

the right of free movement of the workers and it started to extend the 

application of the derivative right to reside for the third-country citizens 
who are family members of a European citizen in order to promote an 

effective mobility of the EU citizens. It is a jurisprudence that portrays a 

Union that is different from the past because the rights established in 
the Treaties and in the Charter of Nice seem to acquire a different 

humanity, involving and considering the affective dimension as well. 

Moreover, the recent decisions C-378/12; C-400/12; C-423/12: C-

456/12; C-457/12 and C-507/12, under the common reference in 
Directive 2004/38, showed that the effective mobility of the EU workers 

is linked to the mobility of their families which will need the proper 

guarantees in order not to inhibit the main free movement of the 
European citizens. In order to reach these goals, the EU Court has 

proposed solutions that aim to encourage the effective mobility of 

European workers by expanding the circumstances specifically planned 
for the derivative right to reside of the third country national family 

members of the EU citizens and some of these decisions (C-244/13, C-

378/12, C-400/12) also represent an essential step towards a more 
structured definition of one of the main consequences of the free 

movement of persons: the integration of an individual in the host 

community.  The Court affirms that the level of social integration of an 

individual needs to be considered in its concrete realization beyond the 
mere formal data, as the time spent on a territory. In particular, in the 

decision on the case C-244/13 (10th July 2014) the Court developed 

the concept of permanent right to reside, proving that the derivative 
right to reside cannot be denied, because of the level of social 

integration achieved, even to third-country nationals who have become 

EU citizens by marriage, even if they have dissolved their relationship 
with their EU spouse. 

This new approach towards the recognition of the right to move and to 

reside also to the families of the EU citizens and to the foreigners that 
lost their connection with their spouse, aims to safeguard the positive 

achievements of the free movement of persons and to outline the 

guarantees and the tools necessary to achieve the objectives of the 
European Union. 
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Abstract in italiano 

I DIRITTI DELLA FAMIGLIA E DEI SUOI COMPONENTI NELLA VISIONE 

EUROPEA 
Lo studio del nucleo famigliare si presenta estremamente problematico 

anche in considerazione dell'intrecciarsi di due, spesso contrapposte, 

esigenze, quella personale che inevitabilmente condiziona in modo 
rilevante l'interprete a causa della particolarità della materia e quella 

sociale che insiste sul piano dell'affettività affinché l'evoluzione delle 

norme giuridiche e della loro interpretazione si faccia portatrice di valori 
dominanti in un certo momento storico e in un determinato contesto 

sociale. Che la famiglia sia una delle maggiori istituzioni che da sempre 

ha determinato forti discussioni nella storia del diritto internazionale è 

dimostrato ancora oggi dalla imponente tutela giuridica e sociale che 
possiamo riscontrare in varie convenzioni internazionali. Inoltre si 

aprono sempre di più ampi orizzonti per nuove forme di famiglia e 

nuove visioni dei rapporti famigliari che modificano le dinamiche interne 
ed esterne dei nuclei famigliari. Dalle leggi sulla filiazione, alle adozioni 

gay, fino alle nuove formazioni famigliari riconosciute attraverso il 

matrimonio o altre forme giuridiche che tutelano i diritti delle coppie di 
soggetti dello stesso sesso, riconoscimenti che stanno facendo breccia in 

paesi dell'Unione Europea, come l'Italia, dove ci sono sempre state 

poche aperture verso questo tipo di formazioni sociali, o si stanno 
rafforzando in Stati membri come Francia e Gran Bretagna dove ormai 

sono radicate. 
 

Resumen en español 

LOS DERECHOS DE LA FAMILIA Y DE SUS COMPONENTES EN LA 

VISIO’N EUROPEA 

El estudio de la unidad familiar se presenta extremadamente 
problemático. Hay que tener en cuenta la interrelación de dos 

necesidades a menudo contrapuestas: la personal, que inevitablemente 

condiciona significativamente al intérprete a causa de la particularidad 

de la materia, y la social, que insiste en el plan de la efectividad, así 
como en que el desarrollo de las normas jurídicas y su interpretación se 

hagan portadoras de valores dominantes en un determinado momento 

histórico y en un determinado contexto social. La familia es una de las 
principales instituciones que desde siempre ha determinado fuertes 

debates en la historia del derecho internacional. Esto está demostrado 

aún hoy por la imponente protección jurídica y social que existe en 
diversos convenios internacionales. Además, cada vez se abren 

horizontes más amplios para las nuevas formas de familia. Existen 

nuevas visiones de las relaciones familiares que modificarán las 
dinámicas internas y externas de los núcleos familiares. Desde las leyes 

sobre filiación, las adopciones gay, las nuevas formaciones familiares 
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reconocidas mediante el matrimonio u otras formas jurídicas. Estos 

elementos protegen los derechos de las parejas de sujetos del mismo 

sexo, y están haciendo brecha en países de la Unión Europea, como 
Italia, donde siempre ha habido pocas aperturas hacia este tipo de 

beneficios sociales. Además, se están reforzando en Estados miembros 

como Francia y Gran Bretaña, donde ya están más enraizadas. 
 

Abstract in English 

FAMILY LAW IN THE EUROPEAN VISION 

The family law is extremely complex to two opposite needs, a presonal 
one that inevitably affects the legislator because of the subject matter 

and a social one that persists in the affectivity, so that the evolution of 

the laws anche their interpretation carries on the fundamental values at 

a given time and context. Family is one of the main istitutions and has 
always created important issues in the international law study. That is 

demonstrated by the social and legal protection present in international 

conventions. In addition there are also new types of families and new 
family relationships that are changing the internal and external 

dynamics of the family household. There is a new face of family, new 

filiation laws, gay adoptions and new types of families acknowledged by 
marriages or other legal institutions that protect the rights of the same 

sex couples. This is taking place in narrow-minded countries like Italy, 

while in countries like France and Great Britain, they are still a habit. 
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Resumen en español 

TUTELA DEL MEDIO AMBIENTE, INSTRUMENTOS DE MERCADO Y 

UNIÓN EUROPEA 
El artículo 45 de la Constitución Española incluye, dentro de su 

catálogo de derechos económicos y sociales, el derecho al medio 

ambiente. En dicho artículo se recoge tanto el derecho a disfrutar del 
medio ambiente como el deber de conservarlo, al tiempo que se atribuye 

a los poderes públicos la obligación de promoverlo y restaurarlo y de 

velar por un uso racional de los recursos naturales. 
Existe un vasto abanico de instrumentos de distinta naturaleza –
administrativa, penal o tributaria- que pueden ser utilizados por éstos 

para dar cumplimento al mandato constitucional contenido en el 

artículo 45, esto es, para poder encauzar los actos de los sujetos sobre 
los que se quiere incidir. En particular, el tributo puede ser un 

instrumento más que idóneo para lograr determinados objetivos 

constitucionales de interés público. 
A día de hoy, tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el eje 

central de la política medioambiental de la Unión Europea queda 

recogido en el Título XX del TFUE (artículos 191, 192 y 193). Entre los 
principios rectores de la política de la Unión Europea en materia de 

medio ambiente debemos destacar el principio de “quien contamina, 
paga”, cuya finalidad es hacer recaer en el agente contaminador la 
responsabilidad económica del daño causado a la sociedad. Es obvio 

que, bajo esta definición, el principio “quien contamina, paga” anima a 
la creación de tributos ambientales que permitan, vía incremento de la 

presión fiscal y su reflejo en el precio de los productos que constituyen 
su objeto, la imputación de los costes de su actuación a los causantes 

del perjuicio.  

En este contexto, trataremos de verificar hasta que punto ha sido 
posible adaptar el objetivo de tutela medioambiental con la realización 

del mercado único a nivel europeo o con los principios materiales de 

justicia tributaria –artículo 31 CE- a nivel nacional. 
 

Abstract in italiano 

TUTELA DELL’AMBIENTE, STRUMENTI DI MERCATO ED UNIONE 
EUROPEA 
L'articolo 45 della Costituzione spagnola include tra i suoi diritti 

economici e sociali, il diritto all'ambiente. Tale articolo comprende sia il 

diritto di godere l'ambiente che il dovere di preservarlo. Nello stesso 
tempo, il suddetto articolo attribuisce ai poteri pubblici l'obbligo di 

promuovere e garantire l'uso razionale delle risorse naturali. 

Vi è ampio elenco di strumenti (amministrative, penali o tributari) che 
possono essere utilizzati dai poteri pubblici per compire con il mandato 

costituzionale contenuto nell’articolo 45. In particolare, a nostro avviso, 
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i tributi possono essere strumenti adeguati per raggiungere detto 

obiettivo. 

Dopo l’entrata in vigore del Trattato di Lisbona, il nucleo della politica 
ambientale dell'Unione europea è contenuto nel titolo XX del TFUE 

(articoli 191, 192 e 193). Tra i principi della politica ambientale 

dell'Unione europea dobbiamo sottolineare il principio di "chi inquina 

paga", secondo il quale l’imposta ambientale deve colpire il soggetto che 
inquina. Ovviamente, sotto questa definizione, il principio "chi inquina 

paga" incoraggia la creazione di tributi ambientali. 

In questo contesto, cerchiamo di verificare fino a che punto è stato 
possibile adattare l'obiettivo di tutela ambientale con il completamento 

del mercato unico europeo (a livello europeo) o dei principi tributari-

Articolo 31 Costituzione Spagnola-(a livello interno). 
 

Abstract in English 

ENVIRONMENTAL PROTECTION, MARKET-BASED INSTRUMENTS 

AND EUROPEAN UNION 
Article 45 of the Spanish Constitution provides, within its “principles 
governing Economic and Social Policy”, environmental rights. Article 45 
includes both the right to enjoy an environment suitable for the 
development of the person and the duty to preserve it. In addition, the 

public authorities shall watch over a rational use of all natural 

resources with a view to protecting and improving the quality of life and 
preserving and restoring the environment. 

There are different instruments that can be use by the public 

authorities to achieve these goals contained in the Article 45 in order to 

influence the customer behaviour. In particular, taxes may be a suitable 
instrument to achieve this constitutional objective.  

After the entry into force of the Lisbon Treaty, the core of the 

environmental policy of the European Union is under Title XX TFEU. 
Union policy on the environment shall aim at a high level of protection 

taking into account the diversity of situations in the various regions of 

the Union. It shall be based on the precautionary principle and on the 
principles that preventive action should be taken, that environmental 

damage should as a priority be rectified at source and that the polluter 

should pay. The polluter pays principle is enacted to make the party 
responsible for producing pollution responsible for paying for the 

damage done to the environment. Obviously, under this definition, the 

polluter pays principle encourages the creation of environmental taxes. 

In this context, our aim is to verify if it is possible to coordinate the 
objective of environmental protection with the completion of the single 

European market (European level) or the Constitutional principles of 

taxation (national level). 
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1.- La protección del medio ambiente y el artículo 45 de la Constitución Española 

El artículo 45 de la Constitución Española (en adelante, CE) configura el medio 

ambiente como un bien jurídico digno de protección constitucional1: 

«1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un ambiente adecuado para el desarrollo de 

la persona, así como el deber de conservarlo. 2. Los poderes públicos velarán por la 

utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la 

calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la 

indispensable solidaridad colectiva. 3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado 

anterior, en los términos que la Ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, 

administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado». 

De la lectura de dicho precepto constitucional se extrae la conclusión de que en 

el artículo 45 CE se recoge tanto el derecho a disfrutar del medio ambiente como el 

deber de conservarlo, al tiempo que se atribuye a los poderes públicos la obligación de 

promoverlo y restaurarlo y de velar por un uso racional de los recursos naturales. 

Este mandato, dirigido a la protección y conservación del medio ambiente, se 

inserta dentro del Capítulo III del Título I de la CE, relativo a los «principios rectores de 

la política social y económica»2. En este contexto, el apartado tercero del artículo 53 

CE establece lo siguiente: «el reconocimiento, el respeto y la protección de los 

principios reconocidos en el Capítulo III, informará la legislación positiva, la práctica 

judicial y la actuación de los poderes públicos. Solo podrán ser alegados ante la 

Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las Leyes que los desarrollen». 

                                                             
1 En el mismo sentido, dentro del Ordenamiento jurídico italiano, el artículo 9.2 de la Costituzione della 
Reppubblica Italiana de 1947 señala que «la Reppubblica promuove lo sviluppo della cultura e la ricerca 
scientifica e tecnica. Tutela il paesaggio e il patrimonio storico e artistico della Nazione». Aunque en 
dicho precepto no se haga referencia expresa al medio ambiente, de su lectura se extrae que la tutela 
del paisaje queda dotada de una cierta protección constitucional. En la práctica, las únicas 
constituciones que contienen una referencia explícita a la protección y conservación del medio 
ambiente son las de elaboración más reciente, esto es, las que fueron promulgadas con posterioridad al 
final de la Segunda Guerra Mundial. 
2 Es precisamente esta configuración como principio rector de la política social y económica lo que lleva 
a BORRERO MORO (1999: 24) a afirmar que esta calificación rechaza la pretendida naturaleza subjetiva del 
derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado. 
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conjunto de circunstancias físicas, culturales, económicas y sociales que rodean a las 

personas ofreciéndoles un conjunto de posibilidades para hacer su vida». 

Siendo así, en lo que aquí interesa, podemos definir el medio ambiente como 

un bien jurídico integrado por recursos naturales y otros factores cuyo equilibro es 

necesario para la vida. Así pues, consideramos que el mandato constitucional recogido 

en el artículo 45 CE, en cuanto principio programático, necesitará, para poder 

convertirse en operativo, de una intervención legislativa que concrete dichos 

postulados. 

2.- La utilización del sistema fiscal con fines de protección medioambiental 

Inmersos en el escenario que acabamos de describir, consideramos que una de 

las posibles herramientas con las que cuentan los poderes públicos para poder dar 

cumplimiento al mandato constitucional recogido en el artículo 45 CE podría ser la 

articulación de medidas fiscales que incidiesen sobre aquellos comportamientos 

lesivos para el medio ambiente. De esta forma, nos parece que el tributo puede ser un 

instrumento más que idóneo para lograr determinados objetivos constitucionales de 

interés público4. 

Además, en lo que a la posibilidad de la utilización de los tributos para dar 

cobertura a lo establecido en el artículo 45 CE incumbe, el artículo 2 de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT) señala lo siguiente: «los 

tributos, además de ser medios para obtener los recursos necesarios para el 

sostenimiento de los gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política 

económica y general y atender a la realización de los principios y fines contenidos en la 

Constitución». 

De esta forma, en consonancia con este artículo, podemos considerar que los 

tributos, además de coadyuvar al sostenimiento de los gastos públicos, pueden 

                                                             
4 Siguiendo a CASADO OLLERO (1992: 184) podemos afirmar que «la diversificación de los fines y funciones 
a los que debe servir la actividad financiera y la correlativa funcionalidad de la Hacienda Pública, si bien 
no está expresamente reconocida en nuestro Ordenamiento constitucional, se desprende 
inequívocamente de la cláusula del Estado social y de los principios rectores de la política social y 
económica, en cuyo reconocimiento, respeto y protección están comprometidos los poderes públicos». 
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productos de los demás Estados miembros con tributos internos que puedan proteger 

indirectamente otras producciones». 

Por su parte, en lo que a las ayudas de Estado incumbe, el artículo 107 TFUE 

señala que «salvo que los Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles con el 

mercado interior, en la medida en que afecten a los intercambios comerciales entre 

Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos estatales, 

bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a 

determinadas empresas o producciones»10. 

Pues bien, en ciertas ocasiones, la protección del medio ambiente ha sido 

considerada como una finalidad capaz de justificar ciertas restricciones a dichas 

prohibiciones y, por extensión, a la libre circulación de mercancías entre los países que 

integran la Unión Europea habiendo sido, por ejemplo, determinadas ayudas de Estado 

declaradas compatibles con el mercado único o interior (aduciéndose para ello 

argumentos de política medioambiental). Esto nos hace ver que, aunque no se trata de 

un principio absoluto, la protección del medio ambiente no se encuentra, al menos en 

teoría, en inferioridad jerárquica respecto de los demás objetivos contenidos en el 

Derecho Originario de la Unión Europea. 

Sin embargo, en la práctica, observamos que, pese a que los Tratados no 

establecen una relación jerárquica entre la protección del medio ambiente y otros 

principios o libertades comunitarias, salvo en contadas ocasiones, el Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea (en adelante, TJUE) ha otorgado cierta primacía a la 

defensa de las libertades fundamentales sobre la protección del medio ambiente; pues 

no pocas veces se han aducido por los diferentes Estados miembros argumentos 

                                                             
10 Sin embargo, esta prohibición no es incondicional. Así, por ejemplo, las Directrices Comunitarias sobre 
ayudas estatales en favor del medio ambiente (2008/C82/01) establecen que «en aras del aumento del 
nivel de protección del medio ambiente, los Estados miembros pueden desear utilizar ayudas estatales 
para crear incentivos individuales destinados a lograr un nivel de protección superior al requerido por las 
normas comunitarias».  
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Sin embargo, aunque se contemplan ambas líneas de actuación (preventiva y 

restauradora), en la práctica, todas las actuaciones se centran principalmente en tratar 

de evitar que se produzcan atentados al medio ambiente, esto es, en su vertiente 

preventiva, de conformidad con el principio de cautela y acción preventiva recogidos 

en el artículo 191.2 TFUE. 

Consideramos que el uso de instrumentos económicos o de mercado (entre los 

que destacan, fundamentalmente, los tributos) es más coherente con la idea de la 

necesidad de adopción de una acción preventiva. De una forma u otra estos 

instrumentos económicos buscan reflejar el daño ambiental en el precio de las 

actividades contaminantes, incrementando así el importe a pagar por los 

consumidores por un determinado bien con el fin de que se reduzca el consumo de 

aquellos productos que se entienden perjudiciales para el medio ambiente14. 

Siendo así, entre los instrumentos de mercado, podemos destacar, por 

ejemplo, las disposiciones de carácter fiscal (que se pueden concretar tanto en la 

articulación de tributos como en el establecimiento de exenciones tributarias) y los 

permisos negociables sobre derechos de contaminación15. 

Consideramos que una de las principales ventajas que presenta la utilización de 

los instrumentos basados en el mercado -junto con su carácter disuasorio, su potencial 

recaudatorio y el incentivo que ofrecen a la innovación a través de la búsqueda de 

procesos productivos menos contaminantes-, es la flexibilidad que los mismos otorgan 

                                                             
14 En este sentido, HERRERA MOLINA y SERRANO ANTÓN (1994: 497) consideran que «la protección del medio 
ambiente genera un gasto público al que deben contribuir más intensamente quienes más inciden en su 
deterioro». 
15

 A través de la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, 
por la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo, se creó un 
mercado europeo de cuotas dirigido a facilitar a los Estados miembros y a la Unión Europea el 
cumplimiento de sus compromisos de reducción cuantitativa de emisiones, asumidas al ratificar el 
Protocolo de Kioto. Este régimen se basaba en la fijación de un nivel máximo de contaminación para 
cada Estado miembro, con la correspondiente asignación de un determinado número de derechos de 
emisión por país e industria, cuyos límites no podían ser sobrepasados salvo que se adquiriesen nuevos 
derechos. Así, los certificados representan títulos negociables y, en consecuencia, es totalmente lícito 
que las empresas puedan enajenar sus excedentes a otras empresas de forma que, en la práctica, sea el 
juego de oferta y demanda el que fije el importe de dichos permisos. En nuestro país, esta Directiva ha 
sido desarrollada por la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero. 
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Resumen en español 

INFLUENCIA DEL DERECHO COMUNITARIO EN LA INTERPRETACIÓN 

DEL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y EL DERECHO 
PROCESAL CIVIL 

Este trabajo pretende demostrar la evolución del derecho a la tutela 

judicial efectiva español por la influencia del derecho comunitario por la 
interpretación jurisprudencial del mismo y de cómo el derecho procesal 

nacional, como instrumento necesario para aquel derecho fundamental, 

se ve reformulado no por la vía legislativa nacional sino por las 
resoluciones jurisdiccionales internacionales. Esta reformulación es 

interesante por su contenido pero igualmente porque se produce, no por 

la interpretación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sino por 

el Tribunal de la Unión Europea, como se indicará con el análisis de sus 
recientes sentencias; también porque tales resoluciones son dictadas no 

en procedimientos iniciados directamente frente a resoluciones 

judiciales nacionales ante aquel Tribunal sino, precisamente, a 
iniciativa de los órganos jurisdiccionales españoles. Destaca, asimismo, 

que tal reformulación se produce en asuntos en principio alejados del 

derecho fundamental a la tutela judicial efectiva por referirse a 
cuestiones de derecho material. Se observa pues un fenómeno de 

construcción dual del derecho a la tutela judicial efectiva que plantea 

interrogantes sobre su causa y evolución y alcance futuros si bien 
mereciendo en este momento una positiva crítica. 
 

Abstract in italiano 

INFLUENZA DEL DIRITTO COMUNITARIO NELLA INTERPRETAZIONE 
DEL DIRITTO ALLA TUTELA GIUDIZIARIA EFFETTIVA E AL DIRITTO 

PROCESSUALE CIVILE 

Questo lavoro ha lo scopo di dimostrare l'evoluzione del diritto alla 
tutela giudiziaria effettiva spagnola per l'influenza del diritto 

comunitario, da parte della interpretazione giudiziaria della stessa , e in 

che modo il diritto processuale nazionale, come uno strumento 

necessario per questo diritto fondamentale, viene riformulato, no dalla 
legislazione nazionale, ma dalle risoluzioni giurisdizionarie 

internazionali.  Questa riformulazione è interessante per il suo 

contenuto , ma anche perché è prodotto , non per l'interpretazione della 
Corte Europea dei diritti dell'uomo , ma per la Corte di giustizia 

dell'Unione europea, come si indicherà nell'analisi di recenti sentenze ; 

anche perché tali risoluzioni non sono dettate nelle cause promosse 
direttamente dinanzi alle decisioni giudiziarie nazionali riferite davanti a 

quella Corte, ma, precisamente, come iniziativa degli organi 

giudisdizionari spgnoli. Rileva inoltre che tale riformulazione- si verifica 
nei casi allontanati dal primo Diritto fondamentale ad una tutela 

giurisdizionale effettiva, facendo riferimento alle questioni di Diritto 
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Sostanziale .Viene osservato quindi un fenomeno della doppia 

costruzione del diritto ad un ricorso effettivo , che solleva le questioni 

riguardanti alla causa e l'evoluzione e la portata a futuro, ovvero però 
che  sono visti come meritevoli e a una recensione positiva. 
 

Abstract in English 

INFLUENCE OF COMMUNITY LAW IN THE INTERPRETATION OF THE 
RIGHT TO EFFECTIVE REMEDY AND CIVIL LITIGATION 

This paper aims to demonstrate the evolution of the spanish 

fundamental right to effective judicial protection by the influence of 
community law by the judicial interpretation thereof, and how the 

national procedural law as a necessary tool for this fundamental right is 

not reformulated by legislation national but international judicial 

decisions. This reformulation is interesting for its content but also 
because it is produced, not by the interpretation of the European Court 

of Human Rights, but the Court of Justice of the European Union, as 

indicated by the analysis of its recent judgments; also because such 
resolutions are dictated not in proceedings directly brought before 

national judicial decision to this Court but precisely at the initiative of 

the Spanish Courts. Stands out,  also, that such reformulation is 
occured in cases that, in principle, are away from the fundamental right 

to effective judicial protection by are referred to matters of substantive 

law. A phenomenon of dual construction of the right to an effective 
remedy, which raises questions about its cause and evolution and 

future scope are observed. Although at this time deserving a positive 

review. 
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mismo como instrumento de igualad y garantía de todas las partes, está determinado 

por reiterada y diversa doctrina jurisprudencial constitucional, por otro, aunque no en 

un grado que permita afirmar la reforma de aquel, se observa en los últimos años que 

la ampliación del contenido material de dicho derecho viene ocurriendo, en su aspecto 

más proclive a la aplicación más favorable del mismo, no por el legislador nacional sino 

por la aplicación ya de normativa comunitaria (art. 47 CFUE) ya de proyectos y 

programas europeos en fomento de la introducción y uso de ls tecnologías de la 

información y la comunicación y la debida interoperabilidad de las Administraciones 

Públicas, como, igualmente, por la doctrina judicial comunitaria con ocasión, además, 

de pronunciamientos sobre cuestiones en principio ajenas a tal derecho fundamental y 

propias del derecho material interno 

Se observa pues una construcción dual del derecho fundamental a la tutela 

judicial efectiva que, siendo en sus inicios de previsible expansión habida cuenta dada 

el contenido del art. 191 in fine TUE, ahora exhibe una mayor incidencia. Pese a que 

subsisten los interrogantes propios de tal dualidad y  concurrencia de idénticos 

derechos fundamentales en ambos ordenamientos, que, en principio, tras la 

Declaración del Tribunal Constitucional español 1/2004, no deberían producirse, pese 

a ello, tal dualidad de aportaciones conformadoras del referido derecho fundamental 

merece una positiva acogida positiva por su necesaria existencia a fin de cerrar los 

ámbitos materiales en que el mismo puede ejercerse obvia e inevitablemente. 

Tal conformación es de interés en tanto la interpretación de la norma 

comunitaria se puede incurrir en un fortalecimiento o debilitamiento del derecho 

fundamental a la tutela judicial efectiva en su modalidad de acceso al proceso, a instar 

la intervención judicial y obtener una resolución de fondo. 

Finalmente, tal proceso evidencia la necesidad, para el estudio del derecho 

fundamental a la tutela judicial efectiva, de conocer el derecho constitucional 

comparado en tanto que el mismo es igualmente de influencia en la práctica de los 

órganos judiciales comunitarios. 
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Resumen en español 

LA AUSENCIA DE PARTICIPACIÓN DE LA CIUDADANÍA MEDIANTE 

CONSULTA POPULAR POR VÍA DEL REFERÉNDUM EN LA REFORMA 
DEL ARTÍCULO 135 DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA 

La presente propuesta de comunicación contextualiza y analiza la 

segunda reforma de la Constitución Española de 1978. Asimismo, 
estudia el proceso de la reforma en las Cortes Generales. Centrándose 

de forma especial en la ausencia de la celebración de una consulta 

popular para conocer la posición de la ciudadanía en la reforma, que 
introduce la estabilidad presupuestaria como un valor estructural y 

condicionante en la capacidad de actuación del Estado. Cabe hacer 

hincapié que la no celebración de un referéndum para la ratificación de 

la reforma viene dada por la no falta del respaldo necesario de 
diputados y senadores -durante el proceso de reforma para aplicar lo 

dispuesto en el artículo 167.3 de la Constitución Española. 

Abstract in italiano 

MANCANZA DI PARTECIPAZIONE DA PARTE DEI CITTADINI IN UNA 

CONSULTAZIONE POPULARE IN VIA REFERENDUM SULLA RIFORMA 
DELL'ARTICOLO 135 DELLA COSTITUZIONE SPAGNOLA 

Il contributo contestualizza e analizza la seconda riforma della 

Costituzione spagnola del 1978. Essa esamina inoltre il processo di 
riforma in Parlamento. Messa a fuoco di più in assenza di un 

referendum per conoscere la posizione dei cittadini nella riforma, 

l'introduzione di stabilità fiscale come un vincolo strutturale sul valore e 
le prestazioni della capacità dello Stato. Va sottolineato che la 

mancanza di indire un referendum per ratificare la riforma è dato dalla 

non per colpa di deputati e senatori che sostengono necessario, durante 
il processo di riforma per attuare le disposizioni di cui all'articolo 167.3 

della Costituzione spagnola. 

Abstract in English 

THE LACK CITIZEN PARTICIPATION BY PUBLIC CONSULTATION BY 

WAY OF REFERENDUM ON THE REFORM OF ARTICLE 135 OF THE 
SPANISH CONSTITUTION. 

The contribution contextualizes and analyzes the second reform of the 

Spanish Constitution of 1978. It also examines the process of reform in 
Parliament. Focusing more so in the absence of holding a public 

consultation by referendum to know the position of citizens in the 

reform, introducing fiscal stability as a structural constraint on the 

value and performance of state capacity. It should be emphasized that 
the failure to hold a referendum to ratify the reform is given by no fault 

of deputies and senators backing needed-during the reform process to 

implement the provisions of Article 167.3 of the Spanish Constitution. 
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1.- Antecedentes y contexto de la segunda reforma de la Constitución Española de 

1978 

La reforma constitucional es uno de los pocos aspectos de estudio del Derecho 

constitucional que no puede ser analizada de forma aislada, debido a los fuertes 

condicionantes políticos y sociales (TUR AUSINA, 2009: 732), siendo los aspectos 

constitucionales la máxima expresión jurídica de la política (CABO MARTÍN, 2003: 75-76). 

Siendo la reforma constitucional un instituto totalmente imprescindible para la 

Constitución (AGUDO ZAMORA, 2005: 86). 

Loewenstein calificaba que una Constitución ideal era aquél orden normativo 

que contempla los desarrollos futuros de la sociedad, sin precisar de cambios 

(LOEWENSTEIN, 1976: 164). Sin embargo las Constituciones nacen con una pretensión 

más o menos manifiesta de permanencia o incluso de perpetuidad (PÉREZ SERRANO, 

1984: 469). Por el contrario la realidad convierte a las Constituciones a que sirvan 

durante un tiempo determinado para canalizar los conflictos sociales, teniendo 

disposiciones y cláusulas que permitan una plural interpretación (ÁLVAREZ CONDE Y TUR 

AUSINA, 2014: 110-112). La Constitución forjada como el Código Político de un Estado 

precisa de estabilidad y seguridad, adecuándose a las nuevas exigencias políticas y 

sociales mediante modificaciones. 

La reforma debe de ser entendida como un mecanismo de defensa de la propia 

Constitución, que pretende garantizar su estabilidad y vigencia con la adecuación del 

texto a los cambios sociales y políticos (ÁLVAREZ CONDE, 1990: 276-277). Aunque es 

preferible no reformar una Constitución atendiendo únicamente al criterio del tiempo 

transcurrido desde su aprobación (TUR AUSINA, 2009: 718). En definitiva, se sustituye la 

característica de inmutabilidad de los textos constitucionales por mantener la 

permanencia (GARCÍA PELAYO, 2005: 335). 

El principio de supremacía de la Constitución es incondicionado, y deriva de la 

circunstancia que una Constitución es superior a la Ley por el hecho de ser 

Constitución (GARCÍA PELAYO, 2005: 335). Además siendo una Constitución formal, se 

distingue del resto de leyes. Así la Constitución y sus reformas disponen de 
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2.- El proceso de la segunda reforma constitucional en sede parlamentaria 

La globalización económica y financiera de nuestro Estado hace que en agosto 

de 2011, surja una propuesta de reforma constitucional para insertar el principio de 

estabilidad presupuestaria. La reforma no logra que se considere la estabilidad 

presupuestaria como un valor constitucional, debido a que sólo tiene dicha 

consideración los configurados por la propia Constitución (ÁLVAREZ CONDE, 2012: 27). 

Las consecuencias de la grave y alargada crisis económica deriva en la necesidad de 

implementación en la Constitución de principio de estabilidad presupuestaria con un 

valor estructural, que determina la actuación del conjunto de las Administraciones 

Públicas y de los poderes públicos. 

En el marco comunitario del Pacto de Estabilidad y Crecimiento pretendía dotar 

a la eurozona de estabilidad económica instaurando un control del gasto público, 

evitando déficits presupuestarios excesivos, y con ello transmitir desde la eurozona la 

confianza necesaria a los mercados para reconducir la actual situación. En nuestro 

ordenamiento, la transposición del Pacto se realiza con la Ley 18/2001 de Estabilidad 

Presupuestaria, de 12 de noviembre y la Ley Orgánica complementaria 5/2001, de 13 

de diciembre, que concretaban el déficit cero o también denominado límite de 

endeudamiento. Otra disposición normativa comunitaria más reciente que contempla 

la estabilidad presupuestaria, es el artículo 126 del Tratado de Funcionamiento de la 

Unión. 

La reforma constitucional del artículo 135, persigue la garantía de 

sostenibilidad económica y social de España con la Unión Europea, recogiendo el 

nuevo articulado la garantía del principio de estabilidad presupuestaria para el 

conjunto de las Administraciones Públicas. Es la forma de insertar en el texto 

constitucional un límite del déficit público permitido, sin superar de conformidad con 

los parámetros comunitarios del 0.4% del PIB, salvo en casos de extraordinaria 

urgencia. 

La segunda reforma constitucional sorprende a la sociedad española, debido a 

que un mes antes, el 29 de julio, el Presidente del Gobierno anuncia la celebración de 
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esa necesidad o urgencia. En todo caso, la reforma de los instrumentos legislativos 

adoptados en 2001. 

En cuanto a la necesidad o la urgencia en caso de existir es muy diferente, y 

más aún en relación a los contenidos que aborda la reforma (ÁLVAREZ CONDE, 2007: 

149). 

Por otro lado, con respecto al artículo 135 su contenido se encuentra vacío, su 

primer apartado tienen escasa efectividad, mientras el apartado segundo remite al 

derecho comunitario, y el tercero recoge los mismo términos que el precepto 

constitucional reformado (CARRERAS, 2011: 16). En cuanto al apartado cuatro de 

suspensión cautelar de la reforma, nos pone un argumento más para sostener la 

posición que la reforma no era necesaria ni por su urgencia ni por el fondo de la 

misma.  

La corta vigencia de la reforma constitucional ha demostrado que una de las 

cuestiones que motivaban, como era que se reduciría la prima de riesgo española y la 

capacidad de endeudamiento o de recursos financieros de España sería mayor o a un 

menor interés, no se han producido en los niveles anunciados. Siguiendo los mercados 

financieros otorgando una confianza condicionada y una prima de riesgo elevada y 

sostenida a lo largo del tiempo. En definitiva, podemos concluir señalando que el 

reformado artículo 135, no era necesario que es imperfecto y además se utiliza un 

procedimiento de técnica normativa malo (NUÑO GÓMEZ, 2012: 299). 

La reforma debería de haberse planteado con el conocimiento de todos los 

grupos parlamentarios, buscando el consenso característico que debe primar en 

materia de reforma constitucional. Nunca debería de haberse dejado a la ciudadanía 

como un mero espectador, debería de haberse consultado la reforma. En palabras de 

Jellinek, los referendos en las sociedades democráticas disponen de una vertiente 

política esencial para el control de la legislación, y con ello evitar medidas legislativas 

impopulares (JELLINEK, 1991: 88-89). Con la consulta popular por vía del referéndum se 

hubiera generado la posibilidad de reducir la distancia entre representantes y 

representados. La reforma constitucional total contempla el referéndum como trámite 
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establece que la nación goza del derecho imprescriptible de cambiar su Constitución, 

con la máxima que las leyes de una generación no pueden sujetar a las futuras 

generaciones (ÁLVAREZ CONDE Y TUR AUSINA, 2014: 110-114). 

La Constitución Española de 1978 no contempla la capacidad de la ciudadanía 

de solicitar una consulta popular de carácter legislativo -como sucede en Italia- y 

menos aún la posibilidad de iniciar una reforma total o parcial de la Constitución como 

sucede en la Confederación Helvética. Sin lugar a dudas, una reforma constitucional sin 

una participación directa de la ciudadanía, relegada a un segundo plano y sin 

posibilidad de participación directa en la formación de la voluntad del Estado. 

4.- Consideraciones finales 

La vigencia de la Constitución Española a lo largo del tiempo y de forma 

particular en los aniversarios han surgido voces que plantean reformas para adecuarse 

a las nuevas exigencias sociales y políticas (TUR AUSINA, 2012: 106-107), derivadas de las 

nuevas realidades o del ocaso del texto constitucional, en ese momento se hace 

necesario la reforma constitucional.  

Sí atendemos al derecho comparado las Constituciones de nuestro entorno han 

sufrido muchas más reformas que la Española, al igual que otros texto con una 

vigencia similar, como puede ser los casos de Portugal o Grecia. Por el contrario, si la 

comparación la realizamos con los textos Constitucionales Españoles desde la 

promulgación de la Constitución Española en Cádiz en 1812, apreciamos que el 

instituto de la reforma constitucional no ha sido apenas puesto en práctica a lo largo 

de la historia constitucional española (ÁLVAREZ CONDE Y TUR AUSINA, 2014: 121-128). 

Por lo que respecta a la segunda reforma constitucional de la Constitución de 

1978, desde nuestra perspectiva no era necesaria, y no concurría ni la urgencia ni la 

necesidad. En todo caso una reforma legislativa hubiera sido suficiente para hacer 

mayor hincapié a la cuestión de los límites del endeudamiento, que ya se encuentran 

presentes en nuestro ordenamiento desde 1997, a partir de la legislación comunitaria 

o más recientemente por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de julio, que 

determina las competencias del Estado para establecer los límites de endeudamiento 
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de todas las Administraciones públicas -por tanto también las administraciones locales 

y autonómicas-. 

En segundo lugar, siendo una reforma que limita la capacidad del conjunto de 

las Administraciones Públicas, hubiera sido cuanto menos conveniente una consulta a 

las Administraciones Autonómicas y Locales o al Consejo de Estado. 

En tercer lugar, a nadie se le ocurre cuestionar la legitimidad de la reforma, sí el 

procedimiento, que no es el más coherente. No es lo mismo una reforma ratificada 

mediante una consulta popular que la aprobada únicamente por las Cortes Generales, 

y mayor abundamiento siendo su iter legislativo determinado por procedimientos de 

urgencia y de lectura única, que limitan en gran medida la capacidad de los diputados y 

senadores. Dada la naturaleza de una reforma constitucional y la desafección política 

en España, tendría que haberse aprobado la reforma mediante consultas popular por 

la vía del referéndum. Una vez más nuestros grupos parlamentarios, en concreto los 

mayoritarios, han procedido en sentido inverso al que solicita la ciudadanía, en un 

contexto de desafección donde la distancia entre representantes y representados 

aumenta. Han perdido una oportunidad de aproximar una decisión tan significativa 

como una reforma constitucional, en definitiva ha sido una reforma no madurada y 

menos consultada. Al mismo tiempo han resquebrajado el consenso en materia 

constitucional existente entre las formaciones políticas españolas. 

En cuarto lugar, se pierde la posibilidad de ratificación por parte de la 

ciudadanía de la reforma, y sobre todo como afirmaba Jefferson la posibilidad de ser 

validada por otra generación y no convertirse la Constitución en un texto perpetuo, 

sino en un texto de vivo. 

Por último, podemos concluir que la reforma tiene cuerpo de Constitución pero 

tiene alma de Ley. 

 









 

 


